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Introducción 

Dando curso a la serie de Cuadernos jurisprudenciales sobre derechos humanos, ofrecemos en esta 

oportunidad —y habiendo superado un año de publicaciones—, la siguiente contribución que se 

refiere al derecho a la vida.  

Se trata de un derecho que la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha ponderado 

no solo bajo los criterios de una perspectiva que podría denominarse tradicional. Las decisiones de la 

Corte se han sustentado también desde el fundamento sostenido en el preámbulo de la Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948) es decir, desde la noción del término 

“dignidad”. De allí que, para la Corte IDH en “esencia” el derecho fundamental a la vida comprenda 

“no sólo el derecho de todo ser humano de no ser privado de la vida arbitrariamente, sino también 

el derecho a que no se le impida el acceso a las condiciones que le garanticen una existencia digna” 

(Corte IDH, Niños de la Calle, 1999). 

El subsiguiente desarrollo jurisprudencial que este Tribunal Interamericano ha trazado, a lo largo de 

consecutivas décadas, transitó nuevas rutas que permitieron ofrecer variadas posibilidades de 

temáticas asociadas (por mencionar algunas) con las obligaciones estatales, con el uso de la fuerza y 

moldear vinculaciones con otros derechos y asuntos que serán abordados en las páginas que siguen. 

Esta serie de Cuadernos encuentra su antecedente en el compromiso asumido desde el 2020 por la 

Procuraduría de la Administración de Panamá luego que (a invitación de la Corte IDH) completó la 

organización de la jurisprudencia producida por esta Corte, respecto de los casos relacionados con 

Panamá. El resultado de tal ejercicio produjo un documento que fue divulgado conjuntamente, en 

mayo de 2020, bajo el número 27 de una serie que ya la Corte IDH venía publicando con el título de 

Cuadernillos de Jurisprudencia, donde se aborda un sinnúmero de temas de alcance internacional, 

que han sido objeto de pronunciamientos por parte de aquel reconocido tribunal de derechos 

humanos. 

A partir de entonces, y de una manera autónoma, el Departamento de Derechos Humanos de la 

Procuraduría de la Administración, se ha ocupado de elaborar sucesivos Cuadernos, esta vez con un 

nivel de desglose algo más pormenorizado sobre las distintas temáticas jurisprudenciales, con la 

finalidad de ofrecer más ángulos de estudio sobre los criterios derivados de los conceptos y 

pronunciamientos de aquel Tribunal Interamericano de derechos humanos. 

Confiamos en que el esfuerzo empleado en este ejercicio, resulte útil para diferentes propósitos que 

van, desde el fortalecimiento de los procesos educativos en materia de derechos humanos para toda 

persona, hasta el suministro de insumos preventivos que desalienten la eventualidad de incurrir en 

responsabilidades estatales ante las instancias internacionales. 

 
Rafael Pérez Jaramillo 

Panamá, 30 de agosto de 2021 
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Derecho a la Vida 

1. Alcances del Derecho a la Vida 

COMPRENDE EL DERECHO A NO SER PRIVADO DE LA VIDA 

ARBITRARIAMENTE, NI DEL ACCESO A LAS CONDICIONES 

QUE GARANTICEN UNA EXISTENCIA DIGNA 

 
Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. 

Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63 

144. El derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce es un prerrequisito para el 

disfrute de todos los demás derechos humanos. De no ser respetado, todos los derechos carecen de 

sentido. En razón del carácter fundamental del derecho a la vida, no son admisibles enfoques 

restrictivos del mismo. En esencia, el derecho fundamental a la vida comprende, no sólo el derecho 

de todo ser humano de no ser privado de la vida arbitrariamente, sino también el derecho a que no 

se le impida el acceso a las condiciones que le garanticen una existencia digna. Los Estados tienen la 

obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan 

violaciones de ese derecho básico y, en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten 

contra él. 

NO SON ADMISIBLES LOS ENFOQUES RESTRICTIVOS DEL 

DERECHO A LA VIDA Y EL MISMO FORMA PARTE DEL 

GRUPO INDEROGABLE DE DERECHOS 

 

Corte IDH. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150 

63. El derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce pleno es un prerrequisito 

para el disfrute de todos los demás derechos humanos. De no ser respetado, todos los derechos 

carecen de sentido. En razón de dicho carácter, no son admisibles enfoques restrictivos del mismo. 

De conformidad con el artículo 27.2 de la Convención este derecho forma parte del núcleo 

inderogable, pues se encuentra consagrado como uno de los derechos que no puede ser suspendido 

en casos de guerra, peligro público u otras amenazas a la independencia o seguridad de los Estados 

Partes.  

64. En virtud de este papel fundamental que se le asigna en la Convención, los Estados tienen la 

obligación de garantizar la creación de las condiciones necesarias para que no se produzcan 

violaciones de ese derecho inalienable, así como el deber de impedir que sus agentes, o particulares, 

atenten contra el mismo. El objeto y propósito de la Convención, como instrumento para la 

protección del ser humano, requiere que el derecho a la vida sea interpretado y aplicado de manera 

que sus salvaguardas sean prácticas y efectivas (effet utile). 

DE LA SALVAGUARDA DEL DERECHO A LA VIDA, DEPENDE 

LA REALIZACIÓN DE LOS DEMÁS DERECHOS 

 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312 
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166. La Corte ha afirmado reiteradamente que el derecho a la vida es fundamental en la Convención 

Americana, por cuanto de su salvaguarda depende la realización de los demás derechos. En virtud de 

ello, los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran 

para su pleno goce y ejercicio. 

NO CUALQUIER PRIVACIÓN DE LA VIDA SERÁ REPUTADA 

COMO CONTRARIA A LA CONVENCIÓN AMERICANA 

 

Corte IDH. Caso Ortiz Hernández y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 22 de agosto de 2017. Serie C No. 338 

100. Este Tribunal ha establecido que el derecho a la vida juega un papel fundamental en la 

Convención Americana, por ser el presupuesto esencial para el ejercicio de los demás derechos. La 

observancia del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la Convención Americana, no sólo 

presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino 

que además requiere que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y 

preservar el derecho a la vida (obligación positiva), conforme al deber de garantizar el pleno y libre 

ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción.  

101. En consecuencia, los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones 

que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho inalienable y, en particular, el 

deber de impedir que sus agentes atenten contra el mismo. Esta protección activa del derecho a la 

vida por parte del Estado no sólo involucra a sus legisladores, sino a toda institución estatal y a 

quienes deben resguardar la seguridad, sean éstas sus fuerzas de policía o sus fuerzas armadas. 

103. Ahora bien, el artículo 4.1 de la Convención Americana dispone que nadie puede ser privado de 

la vida arbitrariamente. Es decir, no cualquier privación de la vida será reputada como contraria a la 

Convención, sino solo aquella que se hubiera producido de manera arbitraria, por ejemplo por ser 

producto de la utilización de la fuerza de forma ilegítima, excesiva o desproporcionada. 

2. Vida Digna 

ESTADO NO CREÓ CONDICIONES PARA LA “VIDA DIGNA” DE 

INTERNOS Y MANTUVO SITUACIONES QUE POSIBILITARON 

INCENDIOS DONDE PERSONAS PERDIERON LA VIDA 

 

Corte IDH. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie 

C No. 112 

177. Ahora bien, la Corte observa que el Estado, además de no crear las condiciones y tomar las 

medidas necesarias para que los internos del Instituto tuvieran y desarrollaran una vida digna 

mientras se encontraban privados de libertad y además de no cumplir con sus obligaciones 

complementarias respecto de los niños, mantuvo al Instituto en condiciones tales que posibilitó que 

se produjeran los incendios y que éstos tuvieran terribles consecuencias para los internos, a pesar de 

las esas advertencias y recomendaciones dadas por organismos internacionales y no 

gubernamentales respecto del peligro que esas condiciones entrañaban. Como resultado de estos 

sucesos, perdieron la vida los internos Elvio Epifanio Acosta Ocampos, Marco Antonio Jiménez, 

Diego Walter Valdez, Sergio Daniel Vega Figueredo, Sergio David Poletti Domínguez, Mario del Pilar 
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Álvarez Pérez, Juan Alcides Román Barrios, Antonio Damián Escobar Morinigo y Carlos Raúl de la 

Cruz (supra párr. 134.29). 

RESPETO Y PROTECCIÓN A LA VIDA COMPRENDE EL 

DERECHO DE NO GENERAR CONDICIONES QUE IMPIDAN  

O DIFICULTEN EL ACCESO A UNA EXISTENCIA DIGNA 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 17 de junio de 2005. Serie C No. 125 

160. El artículo 4.1 de la Convención establece que: 

[t]oda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la 

ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida 

arbitrariamente. 

161. Este Tribunal ha sostenido que el derecho a la vida es fundamental en la Convención 

Americana, por cuanto de su salvaguarda depende la realización de los demás derechos.  Al no 

respetarse el derecho a la vida, todos los demás derechos desaparecen, puesto que se extingue su 

titular.  En razón de este carácter fundamental, no son admisibles enfoques restrictivos al derecho a 

la vida.  En esencia, este derecho comprende no sólo el derecho de todo ser humano de no ser 

privado de la vida arbitrariamente, sino también el derecho a que no se generen condiciones que le 

impidan o dificulten el acceso a una existencia digna.  

ES OBLIGACIÓN DEL ESTADO GENERAR CONDICIONES DE 

VIDA MÍNIMAS, COMPATIBLES CON LA DIGNIDAD DE LA 

PERSONA, Y NO PRODUCIR CONDICIONES QUE LA IMPIDAN 

 

Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. 

Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C No. 125 

162. Una de las obligaciones que ineludiblemente debe asumir el Estado en su posición de garante, 

con el objetivo de proteger y garantizar el derecho a la vida, es la de generar las condiciones de vida 

mínimas compatibles con la dignidad de la persona humana y a no producir condiciones que la 

dificulten o impidan. En este sentido, el Estado tiene el deber de adoptar medidas positivas, 

concretas y orientadas a la satisfacción del derecho a una vida digna, en especial cuando se trata de 

personas en situación de vulnerabilidad y riesgo, cuya atención se vuelve prioritaria.  

163. En el presente caso, la Corte debe establecer si el Estado generó condiciones que agudizaron las 

dificultades de acceso a una vida digna de los miembros de la Comunidad Yakye Axa y si, en ese 

contexto, adoptó las medidas positivas apropiadas para satisfacer esa obligación, que tomen en 

cuenta la situación de especial vulnerabilidad a la que fueron llevados, afectando su forma de vida 

diferente (sistemas de comprensión del mundo diferentes de los de la cultura occidental, que 

comprende la estrecha relación que mantienen con la tierra) y su proyecto de vida, en su dimensión 

individual y colectiva, a la luz del corpus juris internacional existente sobre la protección especial que 

requieren los miembros de las comunidades indígenas, a la luz de lo expuesto en el artículo 4 de la 

Convención, en relación con el deber general de garantía contenido en el artículo 1.1 y con el deber 

de desarrollo progresivo contenido en el artículo 26 de la misma, y de los artículos 10 (Derecho a la 

Salud); 11 (Derecho a un Medio Ambiente Sano); 12 (Derecho a la Alimentación); 13 (Derecho a la 
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Educación) y 14 (Derecho a los Beneficios de la Cultura) del Protocolo Adicional a la Convención 

Americana en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales[204], y las disposiciones 

pertinentes del Convenio No. 169 de la OIT. 

MASACRE Y SUS CONSECUENCIAS, CREARON UN CLIMA DE 

PERMANENTE TENSIÓN Y VIOLENCIA QUE AFECTÓ EL 

DERECHO A UNA VIDA DIGNA DE LOS NIÑOS Y NIÑAS  

 

Corte IDH. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de 

septiembre de 2005. Serie C No. 134. 

155. La Corte considera necesario llamar la atención sobre las particulares consecuencias que la 

brutalidad con que fueron cometidos los hechos han tenido en los niños y las niñas en el presente 

caso, en el cual, inter alia, han sido víctimas de la violencia en situación de conflicto armado, han 

quedado parcialmente huérfanos, han sido desplazados y han visto violentada su integridad física y 

psicológica.  

156. La especial vulnerabilidad por su condición de niños y niñas se hace aún más evidente en una 

situación de conflicto armado interno, como en el presente caso, pues son los menos preparados 

para adaptarse o responder a dicha situación y, tristemente, son quienes padecen sus excesos de 

forma desmesurada. La Corte, citando la II Conferencia Mundial de Derechos Humanos, ha 

considerado que 

[d]eben reforzarse los mecanismos y programas nacionales e internacionales de defensa y 

protección de los niños, en particular las niñas, […] los niños refugiados y desplazados, [y] 

los niños en situaciones de conflicto armado […].  

157. En el mismo sentido, la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los derechos humanos ha 

manifestado que “la población infantil colombiana padece con mayor rigor las consecuencias del 

conflicto armado interno”. Por su parte, el Comité de los Derechos del Niño de la Organización de las 

Naciones Unidas ha manifestado su preocupación debido a que “los efectos directos del conflicto 

armado [en Colombia] tienen consecuencias negativas muy importantes en el desarrollo de los niños 

y obstaculizan grandemente el ejercicio de muchos de los derechos de la mayoría [de éstos] en el 

Estado Parte”. En particular, el conflicto armado constituye una “amenaza […] para la vida de los 

niños, incluidas las ejecuciones extrajudiciales, desapariciones y torturas cometidas por […] grupos 

paramilitares”. Asimismo, el Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas 

encargado de la cuestión de los niños en los conflictos armados ha considerado que los niños y las 

niñas que han sido expuestos a “violencia y matanzas, desplazamiento, violación o la pérdida de 

seres queridos llevan consigo las cicatrices del miedo y el odio”.  

158. La Corte observa que los hechos específicos del presente caso que han afectado a niños y niñas, 

evidencian su desprotección con anterioridad, durante y con posterioridad a la masacre.  

162. La obligación del Estado de respetar el derecho a la vida de toda persona bajo su jurisdicción 

presenta modalidades especiales en el caso de los niños y niñas, y se transforma en una obligación 

de “prevenir situaciones que pudieran conducir, por acción u omisión, a la afectación de aquél”. En 

el caso sub judice, la masacre y sus consecuencias crearon un clima de permanente tensión y 

violencia que afectó el derecho a una vida digna de los niños y las niñas de Mapiripán. En 

consecuencia, la Corte considera que el Estado no creó las condiciones ni tomó las medidas 
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necesarias para que los niños y las niñas del presente caso tuvieran y desarrollaran una vida digna, 

sino más bien se les ha expuesto a un clima de violencia e inseguridad.  

ESTADOS DEBEN SALVAGUARDAR EL DERECHO A QUE NO 

SE IMPIDA EL ACCESO A CONDICIONES QUE GARANTICEN 

UNA “VIDA DIGNA”, INCLUYENDO MEDIDAS PREVENTIVAS 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 146 

153. En razón de lo anterior, los Estados deben adoptar las medidas necesarias para crear un marco 

normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la vida; establecer un sistema de 

justicia efectivo capaz de investigar, castigar y reparar toda privación de la vida por parte de agentes 

estatales o particulares; y salvaguardar el derecho a que no se impida el acceso a las condiciones que 

garanticen una vida digna, lo que incluye la adopción de medidas positivas para prevenir la violación 

de este derecho. 

ARTÍCULO 4 DE LA CONVENCIÓN PROTEGE EL DEBER DE 

SALVAGUARDAR EL ACCESO A CONDICIONES QUE 

GARANTICEN UNA “VIDA DIGNA” 

 

Corte IDH. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149 

120. El Tribunal tiene por establecido que en la Casa de Reposo Guararapes existía un contexto de 

violencia en contra de las personas ahí internadas, quienes estaban bajo la amenaza constante de 

ser agredidas directamente por los funcionarios del hospital, o bien de que éstos no impidiesen las 

agresiones entre los pacientes, ya que era frecuente que los empleados no tuviesen entrenamiento 

para trabajar con personas con discapacidades mentales. Los enfermos se encontraban sujetos a la 

violencia también cuando entraban en un estado crítico de salud, ya que la contención física y el 

control de pacientes que entraban en crisis, era frecuentemente realizada con la ayuda de otros 

pacientes. La violencia, sin embargo, no era el único obstáculo para la recuperación de los pacientes 

de la Casa de Reposo Guararapes, sino que las precarias condiciones de mantenimiento, 

conservación e higiene, así como de la atención médica, también constituían una afrenta a la 

dignidad de las personas ahí internadas. En la Casa de Reposo Guararapes el almacenamiento de los 

alimentos era inadecuado; las condiciones higiénicas y sanitarias del hospital eran precarias, los 

baños se encontraban dañados, sin duchas, lavamanos, ni basurero y el servicio sanitario se 

encontraba sin cobertura ni higiene; no había médico de planta, la atención médica a los pacientes 

era frecuentemente prestada en la recepción del hospital, y algunas veces faltaba medicación; 

faltaban aparatos esenciales en la sala de emergencias, tales como tubos de oxígeno, “aspirador de 

secreción” y vaporizador; en los prontuarios médicos no constaba la evolución de los pacientes ni los 

informes circunstanciados de seguimiento que debían hacer los profesionales de asistencia social, 

psicología, terapia ocupacional y enfermaría; el propietario del hospital no se encontraba presente 

de forma asidua, por lo que era evidente la falta de administración. En resumen, y según señaló la 

Comisión de Investigación Administrativa instaurada con posterioridad a la muerte del señor Damião 

Ximenes Lopes, la Casa de Reposo Guararapes “no ofrec[ía] las condiciones exigibles y [era] 

incompatible con el ejercicio ético-profesional de la Medicina” (supra párrs. 112.56, 112.57, 112.61, 

112.63, 112.64 y 112.65).  



9 

 

121. La Corte ha tenido por probado que al momento de la visita de la señora Albertina Viana Lopes 

a la Casa de Reposo Guararapes el 4 de octubre de 1999, el señor Damião Ximenes Lopes se 

encontraba sangrando, con hematomas, con la ropa rota, sucio y oliendo a excrementos, con las 

manos amarradas hacia atrás, con dificultad para respirar, agonizante, gritando y pidiendo auxilio a 

la policía. Con posterioridad a ese encuentro, el señor Damião Ximenes Lopes recibió un baño y aún 

con las manos atadas, se cayó de la cama. La presunta víctima permaneció en el suelo, fue 

medicado, y posteriormente falleció, sin la presencia o supervisión de médico alguno. La autopsia 

realizada señaló que el cuerpo presentaba excoriaciones localizadas en la región nasal, hombro 

derecho, parte anterior de las rodillas y del pie izquierdo, equimosis localizadas en la región del ojo 

izquierdo, hombro homolateral y puños, por lo que esta Corte consideró probado que la muerte se 

dio en circunstancias violentas (supra párrs. 112.9, 112.10, 112.11 y 112.14). 

125. En virtud de este papel fundamental que se asigna al derecho a la vida en la Convención, la 

Corte ha afirmado en su jurisprudencia constante que los Estados tienen la obligación de garantizar 

la creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho 

inalienable, y en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten contra él. En esencia, el 

artículo 4 de la Convención garantiza no sólo el derecho de todo ser humano de no ser privado de la 

vida arbitrariamente, sino que además, el deber de los Estados de adoptar las medidas necesarias 

para crear un marco normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la vida; 

establecer un sistema de justicia efectivo capaz de investigar, castigar y reparar toda privación de la 

vida por parte de agentes estatales o particulares; y salvaguardar el derecho a que no se impida el 

acceso a las condiciones que garanticen una vida digna, lo que incluye la adopción de medidas 

positivas para prevenir la violación de este derecho. 

NO BRINDAR PRESTACIONES BÁSICAS PARA PROTEGER EL 

DERECHO A UNA VIDA DIGNA EN CONDICIONES DE RIESGO 

ESPECIAL, VULNERA EL ARTÍCULO 4.1 CONVENCIONAL 

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2010. Serie C No. 214 

186. La Corte ha señalado que el derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce 

pleno es un prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos. De no ser 

respetado, todos los derechos carecen de sentido. En razón de dicho carácter, no son admisibles 

enfoques restrictivos del mismo.  

187. Por tal razón, los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se 

requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho y, en particular, el deber de impedir 

que sus agentes atenten contra él. La observancia del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la 

Convención, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente 

(obligación negativa), sino que además requiere que los Estados adopten todas las medidas 

apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva), conforme al deber de 

garantizar el pleno y libre ejercicio, sin discriminación, de los derechos de todas las personas bajo su 

jurisdicción.  

188. El Tribunal ha sido enfático en que un Estado no puede ser responsable por cualquier situación 

de riesgo al derecho a la vida. Teniendo en cuenta las dificultades que implica la planificación y 

adopción de políticas públicas y las elecciones de carácter operativo que deben ser tomadas en 

función de prioridades y recursos, las obligaciones positivas del Estado deben interpretarse de forma 
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que no se imponga a las autoridades una carga imposible o desproporcionada. Para que surja esta 

obligación positiva, debe establecerse que al momento de los hechos las autoridades sabían o 

debían saber de la existencia de una situación de riesgo real e inmediato para la vida de un individuo 

o grupo de individuos determinados, y no tomaron las medidas necesarias dentro del ámbito de sus 

atribuciones que, juzgadas razonablemente, podían esperarse para prevenir o evitar ese riesgo.  

192. En suma, en el presente caso las autoridades internas conocían de la existencia de una situación 

de riesgo real e inmediato para la vida de los miembros de la Comunidad. Consecuentemente, 

surgieron para el Estado determinadas obligaciones de prevención que lo obligaban –conforme a la 

Convención Americana (artículo 4, en relación con el artículo 1.1) y a su propio derecho interno 

(Decreto No. 1830)- a la adopción de las medidas necesarias que, juzgadas razonablemente, eran de 

esperarse para prevenir o evitar ese riesgo.  

193. De conformidad con lo anterior, la Corte debe valorar las medidas adoptadas por el Estado para 

cumplir con su deber de garantía del derecho a la vida de los miembros de la Comunidad Xákmok 

Kásek. Para ello, la Corte analizará la presunta violación de dicho derecho en dos acápites: 1) el 

derecho a la vida digna, y 2) la presunta responsabilidad internacional del Estado por los alegados 

fallecimientos.  

1. El derecho a la vida digna  

1.1. Acceso y calidad del agua 

195. La Corte observa que el agua suministrada por el Estado durante los meses de mayo a agosto 

de 2009 no supera más de 2.17 litros por persona al día. Al respecto, de acuerdo a los estándares 

internacionales la mayoría de las personas requiere mínimo de 7.5 litros por persona por día para 

satisfacer el conjunto de las necesidades básicas, que incluye alimentación e higiene. Además, según 

los estándares internacionales el agua debe ser de una calidad que represente un nivel tolerable de 

riesgo. Bajo los estándares indicados, el Estado no ha demostrado que esté brindando agua en 

cantidad suficiente para garantizar un abastecimiento para los mínimos requerimientos. Es más, el 

Estado no ha remitido prueba actualizada sobre el suministro de agua durante el año 2010, ni 

tampoco ha demostrado que los miembros de la Comunidad tengan acceso a fuentes seguras de 

agua en el asentamiento “25 de Febrero” donde se encuentran radicados actualmente. Por el 

contrario, en declaraciones rendidas en la audiencia pública miembros de la Comunidad indicaron, 

respecto al suministro de agua, que “actualmente si es que se pide, no cumple, a veces se tarda 

mucho, a veces no hay más agua”, y que “sufr[en] mucho por la sequía, porque donde [se] 

muda[ron, en “25 de Febrero”] no hay tajamar, no hay lagunas, nada, solamente hay bosque y eso 

es lo más” e indicaron que durante los períodos de sequía acuden a un tajamar ubicado 

aproximadamente a 7 kilómetros de distancia.  

196. Por consiguiente, la Corte considera que las gestiones que el Estado ha realizado a partir del 

Decreto No. 1830 no han sido suficientes para proveer a los miembros de la Comunidad de agua en 

cantidad suficiente y calidad adecuada, lo cual los expone a riesgos y enfermedades.  

1.2. Alimentación 

198. El Tribunal no desconoce que en cumplimiento del Decreto No. 1830 el Estado ha realizado al 

menos ocho entregas de alimentos entre los meses de mayo y noviembre de 2009 y entre febrero y 

marzo de 2010, y que en cada una se suministraron a los miembros de la Comunidad kits con 

raciones de alimentos. Sin embargo, la Corte debe valorar la accesibilidad, disponibilidad y 
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sostenibilidad de la alimentación otorgada a los miembros de la Comunidad y determinar si la 

asistencia brindada satisface los requerimientos básicos de una alimentación adecuada.  

200. La Corte nota que el total de provisiones alimentarias suministradas entre el período de 12 de 

mayo de 2009 y el 4 de marzo de 2010, fue de 23.554 kilos, con base en dicho dato se deduce que la 

cantidad de alimentos brindados por el Estado correspondería aproximadamente a 0.29 kg. de 

alimentos por persona por día, teniendo en cuenta los censos aportados. En consecuencia, el 

Tribunal estima que la cantidad de provisiones alimentarias es insuficiente para satisfacer 

medianamente las necesidades básicas diarias de alimentación de cualquier persona.  

201. La inadecuada nutrición de los miembros de la Comunidad ha repercutido en el crecimiento de 

los niños, pues “la prevalencia mínima de atrofia de crecimiento fue de 32.2% […], más del doble de 

lo esperado para la población de referencia (15.9%)”. Igualmente, el promotor de salud de la 

Comunidad indicó que al menos “el 90% de los niños tienen desnutrición”.  

202. Consecuentemente, a pesar de lo demostrado por el Estado, no se evidencia que con la 

asistencia brindada se hayan superado las necesidades nutricionales que, con anterioridad al 

Decreto No. 1830 (supra párr. 191) existían.  

1.3. Salud 

205. Del expediente se desprende que con anterioridad al Decreto No. 1830, los miembros de la 

Comunidad habían “recib[ido] […] mínima asistencia médica” y los puestos de salud eran muy 

distantes y limitados. Además, por años “no se recib[ió asistencia] médica y vacunación general de 

los niños”. En relación con el acceso a servicios de salud “[s]ólo los que trabajan en las estancias 

[podían] acceder al [Institución Prestadora de Salud], y aún [así] el usufructo de este seguro no se 

puede efectivizar puesto que no se entregan las tarjetas o no se disponen de recursos para llegar y 

permanecer en el Hospital de Loma Plata, que es el más cercano”. Además, “un censo sanitario del 

Servicio Nacional de Salud – SENASA (1993), […] comprobó que un gran porcentaje de la población 

presente de Xákmok Kásek, era portadora del virus de la enfermedad de Chagas”.  

208. El Tribunal reconoce los avances realizados por el Estado. No obstante, las medidas adoptadas a 

partir del Decreto No. 1830 de 2009 se caracterizan por ser temporales y transitorias. Además, el 

Estado no ha garantizado la accesibilidad física ni geográfica a establecimientos de salud para los 

miembros de la Comunidad, y, de la prueba aportada, no se evidencia acciones positivas para 

garantizar la aceptabilidad de dichos bienes y servicios, ni que se hayan desarrollado medidas 

educativas en materia de salud que sean respetuosas de los usos y costumbres tradicionales.  

1.4. Educación 

211. Conforme a los estándares internacionales, los Estados tienen el deber de garantizar la 

accesibilidad a educación básica gratuita y la sostenibilidad de la misma. En particular, cuando se 

trata de satisfacer el derecho a la educación básica en el seno de comunidades indígenas, el Estado 

debe propiciar dicho derecho con una perspectiva etnoeducativa. Lo anterior implica adoptar 

medidas positivas para que la educación sea culturalmente aceptable desde una perspectiva étnica 

diferenciada.  

213. De la prueba recaudada, la Corte observa que si bien algunas condiciones en cuanto a la 

prestación de la educación por parte del Estado han mejorado, no existen instalaciones adecuadas 

para la educación de los niños. El propio Estado anexó un conjunto de fotos donde se observa que 
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las clases se desarrollan bajo un techo sin paredes y al aire libre. Igualmente no se asegura por parte 

del Estado ningún tipo de programa para evitar la deserción escolar.  

* * * 

214. En suma, este Tribunal destaca que la asistencia estatal brindada a raíz del Decreto No. 1830 de 

17 de abril de 2009 no ha sido suficiente para superar las condiciones de especial vulnerabilidad que 

dicho Decreto comprobó existían en la Comunidad Xákmok Kásek.  

215. Esta situación de los miembros de la Comunidad está estrechamente vinculada a la falta de sus 

tierras. En efecto, la ausencia de posibilidades de autoabastecimiento y autosostenibilidad de sus 

miembros, de acuerdo a sus tradiciones ancestrales, los lleva a depender casi exclusivamente de las 

acciones estatales y verse obligados a vivir de una forma no solamente distinta a sus pautas 

culturales, sino en la miseria. Así lo indicó Marcelino López, líder de la Comunidad, “[s]i tenemos 

nuestra tierra también va a mejorar todo y sobre todo vamos a poder vivir abiertamente como 

indígenas, de lo contrario será muy difícil vivir”.  

217. En consecuencia, la Corte declara que el Estado no ha brindado las prestaciones básicas para 

proteger el derecho a una vida digna en estas condiciones de riesgo especial, real e inmediato para 

un grupo determinado de personas, lo que constituye una violación del artículo 4.1 de la 

Convención, en relación con el artículo 1.1. de la misma, en perjuicio de todos los miembros de la 

Comunidad Xákmok Kásek. 

2. Los fallecimientos en la Comunidad 

233. Al respecto, la Corte resalta que la extrema pobreza y la falta de adecuada atención médica a 

mujeres en estado de embarazo o post-embarazo son causas de alta mortalidad y morbilidad 

materna. Por ello, los Estados deben brindar políticas de salud adecuadas que permitan ofrecer 

asistencia con personal entrenado adecuadamente para la atención de los nacimientos, políticas de 

prevención de la mortalidad materna a través de controles prenatales y post-parto adecuados, e 

instrumentos legales y administrativos en políticas de salud que permitan documentar 

adecuadamente los casos de mortalidad materna. Lo anterior, en razón a que las mujeres en estado 

de embarazo requieren medidas de especial protección.  

234. Teniendo en cuenta todo lo anterior, la Corte declara que el Estado violó el derecho 

contemplado en el artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la 

misma, en perjuicio de las personas que se mencionan en el presente párrafo, por cuanto no adoptó 

las medidas positivas necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones, que razonablemente eran de 

esperarse para prevenir o evitar el riesgo al derecho a la vida. En consecuencia, son imputables al 

Estado las muertes de: Sara Gonzáles López, qui[e]n murió en julio de 2008, teniendo un año y cinco 

meses de edad, de gastroenteritis y deshidratación y no recibió asistencia médica; Yelsi Karina López 

Cabañas, quien murió en el año 2005 al año de edad de pertusis y no recibió asistencia médica; 

Remigia Ruiz, quien falleció en el 2005 de 38 años de edad por complicaciones en el parto y no 

recibió asistencia médica; Aida Carolina Gonzáles, quien falleció en junio de 2003 a los ocho meses 

de edad, de anemia sin recibir asistencia médica; NN Avalos o Ríos Torres, quien murió en 1999 a los 

tres días de nacido a causa de una hemorragia y no recibió atención médica; Abundio Inter Dermot, 

el cual falleció en el 2003 a los 2 meses de nacido por neumonía sin recibir asistencia médica; NN 

Dermott Martínez, quien falleció en el 2001 a los ocho meses de edad de enterocolitis y se 

desconoce si recibió atención médica; NN García Dermott, quien murió en el 2001, teniendo un mes 

de edad por causa de pertusis y no recibió asistencia médica; Adalberto Gonzáles López, quien murió 
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en el 2000 a los un año y dos mese[s] de edad por causa de neumonía y no recibió atención médica; 

Roberto Roa Gonzáles, quien murió en el 2000 a los 55 años de edad por causa de tuberculosis sin 

recibir asistencia médica; NN Ávalos o Ríos Torres, quien murió en 1998 a los nueve días de nacido 

por causa de tétanos y no recibió asistencia médica; NN Dermontt Ruiz, quien murió en 1996 al 

nacer por sufrimiento fetal y no recibió atención médica, y NN Wilfrida Ojeda Chávez, quien murió 

en el mes de mayo de 1994 a los ocho meses de nacida a causa de deshidratación y enterocolitis y 

no recibió asistencia médica.  

CREAR MARCO NORMATIVO QUE DISUADA AMENAZAS AL 

DERECHO A LA VIDA Y EVITAR QUE SE IMPIDA ACCESO A 

CONDICIONES QUE GARANTICEN UNA EXISTENCIA DIGNA 

 

Corte IDH. Caso Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas Sentencia de 28 noviembre de 2012 Serie C 

No. 257  

172. Hasta el momento la jurisprudencia de la Corte no se ha pronunciado sobre las controversias 

que suscita el presente caso en lo que respecta al derecho a la vida. En casos de ejecuciones 

extrajudiciales, desapariciones forzadas y muertes imputables a la falta de adopción de medidas por 

parte de los Estados, la Corte ha señalado que el derecho a la vida es un derecho humano 

fundamental, cuyo goce pleno es un prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos 

humanos. En virtud de este papel fundamental que se le asigna en la Convención, los Estados tienen 

la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan 

violaciones de ese derecho. Asimismo, la Corte ha señalado que el derecho a la vida presupone que 

ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa) y que los Estados 

adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación 

positiva) de todos quienes se encuentren bajo su jurisdicción. Ello incluye adoptar las medidas 

necesarias para crear un marco normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la 

vida y salvaguardar el derecho a que no se impida el acceso a las condiciones que garanticen una 

vida digna. 

3. La concepción y el artículo 4 de la Convención 

CUATRO PARÁMETROS EMPLEADOS POR LA CORTE IDH 

PARA INTERPRETAR EL TEMA PLANTEADO RESPECTO DEL 

EMBRIÓN, EN EL MARCO DEL DERECHO A LA VIDA  

 

Corte IDH. Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in Vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie 

C No. 257 

171. La Corte ha señalado que el objeto del presente caso se centra en establecer si la sentencia de 

la Sala Constitucional generó una restricción desproporcionada de los derechos de las presuntas 

víctimas (supra párr. 135). La decisión de la Sala Constitucional consideró que la Convención 

Americana exigía prohibir la FIV tal como se encontraba regulada en el Decreto Ejecutivo (supra párr. 

76). Para ello, la Sala interpretó el artículo 4.1 de la Convención en el entendido de que dicho 

artículo exigía una protección absoluta del embrión (supra párr. 75). Por su parte, el Estado ha 

ofrecido argumentos complementarios para defender esa interpretación efectuada por la Sala. Al 
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respecto, la Corte ha analizado con mucho detenimiento el presente caso teniendo en cuenta que 

intervino el más Alto Tribunal de Costa Rica, y que éste en su sentencia realizó una interpretación del 

artículo 4 de la Convención Americana. Sin embargo, esta Corte es la intérprete última de la 

Convención, por lo cual estima relevante precisar lo pertinente respecto a los alcances de dicho 

derecho. En consecuencia, el Tribunal analizará si la interpretación de la Convención que sustentó 

las injerencias ocurridas (supra párr. 75) es admisible a la luz de dicho tratado y teniendo en cuenta 

las fuentes de derecho internacional pertinentes.  

172. Hasta el momento la jurisprudencia de la Corte no se ha pronunciado sobre las controversias 

que suscita el presente caso en lo que respecta al derecho a la vida. En casos de ejecuciones 

extrajudiciales, desapariciones forzadas y muertes imputables a la falta de adopción de medidas por 

parte de los Estados, la Corte ha señalado que el derecho a la vida es un derecho humano 

fundamental, cuyo goce pleno es un prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos 

humanos. En virtud de este papel fundamental que se le asigna en la Convención, los Estados tienen 

la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan 

violaciones de ese derecho. Asimismo, la Corte ha señalado que el derecho a la vida presupone que 

ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa) y que los Estados 

adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación 

positiva) de todos quienes se encuentren bajo su jurisdicción. Ello incluye adoptar las medidas 

necesarias para crear un marco normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la 

vida y salvaguardar el derecho a que no se impida el acceso a las condiciones que garanticen una 

vida digna.  

173. En el presente caso la Sala Constitucional consideró que éstos y otros alcances del derecho a la 

vida obligan a efectuar una protección absoluta del embrión en el marco de la inviolabilidad de la 

vida desde la concepción (supra párr. 76). Para analizar si existe una obligación de protección 

absoluta en esos términos, la Corte procede a analizar el alcance de los artículos 1.2 y 4.1 de la 

Convención Americana respecto a las palabras "persona", "ser humano", "concepción" y "en 

general". El Tribunal reitera su jurisprudencia según la cual una norma de la Convención debe 

interpretarse de buena fe, conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del 

tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta el objeto y fin de la Convención Americana, el 

cual es la eficaz protección de la persona humana, así como mediante una interpretación evolutiva 

de los instrumentos internacionales de protección de derechos humanos. En ese marco, a 

continuación se realizará una interpretación: i) conforme al sentido corriente de los términos; ii) 

sistemática e histórica; iii) evolutiva, y iv) del objeto y fin del tratado. 

SEGÚN LA INTERPRETACIÓN BASADA EN EL SENTIDO 

CORRIENTE DE LOS TÉRMINOS, LA CORTE IDH ENTIENDE 

LA “CONCEPCIÓN” A PARTIR DE LA IMPLANTACIÓN 

 

Corte IDH. Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in Vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie 

C No. 257 

C.1)  Interpretación conforme al sentido corriente de los términos 

174. El artículo 1 de la Convención Americana establece: 
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1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 

libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 

esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 

idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.  

2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. (Añadido fuera del 

texto) 

175. El artículo 4.1 de la Convención Americana señala: 

Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.  Este derecho estará protegido por 

la ley y, en general, a partir del momento de la concepción.  Nadie puede ser privado de la 

vida arbitrariamente. 

176. En el presente caso, la Corte observa que el concepto de "persona" es un término jurídico que 

se analiza en muchos de los sistemas jurídicos internos de los Estados Parte. Sin embargo, para 

efectos de la interpretación del artículo 4.1, la definición de persona está anclada a las menciones 

que se hacen en el tratado respecto a la "concepción" y al "ser humano", términos cuyo alcance 

debe valorarse a partir de la literatura científica. 

177. El Tribunal constata que la Sala Constitucional optó por una de las posturas científicas sobre 

este tema para definir desde cuando se consideraba que empieza la vida (supra párr. 73). A partir de 

ello, la Sala Constitucional entendió que la concepción sería el momento en que se fecunda el ovulo 

y asumió que a partir de ese momento existía una persona titular del derecho a la vida (supra párr. 

73). 

178. Al respecto, en el presente caso las partes también remitieron como prueba un conjunto de 

artículos científicos y de dictámenes periciales que a continuación serán utilizados para determinar 

el alcance de la interpretación literal de los términos “concepción”, “persona” y “ser humano”. 

Asimismo, la Corte se referirá al significado literal de la expresión “en general” establecida en el 

artículo 4.1 de la Convención. 

179. El Tribunal hace notar que la prueba en el expediente evidencia cómo la FIV transformó la 

discusión sobre cómo se entendía el fenómeno de “la concepción”. En efecto la FIV refleja que 

puede pasar un tiempo entre la unión del óvulo y el espermatozoide, y la implantación. Por tal 

razón, la definición de “concepción” que tenían los redactores de la Convención Americana ha 

cambiado. Antes de la FIV no se contemplaba científicamente la posibilidad de realizar fertilizaciones 

fuera del cuerpo de la mujer.  

180. La Corte observa que en el contexto científico actual se destacan dos lecturas diferentes del 

término “concepción”. Una corriente entiende “concepción” como el momento de encuentro, o de 

fecundación, del óvulo por el espermatozoide. De la fecundación se genera la creación de una nueva 

célula: el cigoto. Cierta prueba científica considera al cigoto como un organismo humano que 

alberga las instrucciones necesarias para el desarrollo del embrión. Otra corriente entiende 

“concepción” como el momento de implantación del óvulo fecundado en el útero. Lo anterior, 

debido a que la implantación del óvulo fecundado en el útero materno faculta la conexión de la 

nueva célula, el cigoto, con el sistema circulatorio materno que le permite acceder a todas las 

hormonas y otros elementos necesarios para el desarrollo del embrión. 

181. Por su parte, el perito Zegers señaló que cuando se firmó la Convención Americana en 1969, la 

Real Academia de la Lengua Española definía “concepción” como “acción y efecto de concebir”, 
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“concebir” como “quedar preñada la hembra” y “fecundar” como “unirse el elemento reproductor 

masculino al femenino para dar origen a un nuevo ser”. La Corte observa que el Diccionario actual de 

la Real Academia de la Lengua Española mantiene casi por completo las definiciones de las palabras 

anteriormente señaladas. Asimismo, el perito indicó que:  

una mujer ha concebido cuando el embrión se ha implantado en su útero […]. [L]a 

palabra concepción hace referencia explícita a la preñez o gestación[, que] 

comienza con la implantación del embrión[,] […] ya que la concepción o gestación 

es un evento de la mujer, no del embrión. Sólo hay evidencias de la presencia de 

un embrión, cuando éste se ha unido celularmente a la mujer y las señales 

químicas de este evento pueden ser identificadas en los fluidos de la mujer. Esta 

señal corresponde a una hormona llamada Gonadotropina Coriónica y lo más 

precoz que puede ser detectada es 7 días después de la fecundación, con el 

embrión ya implantado en el endometrio”. (Añadido fuera de texto) 

182. Por otro lado, según el perito Monroy Cabra, la palabra concepción es “un término médico 

científico y que ha sido interpretado en el sentido de que se produce [con] la fusión entre óvulo y el 

espermatozoide”. En términos parecidos, la perita Condic consideró que “la vida humana inicia en la 

fusión espermatozoide-óvulo, un ‘momento de concepción’ observable”.  

183. Ahora bien, además de estas dos posibles hipótesis sobre el momento en que se debe entender 

que sucede la “concepción”, las partes han planteado una discusión diferente respecto al momento 

en que se considera que el embrión ha alcanzado un grado de madurez tal como para ser 

considerado “ser humano”. Algunas posturas indican que el inicio de la vida comienza con la 

fecundación, reconociendo al cigoto como la primera manifestación corporal del continuo proceso 

del desarrollo humano, mientras que otras consideran que el punto de partida del desarrollo del 

embrión y entonces de su vida humana es su implantación en el útero donde tiene la capacidad de 

sumar su potencial genético con el potencial materno. Asimismo, otras posturas resaltan que la vida 

comenzaría cuando se desarrolla el sistema nervioso.  

184. La Corte observa que, si bien algunos artículos señalan que el embrión es un ser humano, otros 

artículos resaltan que la fecundación ocurre en un minuto pero que el embrión se forma siete días 

después, razón por la cual se alude al concepto de “preembrión”. Algunas posturas asocian el 

concepto de preembrión a los primeros catorce días porque después de estos se sabe que si hay un 

niño o más. La perita Condic, el perito Caruso y cierta literatura científica rechazan estas ideas 

asociadas al concepto de preembrión. 

185. Por otra parte, respecto a la controversia de cuándo empieza la vida humana, la Corte 

considera que se trata de una cuestión valorada de diversas formas desde una perspectiva biológica, 

médica, ética, moral, filosófica y religiosa, y coincide con tribunales internacionales y nacionales, en 

el sentido que no existe una definición consensuada sobre el inicio de la vida. Sin embargo, para la 

Corte es claro que hay concepciones que ven en los óvulos fecundados una vida humana plena. 

Algunos de estos planteamientos pueden ser asociados a concepciones que le confieren ciertos 

atributos metafísicos a los embriones. Estas concepciones no pueden justificar que se otorgue 

prevalencia a cierto tipo de literatura científica al momento de interpretar el alcance del derecho a 

la vida consagrado en la Convención Americana, pues ello implicaría imponer un tipo de creencias 

específicas a otras personas que no las comparten.  
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186. No obstante lo anterior, la Corte considera que es procedente definir, de acuerdo con la 

Convención Americana, cómo debe interpretarse el término “concepción”. Al respecto, la Corte 

resalta que la prueba científica concuerda en diferenciar dos momentos complementarios y 

esenciales en el desarrollo embrionario: la fecundación y la implantación. El Tribunal observa que 

sólo al cumplirse el segundo momento se cierra el ciclo que permite entender que existe la 

concepción. Teniendo en cuenta la prueba científica presentada por las partes en el presente caso, el 

Tribunal constata que, si bien al ser fecundado el óvulo se da paso a una célula diferente y con la 

información genética suficiente para el posible desarrollo de un “ser humano”, lo cierto es que si 

dicho embrión no se implanta en el cuerpo de la mujer sus posibilidades de desarrollo son nulas. Si 

un embrión nunca lograra implantarse en el útero, no podría desarrollarse pues no recibiría los 

nutrientes necesarios, ni estaría en un ambiente adecuado para su desarrollo (supra párr. 180).  

187. En este sentido, la Corte entiende que el término “concepción” no puede ser comprendido 

como un momento o proceso excluyente del cuerpo de la mujer, dado que un embrión no tiene 

ninguna posibilidad de supervivencia si la implantación no sucede. Prueba de lo anterior, es que sólo 

es posible establecer si se ha producido o no un embarazo una vez se ha implantado el óvulo 

fecundado en el útero, al producirse la hormona denominada “Gonodatropina Coriónica”, que sólo 

es detectable en la mujer que tiene un embrión unido a ella. Antes de esto es imposible determinar 

si en el interior del cuerpo ocurrió la unión entre el óvulo y un espermatozoide y si esta unión se 

perdió antes de la implantación. Asimismo, ya fue señalado que, al momento de redactarse el 

artículo 4 de la Convención Americana, el diccionario de la Real Academia diferenciaba entre el 

momento de la fecundación y el momento de la concepción, entendiendo concepción como 

implantación (supra párr. 181). Al establecerse lo pertinente en la Convención Americana no se hizo 

mención al momento de la fecundación.  

189. Teniendo en cuenta lo anterior, el Tribunal entiende el término “concepción” desde el 

momento en que ocurre la implantación, razón por la cual considera que antes de este evento no 

procede aplicar el artículo 4 de la Convención Americana. Asimismo, la expresión "en general" 

permite inferir excepciones a una regla, pero la interpretación según el sentido corriente no permite 

precisar el alcance de dichas excepciones. 

EN EL CASO FIV, LA CORTE IDH NO CONSIDERA POSIBLE 

SUSTENTAR QUE EL EMBRIÓN SEA CONSIDERADO 

PERSONA EN LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 4 

 

Corte IDH. Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in Vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie 

C No. 257 

C.2) Interpretación sistemática e histórica 

191. La Corte resalta que, según el argumento sistemático, las normas deben ser interpretadas como 

parte de un todo cuyo significado y alcance deben fijarse en función del sistema jurídico al cual 

pertenecen. En este sentido, el Tribunal ha considerado que “al dar interpretación a un tratado no 

sólo se toman en cuenta los acuerdos e instrumentos formalmente relacionados con éste (inciso 

segundo del artículo 31 de la Convención de Viena), sino también el sistema dentro del cual se 

inscribe (inciso tercero del artículo 31)”, esto es, el derecho internacional de los derechos humanos. 
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192. En el presente caso, la Sala Constitucional y el Estado sustentaron sus argumentos a partir de 

una interpretación de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (en adelante “PIDCP”), la Convención sobre los Derechos del Niño y la 

Declaración de los Derechos del Niño de 1959. En particular, el Estado afirmó que otros tratados 

distintos a la Convención Americana exigen la protección absoluta de la vida prenatal. La Corte entra 

a analizar este alegato a partir de una valoración general de lo dispuesto por los sistemas de 

protección respecto a la protección del derecho a la vida. Por tanto, se analizará: i) el Sistema 

Interamericano; ii) el Sistema Universal; iii) el Sistema Europeo, y iv) el Sistema Africano. 

244. La Corte concluye que la Sala Constitucional se basó en el artículo 4 de la Convención 

Americana, el artículo 3 de la Declaración Universal, el artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, la Convención sobre los Derechos del Niño y la Declaración de los Derechos del 

Niño de 1959. No obstante, de ninguno de estos artículos o tratados es posible sustentar que el 

embrión pueda ser considerado persona en los términos del artículo 4 de la Convención. Tampoco es 

posible desprender dicha conclusión de los trabajos preparatorios o de una interpretación 

sistemática de los derechos consagrados en la Convención Americana o en la Declaración Americana. 

EN EL MARCO DE LA PRÁCTICA DE LA MAYORÍA DE LOS 

ESTADOS PARTE EN LA CONVENCIÓN AMERICANA, SE HA 

INTERPRETADO QUE LA MISMA PERMITE LA FIV 

 

Corte IDH. Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in Vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie 

C No. 257 

C.3). Interpretación evolutiva 

245. Este Tribunal ha señalado en otras oportunidades que los tratados de derechos humanos son 

instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que acompañar la evolución de los tiempos y las 

condiciones de vida actuales. Tal interpretación evolutiva es consecuente con las reglas generales de 

interpretación establecidas en el artículo 29 de la Convención Americana, así como en la Convención 

de Viena sobre el Derecho de los Tratados. Al efectuar una interpretación evolutiva la Corte le ha 

otorgado especial relevancia al derecho comparado, razón por la cual ha utilizado normativa 

nacional o jurisprudencia de tribunales internos a la hora de analizar controversias específicas en los 

casos contenciosos. Por su parte, la Corte Europea ha utilizado el derecho comparado como un 

mecanismo para identificar la práctica posterior de los Estados, es decir para especificar el contexto 

de un determinado tratado. Además, el parágrafo tercero del artículo 31 de la Convención de Viena 

autoriza la utilización para la interpretación de medios tales como los acuerdos o la práctica o reglas 

relevantes del derecho internacional que los Estados hayan manifestado sobre la materia del 

tratado, lo cual se relaciona con una visión evolutiva de la interpretación del tratado. 

246. En el presente caso, la interpretación evolutiva es de especial relevancia, teniendo en cuenta 

que la FIV es un procedimiento que no existía al momento en el que los redactores de la Convención 

adoptaron el contenido del artículo 4.1 de la Convención (supra párr. 179). Por tanto, la Corte 

analizará dos temas en el marco de la interpretación evolutiva: i) los desarrollos pertinentes en el 

derecho internacional y comparado respecto al status legal del embrión, y ii) las regulaciones y 

prácticas del derecho comparado en relación con la FIV.  
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256. La Corte considera que, a pesar de que no existen muchas regulaciones normativas específicas 

sobre la FIV en la mayoría de los Estados de la región, éstos permiten que la FIV se practique dentro 

de sus territorios. Ello significa que, en el marco de la práctica de la mayoría de los Estados Parte en 

la Convención, se ha interpretado que la Convención permite la práctica de la FIV. El Tribunal 

considera que estas prácticas de los Estados se relacionan con la manera en que interpretan los 

alcances del artículo 4 de la Convención, pues ninguno de dichos Estados ha considerado que la 

protección al embrión deba ser de tal magnitud que no se permitan las técnicas de reproducción 

asistida o, particularmente, la FIV. En ese sentido, dicha práctica generalizada está asociada al 

principio de protección gradual e incremental -y no absoluta- de la vida prenatal y a la conclusión de 

que el embrión no puede ser entendido como persona. 

SEGÚN LA INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE Y EL 

OBJETO Y FIN DEL TRATADO, LA CORTE DECIDE SOBRE EL 

EMBRIÓN Y LA CONCEPCIÓN, EN BASE AL ARTÍCULO 4 

 

Corte IDH. Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in Vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie 

C No. 257 

C.4) El principio de interpretación más favorable y el objeto y fin del tratado 

257. En una interpretación teleológica se analiza el propósito de las normas involucradas, para lo 

cual es pertinente analizar el objeto y fin del tratado mismo y, de ser pertinente, analizar los 

propósitos del sistema regional de protección. En este sentido, tanto la interpretación sistemática 

como la teleológica están directamente relacionadas. 

258. Los antecedentes que se han analizado hasta el momento permiten inferir que la finalidad del 

artículo 4.1 de la Convención es la de salvaguardar el derecho a la vida sin que ello implique la 

negación de otros derechos que protege la Convención. En ese sentido, la cláusula "en general" 

tiene como objeto y fin el permitir que, ante un conflicto de derechos, sea posible invocar 

excepciones a la protección del derecho a la vida desde la concepción. En otras palabras, el objeto y 

fin del artículo 4.1 de la Convención es que no se entienda el derecho a la vida como un derecho 

absoluto, cuya alegada protección pueda justificar la negación total de otros derechos.  

259. En consecuencia, no es admisible el argumento del Estado en el sentido de que sus normas 

constitucionales otorgan una mayor protección del derecho a la vida y, por consiguiente, procede 

hacer prevalecer este derecho en forma absoluta. Por el contrario, esta visión niega la existencia de 

derechos que pueden ser objeto de restricciones desproporcionadas bajo una defensa de la 

protección absoluta del derecho a la vida, lo cual sería contrario a la tutela de los derechos 

humanos, aspecto que constituye el objeto y fin del tratado. Es decir, en aplicación del principio de 

interpretación más favorable, la alegada "protección más amplia" en el ámbito interno no puede 

permitir, ni justificar la supresión del goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en la 

Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella.  

263. Por tanto, la Corte concluye que el objeto y fin de la cláusula "en general" del artículo 4.1 de la 

Convención es la de permitir, según corresponda, un adecuado balance entre derechos e intereses 

en conflicto. En el caso que ocupa la atención de la Corte, basta señalar que dicho objeto y fin 

implica que no pueda alegarse la protección absoluta del embrión anulando otros derechos. 
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C.5) Conclusión de la interpretación del artículo 4.1 

264. La Corte ha utilizado los diversos métodos de interpretación, los cuales han llevado a resultados 

coincidentes en el sentido de que el embrión no puede ser entendido como persona para efectos del 

artículo 4.1 de la Convención Americana. Asimismo, luego de un análisis de las bases científicas 

disponibles, la Corte concluyó que la “concepción” en el sentido del artículo 4.1 tiene lugar desde el 

momento en que el embrión se implanta en el útero, razón por la cual antes de este evento no 

habría lugar a la aplicación del artículo 4 de la Convención. Además, es posible concluir de las 

palabras “en general” que la protección del derecho a la vida con arreglo a dicha disposición no es 

absoluta, sino es gradual e incremental según su desarrollo, debido a que no constituye un deber 

absoluto e incondicional, sino que implica entender la procedencia de excepciones a la regla general. 

4. Obligaciones del Estado  

LOS ESTADOS DEBEN ADOPTAR LAS MEDIDAS NECESARIAS 

PARA CREAR UN MARCO NORMATIVO ADECUADO QUE 

DISUADA CUALQUIER AMENAZA AL DERECHO A LA VIDA 

 

Corte IDH. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150  

65. La Corte ha señalado en su jurisprudencia que el cumplimiento de las obligaciones impuestas por 

el artículo 4 de la Convención Americana, relacionado con el artículo 1.1 de la misma, no sólo 

presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino 

que además requiere, a la luz de su obligación de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos 

humanos, que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el 

derecho a la vida (obligación positiva) de quienes se encuentren bajo su jurisdicción.  

66. En razón de lo anterior, los Estados deben adoptar las medidas necesarias para crear un marco 

normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la vida; establecer un sistema de 

justicia efectivo capaz de investigar, castigar y dar reparación por la privación de la vida por parte de 

agentes estatales o particulares; y salvaguardar el derecho a que no se impida el acceso a las 

condiciones que garanticen una existencia digna. De manera especial los Estados deben vigilar que 

sus cuerpos de seguridad, a quienes les está atribuido el uso de la fuerza legítima, respeten el 

derecho a la vida de quienes se encuentren bajo su jurisdicción. 

ESTADO INCUMPLIÓ SU DEBER PORQUE LAS AUTORIDADES 

CONOCÍAN SITUACIÓN DE UN MENOR EN RIESGO QUE SE 

MATERIALIZÓ AL SER PRIVADO DE SU VIDA  

 

Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C 

No. 281  

184. Con base en lo anterior, la Corte analizará si en el presente caso se configura la responsabilidad 

del Estado por falta de prevención, protección y, en su caso, respeto. Para ello, primeramente debe 

verificarse que al momento de los hechos existía una situación de riesgo real e inminente para la 

vida de un individuo o grupo de individuos determinados, que las autoridades conocían o debían 
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tener conocimiento, y que no adoptaron las medidas necesarias dentro del ámbito de sus 

atribuciones que, juzgadas razonablemente, podían esperarse para prevenir o evitar ese riesgo.  

190. La Corte estima que existen suficientes indicios para afirmar que, luego de la detención del 

menor de edad, los funcionarios tenían conocimiento de la situación de riesgo en que éste se 

encontraba, y no obstante ello, realizaron el segundo traslado a otra unidad policial, omitiendo 

proporcionarle las medidas de protección que le correspondían brindar a Eduardo Landaeta en su 

condición de menor de edad y por el riesgo en el que se encontraba.  

195. Al respecto, este Tribunal observa que la interrelación de las pruebas anteriormente 

mencionados, la posición en que fue encontrado el cuerpo de Eduardo Landaeta, la inconsistencia 

numérica entre las heridas provocadas por proyectiles de arma de fuego al cuerpo de Eduardo y los 

casquillos encontradas en el lugar de los hechos y cuerpo de la víctima, algunas contradicciones 

entre los agentes policiales descritas en la reconstrucción de los hechos, diversas omisiones en la 

investigación de los mismos, a fin de deslindar la atribución de responsabilidad directa de las 

personas que tenían la custodia del menor de edad, mismas que serán expuestas en el capítulo 

referente a los artículos 8 y 25 de la Convención, así como la acusación del fiscal, quien consideró 

que se trató de una simulación, representan presunciones contundentes para determinar la 

responsabilidad directa del Estado por la privación arbitraria de la vida de Eduardo Landaeta. Frente 

a ello, el Estado no ha brindado una explicación convincente y satisfactoria sobre los hechos 

sucedidos al menor de edad bajo su custodia, por lo que hasta el momento no ha sido desvirtuada la 

responsabilidad estatal frente a los hechos.  

196. En vista de todo lo anterior, la Corte constató la existencia de una situación de riesgo contra la 

vida de Eduardo Landaeta, así como el conocimiento de las autoridades estatales de un riesgo real e 

inminente en su perjuicio, mismo que se materializó en la privación de su vida. Dicho riesgo provenía 

de los propios agentes estatales, pertenecientes a la entidad que estaba a cargo de su custodia. 

Asimismo, esta Corte considera que existieron una serie de elementos concatenados que configuran 

un incumplimiento por parte del Estado a su deber de respeto y garantía a favor de Eduardo 

Landaeta, a saber: la referida problemática de abusos policiales en dicha época; las amenazas 

señaladas; la proximidad de la muerte de su hermano Igmar Landaeta, atribuible a agentes del 

mismo cuerpo policial; su detención ilegal y arbitraria en los términos descritos; la falta de 

protección especial en razón de su condición de menor de edad, así como del riesgo en el que se 

encontraba, siendo objeto de dos traslados sin ser puesto bajo control judicial ni autoridad 

competente de menores de edad por un tiempo prolongado; la falta de protección frente a los 

propios agentes implicados, el incumplimiento en su deber de custodia, así como todos los indicios 

que permiten inferir la responsabilidad directa de los agentes que lo trasladaban. En razón de ello, la 

Corte considera que el Estado es responsable por la privación arbitraria de la vida de Eduardo 

Landaeta, en incumplimiento de su deber de respeto y garantía del derecho a la vida de personas 

bajo su custodia, dispuesto en el artículo 4 de la Convención Americana, en relación con los artículos 

1.1 y el 19 del mismo instrumento. 

ESTADOS DEBEN ADOPTAR MEDIDAS PARA GARANTIZAR 

EL DERECHO A LA VIDA DE AQUELLAS PERSONAS EN 

SITUACIÓN ESPECIAL DE VULNERABILIDAD 
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Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C 

No. 283 

139. La obligación de garantizar los derechos a la vida e integridad personal presupone el deber de 

los Estados de prevenir las violaciones a dichos derechos. Este deber de prevención abarca todas 

aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la 

salvaguarda de los derechos humanos y que aseguren que las eventuales violaciones a los mismos 

sean efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito que, como tal, es susceptible de 

acarrear sanciones para quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a las víctimas por sus 

consecuencias perjudiciales. Es claro, a su vez, que la obligación de prevenir es de medio o 

comportamiento y no se demuestra su incumplimiento por el mero hecho de que un derecho haya 

sido violado.  

141. Esta Corte también ha señalado que, además de las obligaciones generales de respetar y 

garantizar los derechos, del artículo 1.1. de la Convención derivan deberes especiales, determinables 

en función de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su 

condición personal o por la situación específica en que se encuentre. En esta línea, la Corte recuerda 

que en determinados contextos, los Estados tienen la obligación de adoptar todas las medidas 

necesarias y razonables para garantizar el derecho a la vida, libertad personal e integridad personal 

de aquellas personas que se encuentren en una situación de especial vulnerabilidad, especialmente 

como consecuencia de su labor, siempre y cuando el Estado tenga conocimiento de un riesgo real e 

inmediato en contra de éstos y toda vez que existan posibilidades razonables de prevenir o evitar 

ese riesgo. 

COMO PARTE DE SU OBLIGACIÓN DE GARANTÍA, EL 

ESTADO DEBE PREVENIR VIOLACIONES DE LOS DDHH E 

INVESTIGAR AQUELLAS QUE SE HAYAN COMETIDO 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus miembros Vs. Honduras. 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de octubre de 2015. Serie C No. 305  

208. La Corte recuerda que el artículo 1.1 de la Convención establece que los Estados están 

obligados a respetar y garantizar los derechos humanos reconocidos en ella. En cuanto al derecho a 

la vida, estas obligaciones no sólo implican que el Estado debe respetarlos (obligación negativa), sino 

que, además, requiere que el Estado adopte todas las medidas apropiadas para garantizarlos 

(obligación positiva). Como parte de la obligación de garantía, el Estado está en el deber jurídico de 

“prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente con 

los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a 

fin de identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la 

víctima una adecuada reparación”. 

ES OBLIGACIÓN DEL ESTADO GARANTIZAR LA CREACIÓN 

DE LAS CONDICIONES QUE SE REQUIERAN PARA QUE NO 

SE PRODUZCAN VIOLACIONES DEL DERECHO A LA VIDA  
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Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros Vs. Honduras. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de octubre de 

2015. Serie C No. 304 

262. La Corte ha señalado que el derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce 

pleno es un prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos. En virtud de este 

papel fundamental que se le asigna en la Convención, los Estados tienen la obligación de garantizar 

la creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese 

derecho.  

PARA ESTABLECER QUE HA OCURRIDO UNA VIOLACIÓN AL 

DERECHO A LA VIDA, ES SUFICIENTE VERIFICAR QUE 

EXISTE UNA OBLIGACIÓN INCUMPLIDA DEL ESTADO 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros Vs. Honduras. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de octubre de 

2015. Serie C No. 304  

263. Conforme a la jurisprudencia de este Tribunal, para establecer que se ha producido una 

violación al derecho a la vida, no se requiere determinar la culpabilidad de sus autores o su 

intencionalidad, y tampoco es preciso identificar individualmente a los agentes a quienes se 

atribuyen los hechos violatorios. Resulta suficiente demostrar que se han verificado acciones u 

omisiones que hayan permitido la perpetración de esas violaciones o que exista una obligación del 

Estado que haya sido incumplida.  

270. La Corte considera que la falta de saneamiento tuvo como consecuencia la creación de una 

situación de riesgo general en el territorio de la Comunidad Garífuna de Punta Piedra, caracterizada 

por amenazas y actos de hostigamiento entre particulares. En dicho contexto se produjo la muerte 

del señor Félix Ordóñez Suazo. Sobre la base de lo anterior, el Tribunal procederá a determinar el 

grado de conocimiento que tenía el Estado de la situación de riesgo observada.  

280. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte observa que según declaraciones de miembros de la 

Comunidad de Punta Piedra, tanto durante el procedimiento ante la Corte así como en el desarrollo 

de la visita, son consistentes en señalar que han recibido amenazas de los pobladores de la Aldea de 

Río Miel (supra párr. 266). En este sentido, la Corte recuerda que los Estados tienen el deber 

constante y permanente de cumplir con las obligaciones generales que le corresponden bajo el 

artículo 1.1 de la Convención, de respetar los derechos y libertades en ella reconocidos y de 

garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona sujeta a su jurisdicción. En consecuencia, el 

Estado se encuentra especialmente obligado a garantizar los derechos de las personas en situación 

de riesgo y debe impulsar las investigaciones necesarias para esclarecer los hechos y, en su caso, 

sancionar a los responsables, así como proveer los medios para que las personas que habitan el 

territorio en cuestión puedan convivir de forma armoniosa. 

LA OBSERVANCIA DEL DERECHO A LA VIDA IMPLICA PARA 

LOS ESTADOS, UNA OBLIGACIÓN NEGATIVA Y UNA 

OBLIGACIÓN POSITIVA 
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Corte IDH. Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 306 

97. La Corte Interamericana ha establecido que el derecho a la vida juega un papel fundamental en 

la Convención Americana, por ser el presupuesto esencial para el ejercicio de los demás derechos. 

Los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para 

que no se produzcan violaciones de este derecho inalienable y, en particular, el deber de impedir 

que sus agentes atenten contra él. La observancia del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la 

Convención Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida 

arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que los Estados adopten todas las 

medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva), conforme al 

deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su 

jurisdicción. 

ES UNA OBLIGACIÓN EL INICIO EX OFFICIO DE UNA 

INVESTIGACIÓN CUANDO AGENTES DE SEGURIDAD HAN 

USADO ARMAS DE FUEGO CON CONSECUENCIAS LETALES 

 

Corte IDH. Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 306. Serie C No. 

306  

98. Al respecto, la Corte ha señalado reiteradamente que el Estado tiene el deber jurídico de 

“prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente con 

los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a 

fin de identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la 

víctima una adecuada reparación”. En particular, como una obligación especialmente acentuada y 

un elemento condicionante para garantizar el derecho a la vida, la Corte ha establecido que, una vez 

que se tenga conocimiento de que sus agentes de seguridad han hecho uso de armas de fuego con 

consecuencias letales, el Estado está obligado a iniciar ex officio y sin dilación, una investigación 

seria, independiente, imparcial y efectiva. 

EL ESTADO VULNERÓ EL DEBER DE PREVENIR VIOLACIÓN 

DEL DERECHO A LA VIDA, AL NO EVALUAR QUE MUJER ERA 

VÍCTIMA POTENCIAL DE QUIEN ATENTÓ CONTRA SU VIDA 

 

Corte IDH. Caso Yarce y otras Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2016. Serie C No. 325  

181. Del artículo 1.1. de la Convención derivan deberes especiales, determinables en función de las 

particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por 

la situación específica en que se encuentre. Así, de la obligación de garantía se desprende un deber 

de medio o de comportamiento, no de resultado, de prevenir que particulares vulneren bienes 

protegidos por derechos plasmados en el tratado. Este deber, en tanto sea pertinente respecto a la 

prevención de actos de violencia contra la mujer, surge también, y adquiere un carácter específico, 

con base en el artículo 7. b) de la Convención de Belém do Pará.  

182. El criterio de este Tribunal para evaluar el surgimiento de la responsabilidad del Estado por 

faltar a dicho deber ha sido verificar que: 1) al momento de los hechos existía una situación de riesgo 
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real e inmediato para un individuo o grupo de individuos determinados; 2) que las autoridades 

conocían o debían tener conocimiento de ese riesgo, y 3) que las autoridades, pese a ello, no 

adoptaron las medidas necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones que, juzgadas 

razonablemente, podían esperarse para prevenir o evitar ese riesgo.  

183. Lo dicho no excluye la relevancia del conocimiento estatal de una situación general de riesgo; 

ello puede ser relevante para evaluar si un acto determinado es o no suficiente para generar en el 

caso el conocimiento por las autoridades de un riesgo real e inmediato, o la respuesta de las mismas 

al respecto. Por ejemplo, en el caso Defensor de Derechos Humanos vs. Guatemala, este Tribunal 

“tom[ó] en cuenta que en los años 2003 y 2004 el Estado de Guatemala tenía conocimiento de una 

situación de especial vulnerabilidad para las defensoras y los defensores de derechos humanos”, y 

considerando eso analizó si en el caso podía darse por acreditado que el Estado tuvo o debió tener 

conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para las presuntas víctimas del caso. En 

igual sentido, en el caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala, la Corte señaló que “dado el contexto 

de aumento de la violencia homicida contra las mujeres en Guatemala”, en el momento en que 

autoridades estatales conocieron que familiares de una mujer no tenían información sobre su 

paradero, el Estado “tuvo conocimiento de que existía un riesgo real e inmediato” respecto a esa 

mujer.  

193. La Corte ya ha dicho que corresponde a las autoridades estatales que toman conocimiento de 

una situación de riesgo especial, identificar o valorar si la persona objeto de amenazas y 

hostigamientos requiere de medidas de protección o remitir a la autoridad competente para 

hacerlo, así como ofrecer a la persona en riesgo información oportuna sobre las medidas 

disponibles. Respecto a defensoras y defensores de derechos humanos, este Tribunal ha dicho que la 

idoneidad de medidas de protección requiere que sean: a) acordes con las funciones que 

desempeñan las defensoras y defensores; b) objeto de una evaluación de acuerdo al nivel de riesgo, 

a fin de adoptar y monitorear las medidas vigentes, y c) poder ser modificadas según la variación de 

la intensidad de riesgo.  

196. Por lo tanto, de acuerdo a las circunstancias específicas del caso, la Corte considera que 

Colombia vulneró el deber de prevenir la vulneración del derecho a la vida, ya que ni evaluó que la 

señora Yarce era una víctima potencial de quien luego atentó contra su vida ni tomó medidas 

adecuadas, idóneas y eficaces para protegerla. Por ende, este Tribunal concluye que el Estado violó 

el artículo 4.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del tratado y con la obligación de 

actuar con debida diligencia para prevenir la violencia contra la mujer establecida en el artículo 7.b) 

de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio de Ana Teresa Yarce. 

EL ESTADO INCUMPLIÓ SU DEBER DE RESPETAR, SIN 

DISCRIMINACIÓN, EL DERECHO A LA VIDA 

 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356  

B.3. Derechos del niño 

[…] 

115. Ahora bien, en relación con las presuntas víctimas de este caso, la Corte recuerda que ha 

señalado que “revisten especial gravedad los casos en los cuales las víctimas de violaciones a los 

derechos humanos son niñas y niños”. Este Tribunal, al examinar circunstancias en que hubo una 
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agresión de fuerzas militares respecto a un grupo de personas, ha señalado “la especial 

vulnerabilidad” de niños y niñas “se hace aún más evidente […] pues [tales personas] son l[a]s menos 

preparad[a]s para adaptarse o responder a dicha situación y, […] son quienes padecen sus excesos 

de forma desmesurada”. La Corte considera que, por las características del hecho aquí analizado, esa 

consideración resulta pertinente. Por ello, dada la especial gravedad que tiene la agresión directa a 

niños o niñas por parte de agentes estatales, en este caso la Corte determina que Guatemala 

incumplió con su deber de protección de las niñas y niños, y vulneró los derechos de la niña y los dos 

niños que fallecieron en las circunstancias de la masacre. 

B.4. Obligación de respetar los derechos sin discriminación 

[…] 

119. Ahora bien, el presente caso se enmarca en conflicto armado interno, en el que se produjeron 

atentados contra personas pertenecientes a población indígena. En ese sentido, si bien no hay 

elementos que acrediten la planificación de la masacre (supra párr. 85), esto no puede llevar a la 

Corte a desconocer el vínculo entre los hechos sucedidos y la situación contextual general en la que 

tuvieron lugar. Sobre ello, ya se ha indicado que el pueblo maya fue el grupo étnico más afectado 

por las violaciones de derechos humanos cometidas durante el enfrentamiento armado, y que la 

violencia dirigida contra él se manifestó en distintos tipos de actos, inclusive masacres (supra párr. 

29). Al respecto, si bien los hechos del caso sucedieron en los últimos tiempos del conflicto, la Corte 

nota que la CEH, en referencia a este caso, concluyó que la conducta de los soldados, al aproximarse 

a la Comunidad, denotó “la persistencia, en el pensamiento castrense, de la identificación de 

[personas] retornadas con guerrilleros”. Cabe recordar que, del contexto establecido (supra párrs. 

27 a 34), surge que el ejército había identificado que personas indígenas podían constituir la base 

social de la guerrilla y, por ende, quedaban enmarcadas en la categoría de “enemigo interno”. En 

igual sentido, la perita Samayoa Pineda, refiriéndose a lo sucedido en el caso, expresó que quedó 

evidenciada “la predisposición de la patrulla militar ante la [C]omunidad[,…] lo que generó como 

efecto la violación al derecho a la vida y a la integridad de un conjunto de individuos y familias 

indígenas a quienes se les consideraba guerrilleras” . Dado lo expresado, esta Corte concluye que, en 

las circunstancias propias del caso, la actuación militar, que resultó violatoria de derechos a la vida e 

integridad personal, estuvo relacionada con concepciones discriminatorias contra personas 

indígenas. Por ende, el Estado incumplió su deber de respetar sin discriminación los derechos a la 

vida e integridad personal. 

ES OBLIGACIÓN DEL ESTADO IMPEDIR QUE SUS AGENTES 

ATENTEN CONTRA EL DERECHO INALIENABLE A LA VIDA  

 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

155. Esta Corte ha establecido que el derecho a la vida juega un papel fundamental en la Convención 

Americana, por ser el presupuesto esencial para el ejercicio de los demás derechos. La observancia 

del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la Convención Americana, no sólo presupone que 

ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además 

requiere que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho 

a la vida (obligación positiva), conforme al deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de los 

derechos de todas las personas bajo su jurisdicción. En consecuencia, los Estados tienen la obligación 

de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones 
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de ese derecho inalienable y, en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten contra el 

mismo. 

5. Responsabilidad relacionada con actos de particulares 

ESTADO NO PUEDE SER RESPONSABLE POR CUALQUIER 

VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS COMETIDA ENTRE 

PARTICULARES DENTRO DE SU JURISDICCIÓN 

 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C 

No. 283  

140. La obligación de garantía se proyecta más allá de la relación entre los agentes estatales y las 

personas sometidas a su jurisdicción, abarcando asimismo el deber de prevenir, en la esfera privada, 

que terceros vulneren los bienes jurídicos protegidos. Conforme a la jurisprudencia de la Corte es 

claro que un Estado no puede ser responsable por cualquier violación de derechos humanos 

cometida entre particulares dentro de su jurisdicción. En efecto, las obligaciones convencionales de 

garantía a cargo de los Estados no implican una responsabilidad ilimitada de los Estados frente a 

cualquier acto o hecho de particulares, pues sus deberes de adoptar medidas de prevención y 

protección de los particulares en sus relaciones entre sí se encuentran condicionados al 

conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos 

determinado – o a que el Estado debió conocer dicha situación de riesgo real e inmediato - y a las 

posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo. Es decir, aunque un acto u omisión de un 

particular tenga como consecuencia jurídica la violación de determinados derechos humanos de otro 

particular, aquél no es automáticamente atribuible al Estado, pues debe atenderse a las 

circunstancias particulares del caso y a la concreción de dichas obligaciones de garantía. En este 

sentido, la Corte deberá verificar si corresponde atribuir responsabilidad del Estado en el caso 

concreto. 

ANTE DEBER DE FISCALIZAR POR PARTE DEL ESTADO, FUE 

VIOLADA LA OBLIGACIÓN DE NO AFECTAR LA VIDA, TRAS 

CONTAMINACIÓN DE SANGRE CON VIH EN ENTE PRIVADO 

 

Corte IDH. Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 298 

183. Si bien es cierto que la normativa vigente al momento de los hechos no especificaba la manera 

concreta y la periodicidad en la que se llevaría a cabo el monitoreo o la supervisión, ni los aspectos 

concretos que serían monitoreados o supervisados, este Tribunal considera que existía una 

regulación en la materia que tenía como objetivo controlar la calidad del servicio de tal forma que a 

través de transfusiones de sangre no se contagiaran enfermedades como el VIH. Dada esta 

conclusión sobre el tema de regulación, la Corte concentrará su análisis en los problemas de 

supervisión y fiscalización.  

184. Al respecto, cabe resaltar que el deber de supervisión y fiscalización es del Estado, aun cuando 

el servicio de salud lo preste una entidad privada. El Estado mantiene la obligación de proveer 

servicios públicos y de proteger el bien público respectivo. Al respecto, la Corte ha establecido que 

“cuando la atención de salud es pública, es el Estado el que presta el servicio directamente a la 
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población […]. El servicio de salud público […] es primariamente ofrecido por los hospitales públicos; 

sin embargo, la iniciativa privada, de forma complementaria, y mediante la firma de convenios o 

contratos, también provee servicios de salud bajo los auspicios del [Estado]. En ambas situaciones, 

ya sea que el paciente esté internado en un hospital público o en un hospital privado que tenga un 

convenio o contrato […], la persona se encuentra bajo cuidado del […] Estado”. Por otra parte, la 

Corte ha citado al Tribunal Europeo de Derechos Humanos para señalar que el Estado mantiene el 

deber de otorgar licencias y ejercer supervisión y el control sobre instituciones privadas. Además, se 

ha señalado que la obligación de fiscalización estatal comprende tanto a servicios prestados por el 

Estado, directa o indirectamente, como a los ofrecidos por particulares. La Corte ha precisado el 

alcance de la responsabilidad del Estado cuando incumple estas obligaciones frente a entidades 

privadas en los siguientes términos:  

Cuando se trata de competencias esenciales relacionadas con la supervisión y fiscalización de la prestación de 

servicios de interés público, como la salud, sea por entidades públicas o privadas (como es el caso de un hospital 

privado), la responsabilidad resulta por la omisión en el cumplimiento del deber de supervisar la prestación del 

servicio para proteger el bien respectivo.  

186. En el presente caso, en la normativa remitida por el Estado se observa que la Secretaría 

Nacional de Sangre, órgano auxiliar de la Cruz Roja, era la entidad a cargo de aplicar las sanciones 

por el incumplimiento de las normas del Reglamento sobre el manejo de la sangre (supra párr. 71). 

La Corte observa que ello implica una delegación de funciones de monitoreo y supervisión a la 

propia entidad privada a la que se le habían delegado la tarea de manejar los bancos de sangre, lo 

cual resulta especialmente problemático respecto a la debida diligencia en diseños institucionales de 

fiscalización, dado que esta tarea debe ser efectuada por el Estado. En este punto el Tribunal retoma 

el reconocimiento del Estado en el sentido de que no debió delegar en esta forma el manejo de los 

bancos de sangre a la Cruz Roja, es decir, una delegación que no establecía niveles adecuados de 

supervisión. Cabe resaltar que en el expediente no se encuentra evidencia de actividades de 

monitoreo, control o supervisión al banco de sangre con anterioridad a los hechos.  

187. Por otra parte en el caso bajo análisis el nexo causal entre la transfusión de sangre y el contagio 

con VIH estuvo asociado a estos hechos probados: i) el 22 de junio de 1998 Talía fue diagnosticada 

con la púrpura trombocitopénica y le fue indicado a su madre que requería de manera urgente una 

transfusión de sangre y plaquetas; ii) el mismo día, la madre de Talía acudieron al Banco de Sangre 

de la Cruz Roja donde le indicaron que debía llevar donantes; iii) la sangre del señor HSA fue recibida 

en el Banco de Sangre y los productos sanguíneos derivados de ella fueron despachados por dicho 

Banco el mismo 22 de junio de 1998 para la transfusión a Talía; iv) la transfusión comenzó ese 

mismo día y continuó al día siguiente; v) la sangre del señor HSA fue sometida a los exámenes 

respectivos, incluido el de VIH, recién al día siguiente; vi) el resultado del dicho examen dio positivo; 

vii) no existe información que indique que Talía hubiera contraído VIH antes del 22 de junio de 1998, 

y viii) los peritos médicos y la prueba genética practicada por la Universidad Católica de Lovaina en 

Bélgica coincidieron en atribuir el contagio a la transfusión de sangre. Como se observa, el contagio 

de VIH ocurrió como consecuencia de la transfusión de sangre no examinada previamente y 

proveniente del Banco de Sangre de la Cruz Roja.  

188. Asimismo, en el juicio penal, mediante varias declaraciones por parte de las personas que 

trabajaban en la Cruz Roja y en el hospital donde se encontraba Talía, se desprende que los turnos 

no estaban bien organizados y que existían fallas en los registros. En ese sentido, la Corte resalta que 

las pruebas en el proceso penal indican que el Banco de Sangre de la Cruz Roja funcionaba: i) con 

muy escasos recursos ; ii) sin crear y mantener registros con información detallada y completa sobre 
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los donantes, las pruebas realizadas y las entregas de productos sanguíneos; iii) con irregularidades y 

contradicciones en los pocos registros existentes (siendo un ejemplo de ello los registros relativos a 

la entrega de sangre para Talía, los cuales tenían borrones), y iv) el personal mantenía la práctica de 

no registrar las entregas de sangre que se efectuaban con posterioridad a las 6 pm, que fue 

precisamente la situación de los productos sanguíneos entregados para la víctima del presente caso.  

189. En el presente caso la Corte considera que la precariedad e irregularidades en las que 

funcionaba el Banco de Sangre del cual provino la sangre para Talía es un reflejo de las 

consecuencias que puede tener el incumplimiento de las obligaciones de supervisar y fiscalizar por 

parte de los Estados. La insuficiente supervisión e inspección por parte del Ecuador dio lugar a que el 

Banco de Sangre de la Cruz Roja de la Provincia del Azuay continuara funcionando en condiciones 

irregulares que pusieron en riesgo la salud, la vida y la integridad de la comunidad. En particular, 

esta grave omisión del Estado permitió que sangre que no había sido sometida a los exámenes de 

seguridad más básicos como el de VIH, fuera entregada a la familia de Talía para la transfusión de 

sangre, con el resultado de su infección y el consecuente daño permanente a su salud.  

190. Este daño a la salud, por la gravedad de la enfermedad involucrada y el riesgo que en diversos 

momentos de su vida puede enfrentar la víctima, constituye una afectación del derecho a la vida, 

dado el peligro de muerte que en diversos momentos ha enfrentado y puede enfrentar la víctima 

debido a su enfermedad. En efecto, en el presente caso se ha violado la obligación negativa de no 

afectar la vida al ocurrir la contaminación de la sangre de Talía Gonzales Lluy en una entidad privada. 

Por otra parte, en algunos momentos de desmejora en sus defensas, asociada al acceso a 

antirretrovirales, lo ocurrido con la transfusión de sangre en este caso se ha reflejado en amenazas a 

la vida y posibles riesgos de muerte que incluso pueden volver a surgir en el futuro.  

191. En virtud de lo mencionado en este segmento, dado que son imputables al Estado el tipo de 

negligencias que condujeron al contagio con VIH de Talía Gonzales Lluy, el Ecuador es responsable 

por la violación de la obligación de fiscalización y supervisión de la prestación de servicios de salud, 

en el marco del derecho a la integridad personal y de la obligación de no poner en riesgo la vida, lo 

cual vulnera los artículos 4 y 5 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 de la 

misma.  

OBLIGACIONES CONVENCIONALES DE GARANTÍA, A CARGO 

DE LOS ESTADOS, NO IMPLICAN UNA RESPONSABILIDAD 

ILIMITADA FRENTE A CUALQUIER ACTO DE PARTICULARES 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros Vs. Honduras. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de octubre de 

2015. Serie C No. 304  

261. La Corte recuerda que el deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos humanos 

se proyecta más allá de la relación entre los agentes estatales y las personas sometidas a su 

jurisdicción, abarcando asimismo el deber de prevenir, en la esfera privada, que terceros vulneren 

los bienes jurídicos protegidos. Sin embargo, es claro que un Estado no puede ser responsable por 

cualquier violación de derechos humanos cometida entre particulares dentro de su jurisdicción. En 

este sentido, las obligaciones convencionales de garantía a cargo de los Estados no implican una 

responsabilidad ilimitada de los Estados frente a cualquier acto o hecho de particulares, pues sus 

deberes de adoptar medidas de prevención y protección se encuentran condicionados al 

conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos 
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determinado, y a las posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo. Es decir, aunque un 

acto u omisión de un particular tenga como consecuencia jurídica la violación de determinados 

derechos humanos de otro particular, aquél no es automáticamente atribuible al Estado, pues debe 

atenderse a las circunstancias particulares del caso y a la concreción de dichas obligaciones de 

garantía.  

263. Conforme a la jurisprudencia de este Tribunal, para establecer que se ha producido una 

violación al derecho a la vida, no se requiere determinar la culpabilidad de sus autores o su 

intencionalidad, y tampoco es preciso identificar individualmente a los agentes a quienes se 

atribuyen los hechos violatorios. Resulta suficiente demostrar que se han verificado acciones u 

omisiones que hayan permitido la perpetración de esas violaciones o que exista una obligación del 

Estado que haya sido incumplida.  

270. La Corte considera que la falta de saneamiento tuvo como consecuencia la creación de una 

situación de riesgo general en el territorio de la Comunidad Garífuna de Punta Piedra, caracterizada 

por amenazas y actos de hostigamiento entre particulares. En dicho contexto se produjo la muerte 

del señor Félix Ordóñez Suazo. Sobre la base de lo anterior, el Tribunal procederá a determinar el 

grado de conocimiento que tenía el Estado de la situación de riesgo observada.  

277. Al respecto, la Corte recuerda que, aunque un acto u omisión de un particular tenga como 

consecuencia la violación de determinados derechos de otro particular, la responsabilidad por dicha 

violación no es automáticamente atribuible al Estado, pues debe atenderse a las circunstancias del 

caso y a la concreción de las obligaciones de garantía. Asimismo, recuerda que la obligación de 

prevenir es de medio o comportamiento y no se demuestra su incumplimiento por el mero hecho de 

que un derecho haya sido violado (supra párr. 261).  

6. Uso de la fuerza 

6.1. Los Estados y el uso de la fuerza 

CUANDO SE USA FUERZA EXCESIVA, TODA PRIVACIÓN DE 

LA VIDA RESULTANTE, ES ARBITRARIA 

 

Corte IDH. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150 

67. El uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad estatales debe estar definido por la 

excepcionalidad, y debe ser planeado y limitado proporcionalmente por las autoridades. En este 

sentido, el Tribunal ha estimado que sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de 

coerción cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás medios de control.  

68. En un mayor grado de excepcionalidad se ubica el uso de la fuerza letal y las armas de fuego por 

parte de agentes de seguridad estatales contra las personas, el cual debe estar prohibido como regla 

general. Su uso excepcional deberá estar formulado por ley, y ser interpretado restrictivamente de 

manera que sea minimizado en toda circunstancia, no siendo más que el “absolutamente necesario” 

en relación con la fuerza o amenaza que se pretende repeler. Cuando se usa fuerza excesiva toda 

privación de la vida resultante es arbitraria. 
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EL USO DE LA FUERZA POR CUERPOS DE SEGURIDAD DEL 

ESTADO DEBE ESTAR LIMITADO POR LOS PRINCIPIOS DE 

PROPORCIONALIDAD, NECESIDAD Y HUMANIDAD 

 

Corte IDH. Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 166 

VII 

ARTÍCULO 4.1 (DERECHO A LA VIDA) 

EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

[…] 

82. La Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse en otros casos acerca de los criterios que 

determinan el uso legítimo de la fuerza por parte de miembros de cuerpos de seguridad del Estado. 

A la luz de esos criterios son analizados los hechos de este caso: 

1) Excepcionalidad, necesidad, proporcionalidad y humanidad: 

[…] 

85. El uso de la fuerza debe estar limitado por los principios de proporcionalidad, necesidad y 

humanidad. La fuerza excesiva o desproporcionada por parte de los funcionarios encargados de 

hacer cumplir la ley que da lugar a la pérdida de la vida puede por tanto equivaler a la privación 

arbitraria de la vida. El principio de necesidad justifica sólo las medidas de violencia militar no 

prohibidas por el derecho internacional, que son relevantes y proporcionadas para garantizar el 

pronto sometimiento del enemigo con el menor gasto posible de recursos humanos y económicos. El 

principio de humanidad complementa y limita intrínsecamente el principio de necesidad, al prohibir 

las medidas de violencia que no son necesarias (es decir, relevantes y proporcionadas) para el logro 

de una ventaja militar definitiva. En situaciones de paz, los agentes del Estado deben distinguir entre 

las personas que, por sus acciones, constituyen una amenaza inminente de muerte o lesión grave y 

aquellas personas que no presentan esa amenaza, y usar la fuerza sólo contra las primeras. 

ESTADOS DEBEN VIGILAR QUE SUS CUERPOS DE 

SEGURIDAD, A QUIENES LES ESTÁ ATRIBUIDO EL USO DE 

LA FUERZA LEGÍTIMA, RESPETEN EL DERECHO A LA VIDA 

 

Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292  

260. En razón de lo anterior [obligación de garantizar], los Estados deben adoptar las medidas 

necesarias para crear un marco normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la 

vida; establecer un sistema de justicia efectivo capaz de investigar, castigar y dar reparación por la 

privación de la vida por parte de agentes estatales o particulares; y salvaguardar el derecho a que no 

se impida el acceso a las condiciones que garanticen una existencia digna. De manera especial los 

Estados deben vigilar que sus cuerpos de seguridad, a quienes les está atribuido el uso de la fuerza 

legítima, respeten el derecho a la vida de quienes se encuentran bajo su jurisdicción.  
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261. El artículo 4.1 de la Convención Americana dispone también que nadie puede ser privado de la 

vida arbitrariamente. Es decir, no cualquier privación de la vida será reputada como contraria a la 

Convención, sino solo aquella que se hubiera producido de manera arbitraria, por ejemplo por ser 

producto de la utilización de la fuerza de forma ilegítima, excesiva o desproporcionada. 

ESTADOS TIENEN DERECHO DE EMPLEAR LEGÍTIMAMENTE 

LA FUERZA PARA EL RESTABLECIMIENTO DE LA 

SEGURIDAD Y DEL ORDEN PÚBLICO 

 

Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292  

262. La Corte ha reconocido que los Estados tienen la obligación de garantizar la seguridad y 

mantener el orden público dentro de su territorio y, por tanto, tienen el derecho de emplear 

legítimamente la fuerza para su restablecimiento de ser necesario. Si bien los agentes estatales 

pueden recurrir al uso de la fuerza y en algunas circunstancias, se podría requerir incluso el uso de la 

fuerza letal, el poder del Estado no es ilimitado para alcanzar sus fines independientemente de la 

gravedad de ciertas acciones y de la culpabilidad de sus autores. 

263. Al respecto, la Corte ha sostenido que el uso excepcional de la fuerza letal deberá estar 

formulado por ley, y ser interpretado restrictivamente de manera que sea minimizado en toda 

circunstancia, no siendo más que el “absolutamente necesario” en relación con la fuerza o amenaza 

que se pretende repeler”. 

LA EVALUACIÓN SOBRE EL USO DE LA FUERZA DEBE 

HACERSE SOBRE TODAS LAS CIRCUNSTANCIAS Y EL 

CONTEXTO DE LOS HECHOS 

 

Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292  

264. La Convención Americana no establece un catálogo de casos y/o circunstancias en que una 

muerte producto del uso de la fuerza pueda considerarse justificada por ser absolutamente 

necesaria en las circunstancias del caso concreto, por lo que la Corte ha recurrido a los diversos 

instrumentos internacionales en la materia y, en particular, a los Principios Básicos sobre el empleo 

de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 35 y al 

Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, para dotar de contenido a 

las obligaciones que dimanan del artículo 4 de la Convención. Los Principios básicos sobre empleo de 

la fuerza establecen que “los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no emplearán armas 

de fuego contra las personas, salvo en defensa propia o de otras personas, en caso de peligro 

inminente de muerte o lesiones graves, o con el propósito de evitar la comisión de un delito 

particularmente grave que entrañe una seria amenaza para la vida, o con el objeto de detener a una 

persona que represente ese peligro y oponga resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, y 

sólo en caso de que resulten insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos objetivos. En 

todo caso, sólo se podrá hacer uso intencional de armas letales cuando sea absolutamente 

inevitable para proteger una vida”. En definitiva, las normas internacionales y la jurisprudencia de 

este Tribunal han establecido que “los agentes del Estado deben distinguir entre las personas que, 
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por sus acciones, constituyen una amenaza inminente de muerte o lesión grave y aquellas personas 

que no presentan esa amenaza, y usar la fuerza sólo contra las primeras”. 

266. Aún cuando en casos anteriores la Corte ha establecido estos criterios para el análisis del uso de 

la fuerza, lo cierto es que también ha afirmado que la evaluación sobre el uso de la fuerza debe 

hacerse sobre todas las circunstancias y el contexto de los hechos. En el caso bajo examen, la Corte 

nota que existen tres particularidades que es necesario tener en debida cuenta para definir los 

criterios aplicables para realizar el análisis de las obligaciones del Estado respecto al uso de la fuerza 

letal en la operación Chavín de Huántar a la luz del artículo 4 de la Convención American: primero, la 

existencia de un conflicto armado de carácter no internacional; en segundo término, el contexto en 

el cual se dio el uso de la fuerza contra los miembros del MRTA, esto es, en el marco de una 

operación de rescate de rehenes, y tercero que, a diferencia de otros casos, las presuntas víctimas 

en este caso no eran civiles sino integrantes del MRTA, quienes participaron en forma activa en las 

hostilidades. 

DADA LA FORMA EN QUE FUE RESUELTO EL PROCESO 

PENAL, EL ESTADO NO EXPLICÓ LAS CIRCUNSTANCIAS 

DEL USO LETAL DE LA FUERZA CONTRA UN ADOLESCENTE 

 

Corte IDH. Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 306  

105. En primer lugar, en este caso está fuera de toda duda que la presunta víctima fue privada de su 

vida por un agente de la policía nacional y, en efecto, el proceso penal interno así lo determinó. Sin 

embargo, el Estado no aceptó que este hecho le fuera atribuible o que le generara responsabilidad 

bajo la Convención, pues manifestó reiteradamente que el agente policial “se encontraba fuera de 

horario de tarea”; que “no estaba asignado a ninguna operación”; que “actuó en condiciones de 

actor particular”; “que no se encontraba cumpliendo una orden superior”; y que, como Estado, “no 

pudo impedir la conducta de un agente público que actúo fuera del control razonable de sus deberes 

y obligaciones como policía nacional”. Es decir, si bien lo manifestado por el propio Estado implica 

que el agente policial hizo uso letal de la fuerza sin ningún tipo de justificación y -bajo la investidura 

oficial- sin ninguna legitimidad, ello no implica que reconociera propiamente la ocurrencia de un 

hecho ilícito internacional. En segundo lugar, lo planteado por el Estado implicaría que la vía penal 

fue efectiva y adecuada para determinar los hechos y constituir así una explicación suficiente y 

satisfactoria sobre el uso letal de la fuerza por parte de un agente policial, así como para satisfacer 

los derechos a la verdad, acceso a la justicia y reparación de los familiares de la presunta víctima. No 

obstante, dada la forma irregular y “sui generis” en que fue resuelto (infra párrs. 144 a 157), no ha 

sido establecido que el proceso penal, en tanto respuesta investigativa y judicial del Estado, 

constituyera un medio adecuado para permitir una búsqueda genuina de la verdad de lo sucedido 

mediante una evaluación adecuada de las dos hipótesis consideradas sobre el modo y circunstancias 

en que José Luis García Ibarra fue privado de su vida. Tampoco ha sido comprobado que tal proceso 

u otras vías hayan garantizado los derechos de acceso a la justicia, a conocer la verdad y a la 

reparación de sus familiares, quienes de todos modos no han recibido algún tipo de reparación por 

parte del Estado.  

106. En consecuencia, en aplicación del principio de complementariedad, la Corte procede a 

determinar si, en los términos del artículo 4.1 de la Convención, la privación de la vida de José Luis 

García Ibarra por parte del agente estatal fue arbitraria.  
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107. En este punto, la Corte recuerda que no es un tribunal penal en el que pueda determinarse la 

responsabilidad penal de los individuos y que “corresponde a los tribunales del Estado el examen de 

los hechos y las pruebas presentadas en las causas particulares”, por lo que la responsabilidad de los 

Estados bajo la Convención no debe ser confundida con la responsabilidad criminal de individuos 

particulares. La responsabilidad internacional del Estado se funda en actos u omisiones de cualquier 

poder u órgano de éste, independientemente de su jerarquía, que violen la Convención Americana. 

Es un principio de Derecho Internacional que el Estado responde por los actos y omisiones de sus 

agentes realizados al amparo de su carácter oficial, aun si actúan fuera de los límites de su 

competencia. Por ello, para establecer que se ha producido una violación de los derechos 

reconocidos en la Convención no se requiere determinar, como ocurre en el derecho penal interno, 

la culpabilidad de sus autores o su intencionalidad, ni es preciso identificar individualmente a los 

agentes a los cuales se atribuyen los hechos violatorios. Es suficiente que exista una obligación del 

Estado que haya sido incumplida por éste. 

108. En atención a los hechos del presente caso, la Corte recuerda que en su jurisprudencia ha 

considerado que en todo caso de uso o despliegue de la fuerza, en el que agentes estatales hayan 

producido la muerte o lesiones de una persona, corresponde analizar el uso legítimo de la fuerza, 

puesto que “corresponde al Estado la obligación de proveer una explicación satisfactoria y 

convincente de lo sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante 

elementos probatorios adecuados”. Esto se sustenta en que la prohibición general a los agentes del 

Estado de privar de la vida arbitrariamente sería ineficaz si no existieran procedimientos para 

verificar la legalidad del uso letal de la fuerza.  

109. Lo anterior implica determinar, en primer término, si el uso de la fuerza tiene una base de 

legitimidad y, sólo en este supuesto, correspondería a la Corte analizar los hechos del caso a la luz de 

lo expresado en su jurisprudencia constante en materia de uso de la fuerza, a saber, tomando en 

cuenta tres momentos fundamentales: a) las acciones preventivas; b) las acciones concomitantes a 

los hechos, y c) las acciones posteriores a los hechos. En caso contrario, si el uso de la fuerza no tiene 

base o apariencia algunas de legitimidad o legalidad, no corresponde aplicar estos estándares al 

análisis de las acciones u omisiones estatales.  

115. En definitiva, dada la forma en que fue resuelto el proceso penal, las autoridades estatales no 

dieron una explicación satisfactoria sobre las circunstancias en las cuales tuvo lugar el uso letal de la 

fuerza con un arma de fuego por parte de un agente de policía contra un adolescente que no 

representaba un peligro tal que requiriera defensa propia de la vida o de otras personas. En 

cualquier caso, la conclusión definitiva de dicho proceso indica que la muerte fue consecuencia de la 

falta de precaución del policía, lo cual bastaría para comprometer la responsabilidad del Estado. 

Independientemente de las dos versiones, es claro que el policía hizo uso letal de la fuerza y que no 

cumplió con las reglas sobre el uso de armas letales. 

LEGISLACIÓN INTERNA DEBE ESTABLECER PAUTAS 

CLARAS PARA LA UTILIZACIÓN DE FUERZA LETAL Y 

ARMAS DE FUEGO POR PARTE DE AGENTES ESTATALES 

 

Corte IDH. Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2016. Serie C No. 327  

136. Paralelamente, este Tribunal ha señalado que como parte de las obligaciones de prevenir 

razonablemente las vulneraciones al derecho a la vida se encuentra el deber del Estado de adecuar 
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su legislación nacional y de “vigilar que sus cuerpos de seguridad, a quienes les está atribuido el uso 

de la fuerza legítima, respeten el derecho a la vida de quienes se encuentren bajo su jurisdicción”. La 

legislación interna debe establecer pautas suficientemente claras para la utilización de fuerza letal y 

armas de fuego por parte de los agentes estatales. En este sentido, el Estado debe ser claro al 

momento de demarcar las políticas internas tratándose del uso de la fuerza y buscar estrategias para 

implementar los Principios Básicos sobre empleo de la fuerza y armas de fuego para funcionarios 

encargados de hacer cumplir la ley y Código de conducta para funcionarios encargados de hacer 

cumplir la ley. A su vez, el Estado debe realizar capacitaciones a sus agentes con la finalidad de que 

conozcan las disposiciones legales que permiten el uso de las armas de fuego y que tengan el 

entrenamiento adecuado para que en el evento en que deban decidir acerca de su uso posean los 

elementos de juicio para hacerlo. 

ES CONTRARIA A LA CONVENCION LA PRIVACIÓN DE LA 

VIDA QUE SEA PRODUCTO DEL USO DE LA FUERZA 

ILEGÍTIMA, EXCESIVA O DESPROPORCIONADA 

 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356 

107. El derecho a la vida resulta fundamental en la Convención por ser el presupuesto esencial para 

el ejercicio de los demás derechos. La observancia del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la 

Convención Americana, no solo presupone que ninguna persona sea privada de su vida 

arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que los Estados adopten todas las 

medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva), conforme al 

deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su 

jurisdicción. La protección activa del derecho a la vida involucra a toda institución estatal, inclusive a 

quienes deben resguardar la seguridad, ya sea que se trate de fuerzas de policía o fuerzas armadas. 

Es contraria a la Convención aquella privación de la vida que sea producto de la utilización de la 

fuerza de forma ilegítima, excesiva o desproporcionada. 

6.2. Acciones preventivas y acciones concomitantes 

EL USO DE LA FUERZA SERÁ CONSIDERADO BAJO TRES 

MOMENTOS: PREVENCIÓN, ACCIONES CONCOMITANTES A 

LOS HECHOS Y ACCIONES POSTERIORES A LOS HECHOS 

 

Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C 

No. 281  

124. En este sentido, la Corte toma nota de los diversos instrumentos internacionales en la materia, 

y en particular de los Principios Básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los 

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley y del Código de conducta para funcionarios 

encargados de hacer cumplir la ley (en adelante, “Principios sobre el uso de la fuerza” y “Código de 

conducta”, respectivamente). Sobre esa base, como fue sostenido por este Tribunal en el caso 

Nadege Dorzema Vs. República Dominicana, la Corte analizará el uso de la fuerza por parte de 

agentes del Estado tomando en cuenta tres momentos fundamentales: a) las acciones preventivas; 

b) las acciones concomitantes a los hechos, y c) las acciones posteriores a los hechos. 
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B.1 Acciones preventivas: legalidad y excepcionalidad del uso de la fuerza en relación con el 

deber de garantía y las obligaciones de adecuar el derecho interno 

[…] 

126. La Corte reitera que tratándose del uso de la fuerza, resulta indispensable que el Estado: a) 

cuente con la existencia de un marco jurídico adecuado que regule el uso de la fuerza y que 

garantice el derecho a la vida; b) brinde equipamiento apropiado a los funcionarios a cargo del uso 

de la fuerza, y c) seleccione, capacite y entrene debidamente a dichos funcionarios. En particular, 

sobre el deber de garantía, esta Corte ha establecido con anterioridad, que existe un deber del 

Estado de adecuar su legislación nacional y de “vigilar que sus cuerpos de seguridad, a quienes les 

está atribuido el uso de la fuerza legítima, respeten el derecho a la vida de quienes se encuentren 

bajo su jurisdicción” 29. El Estado debe ser claro al momento de demarcar las políticas internas 

tratándose del uso de la fuerza y buscar estrategias para implementar los Principios sobre empleo de 

la fuerza y Código de conducta. “En este sentido debe dotar a los agentes de distintos tipos de 

armas, municiones y equipos de protección que les permitan adecuar materialmente su reacción de 

forma proporcional a los hechos en que deban intervenir, restringiendo en la mayor medida el uso 

de armas letales que puedan ocasionar lesión o muerte”. A su vez, el Estado debe realizar 

capacitaciones a sus agentes con la finalidad de que conozcan las disposiciones legales que permiten 

el uso de las armas de fuego y que tengan el entrenamiento adecuado para que en el evento en que 

deban decidir acerca de su uso posean los elementos de juicio para hacerlo. Lo anterior es aplicable 

también a las labores de inteligencia y, por tanto, al presente caso.  

129. [...] el Estado no cumplió, al momento de los hechos, con su obligación de garantizar el derecho 

a la vida mediante una adecuada legislación sobre el uso de la fuerza. Por ende, tampoco demostró 

haber brindado capacitación ni entrenamiento en la materia a los agentes encargados de hacer 

cumplir la ley, en contravención del deber de garantía del derecho a la vida y las obligaciones 

derivadas del artículo 2 de la Convención Americana. 

B.2 Acciones concomitantes a los hechos: finalidad legítima, absoluta necesidad y 

proporcionalidad en relación con el deber de respeto 

130. La Corte ha sostenido que “en el desarrollo de un evento de despliegue de la autoridad, los 

agentes estatales, en la medida de lo posible, deben realizar una evaluación de la situación y un plan 

de acción previo a su intervención”. En consecuencia, los operativos policiales deben estar dirigidos 

al arresto y no a la privación de la vida del presunto infractor.  

131. Como regla general, el uso de armas de fuego está previsto como medida de último recurso a la 

luz del derecho interno e internacional. En este sentido, los Principios básicos sobre el empleo de la 

fuerza establecen que “los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no emplearán armas de 

fuego contra las personas, salvo en defensa propia o de otras personas, en caso de peligro inminente 

de muerte o lesiones graves, o con el propósito de evitar la comisión de un delito particularmente 

grave que entrañe una seria amenaza para la vida, o con el objeto de detener a una persona que 

represente ese peligro y oponga resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, y sólo en caso de 

que resulten insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos objetivos. En todo caso, sólo 

se podrá hacer uso intencional de armas letales cuando sea absolutamente inevitable para proteger 

una vida”.  

B.2.1 El uso de la fuerza en el caso de Igmar Alexander Landaeta Mejías 



37 

 

134. En caso de que resultare imperioso el uso de la fuerza, ésta debe realizarse en armonía con los 

principios de la finalidad legítima, absoluta necesidad y proporcionalidad: 

i. Finalidad legítima: el uso de la fuerza debe estar dirigido a lograr un objetivo legítimo. En 

el supuesto de la versión del enfrentamiento, dicho objetivo consistía en detener a Igmar Landaeta, 

quien habría corrido luego de la presunta solicitud de alto de los agentes de inteligencia, mientras 

éste realizaba un intercambio de armas (supra párr. 65). Posteriormente, según el dicho de los 

agentes, frente a los disparos realizados por parte de Igmar Landaeta, habrían activado sus armas de 

fuego para repeler la agresión y someterlo (supra párr. 65). Ya la Corte señaló la ausencia de 

legislación específica en la materia, no obstante existían normas generales sobre la portación de 

armas de fuego y su uso en la legítima defensa u orden público.  

ii. Absoluta necesidad: es preciso verificar si existen otros medios disponibles menos lesivos 

para tutelar la vida e integridad de la persona o situación que se pretende proteger, de conformidad 

con las circunstancias del caso. Esta Corte ha señalado que no se puede concluir que quede 

acreditado el requisito de “absoluta necesidad” para utilizar la fuerza contra personas, cuando estas 

no representan un peligro directo, “inclusive cuando la falta del uso de la fuerza resultare en la 

pérdida de la oportunidad de captura”. Los hechos en este caso, en principio, se podrían encuadrar 

en el supuesto de impedir la fuga y/o repeler una agresión. La Corte considera que, en consecuencia, 

se podría justificar el empleo de la fuerza frente a la posible amenaza directa que resultara a los 

agentes o terceros con motivo del supuesto enfrentamiento, más debiera ser utilizada como medida 

de último recurso.  

iii. Proporcionalidad: el nivel de fuerza utilizado debe ser acorde con el nivel de resistencia 

ofrecido, lo cual implica un equilibrio entre la situación a la que se enfrenta el funcionario y su 

respuesta, considerando el daño potencial que podría ser ocasionado. Así, los agentes deben aplicar 

un criterio de uso diferenciado de la fuerza, determinando el grado de cooperación, resistencia o 

agresión de parte del sujeto al cual se pretende intervenir y, con ello, emplear tácticas de 

negociación, control o uso de fuerza, según corresponda.  

135. Es imperante que, con el objetivo de evitar confusión e inseguridad, los funcionarios 

encargados de hacer cumplir la ley se identifiquen como tales y den una clara advertencia de su 

intención de emplear armas de fuego en todo momento; sobre todo cuando se encuentran 

realizando operativos y, en especial, en situaciones que por su naturaleza pongan en peligro los 

derechos fundamentales de las personas.  

136. Para determinar la proporcionalidad del uso de la fuerza, debe evaluarse la gravedad de la 

situación que enfrenta el funcionario. Para ello, se debe considerar, entre otras circunstancias: la 

intensidad y peligrosidad de la amenaza; la forma de proceder del individuo; las condiciones del 

entorno, y los medios de los que disponga el funcionario para abordar una situación específica. 

Además, este principio exige que el funcionario encargado de hacer cumplir la ley busque en toda 

circunstancia reducir al mínimo los daños y lesiones que pudieran causarse a cualquier persona, así 

como utilizar el nivel de fuerza más bajo necesario para alcanzar el objetivo legal buscado.  

141. En vista de lo anterior, más allá de la plena certeza de tales evidencias, de la narrativa de los 

hechos y del caudal probatorio, se advierte que el empleo de la fuerza de manera letal no habría 

sido necesario, por lo que esta Corte estima que, en particular, el segundo disparo excedió la 

proporcionalidad del uso de la fuerza que se podría aplicar para lograr el supuesto objetivo que se 

pretendía alcanzar, consistente en la detención y/o sometimiento de Igmar Landaeta. Además, 
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considerando la aludida problemática de abusos policiacos en la época de los hechos y las amenazas 

proferidas a la familia por parte de los mismos agentes, la Corte estima que existen suficientes 

indicios que apuntan a que el segundo disparo, cuando Igmar Landaeta se encontraba en el suelo, 

habría sido deliberado.  

142. La Corte ha establecido que cuando los agentes estatales emplean la fuerza ilegítima, excesiva o 

desproporcionada, como en el presente caso, dando lugar a la pérdida de la vida, se considera una 

privación arbitraria de la misma. Como consecuencia, la muerte de Igmar Landaeta, ocasionada 

durante su persecución, fue el resultado del uso desproporcionado de la fuerza por el actuar de los 

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, lo cual constituye una privación arbitraria de la vida 

atribuible al Estado, en violación del artículo 4 de la Convención Americana, en perjuicio de Igmar 

Landaeta.  

147. Por tanto, esta Corte determina que el Estado no contó al momento de los hechos con un 

marco normativo y capacitación sobre la materia para los funcionarios encargados de cumplir la ley, 

incluidos los agentes de inteligencia. Además, frente al despliegue de uso de la fuerza contra Igmar 

Landaeta, el Estado no acreditó haber atendido el principio de proporcionalidad, puesto que utilizó 

medidas extremas y fuerza letal que derivaron en la privación arbitraria de su vida. Asimismo, el 

Estado incumplió con su deber de brindar una atención de acuerdo a los principios de debida 

diligencia y humanidad a las personas heridas por uso de la fuerza. Lo anterior, en contravención del 

deber de respeto y garantía del derecho a la vida, establecido en el artículo 4 de la Convención 

Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de Igmar Landaeta. 

6.3. Actuaciones posteriores a los hechos 

TAN PRONTO SE CONOCE QUE AGENTES DE SEGURIDAD 

HAN UTILIZADO ARMAS DE FUEGO CON CONSECUENCIAS 

LETALES, EL ESTADO DEBE INICIAR LA INVESTIGACIÓN 

 

Corte IDH. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150  

79. Del mismo modo, la prohibición general a los agentes del Estado de privar de la vida 

arbitrariamente sería inefectiva, en la práctica, si no existieran procedimientos para verificar la 

legalidad del uso de la fuerza letal ejercida por agentes estatales. Una vez que se tenga 

conocimiento de que sus agentes de seguridad han hecho uso de armas de fuego con consecuencias 

letales, el Estado debe iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva.  

80. En todo caso de uso de fuerza que haya producido la muerte o lesiones a una o más personas 

corresponde al Estado la obligación de proveer una explicación satisfactoria y convincente de lo 

sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante elementos probatorios 

adecuados.  

81. Asimismo, en este tipo de casos tiene una particular relevancia que las autoridades competentes 

adopten las medidas razonables para asegurar el material probatorio necesario para llevar a cabo la 

investigación y que gocen de independencia, de jure y de facto, de los funcionarios involucrados en 

los hechos. Lo anterior requiere no sólo independencia jerárquica o institucional, sino también 

independencia real. 
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82. Por otro lado, la Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que las investigaciones sobre 

uso excesivo de la fuerza deben estar abiertas al escrutinio público con el objeto de asegurar la 

responsabilidad de los agentes estatales tanto en teoría como en la práctica. Asimismo, dicho 

Tribunal ha establecido que la evaluación sobre el uso de la fuerza que haya implicado la utilización 

de armas debe hacerse sobre todas las circunstancias y el contexto de los hechos, incluyendo las 

acciones de planeación y control de los hechos bajo examen.  

83. En definitiva, cualquier carencia o defecto en la investigación que perjudique la eficacia para 

establecer la causa de la muerte o identificar a los responsables materiales o intelectuales, implicará 

que no se cumpla con la obligación de proteger el derecho a la vida. 

DE NO EXISTIR PROCEDIMIENTOS PARA VERIFICAR LA 

LEGALIDAD DEL USO LETAL DE LA FUERZA EJERCIDA POR 

AGENTES ESTATALES, LA PROHIBICIÓN SERÍA INEFICÁZ 

 

Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 

de julio de 2007. Serie C No. 166  

88. La prohibición general a los agentes del Estado de privar de la vida arbitrariamente sería ineficaz 

si no existieran procedimientos para verificar la legalidad del uso letal de la fuerza ejercida por 

agentes estatales. La Corte ha entendido que la obligación general de garantizar los derechos 

humanos consagrados en la Convención, contenida en el artículo 1.1 de la misma, contiene la 

obligación de investigar los casos de violaciones del derecho sustantivo que debe ser amparado, 

protegido o garantizado. Esta obligación general se ve especialmente acentuada en casos de uso de 

la fuerza letal. Una vez que se tenga conocimiento de que sus agentes de seguridad han hecho uso 

de armas de fuego con consecuencias letales, el Estado está obligado a iniciar ex officio y sin dilación, 

una investigación seria, independiente, imparcial y efectiva (infra párrs. 119 a 124). Esta obligación 

constituye un elemento fundamental y condicionante para la protección del derecho a la vida que se 

ve anulado en esas situaciones. 

ENTRE LAS ACCIONES POSTERIORES AL EMPLEO DEL USO 

DE LA FUERZA, SE DEBE PROCEDER CON LA RENDICIÓN DE 

INFORMES Y DEBE EXISTIR UNA INVESTIGACIÓN  

 

Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C 

No. 281  

B.3 Acciones posteriores a los hechos: debida diligencia y humanidad en relación con el deber de 

respeto y garantía del derecho a la vida  

143. Respecto de las acciones posteriores al empleo del uso de la fuerza, la Corte ha sostenido que, de 

conformidad con los Principios básicos sobre el empleo de la fuerza, en caso de presentarse heridos 

luego del despliegue de la misma, se les debe prestar y facilitar los servicios médicos correspondientes 

y notificar lo sucedido lo antes posible a los parientes o amigos íntimos. Además, se debe proceder con 

la rendición de informes de la situación, los cuales deberán tener supervisión administrativa y judicial. 

De igual forma, debe existir una investigación de los hechos que permita determinar el grado y modo 

de la participación de cada uno de los interventores, sean materiales o intelectuales, y, con ello, 

establecer las responsabilidades que puedan corresponder (infra párr. 242).  
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144. La Corte constató que luego del incidente en el que perdió la vida Igmar Landaeta, los agentes que 

le dispararon lo trasladaron al Centro Ambulatorio, en un tiempo aproximado de 20 minutos, 

dejándolo en la sala de emergencias, luego de lo cual se retiraron del lugar sin identificarse. De 

acuerdo con la declaración del médico que lo recibió, el cuerpo de Igmar Landaeta no presentaba 

signos vitales (supra párr. 64).   

145. Al respecto, la Corte toma nota que la sentencia del Juzgado Superior Tercero en lo Penal de 11 de 

noviembre de 1997 determinó que:  

“A criterio del juzgado superior, esto constituye una forma de proceder no acorde con los 

reglamentos y funciones que debiera tener cualquier funcionario policial, partícipe en un 

hecho como el que nos ocupa, toda vez que al suscitarse un incidente donde pierde la vida 

un ser humano, todo agente del orden público debe esperar bien sea en el sitio del suceso o 

en este caso, en el lugar donde fue dejado el hoy occiso, por la presencia del Órgano Auxiliar 

de los Tribunales de la República de Venezuela, como lo es el Cuerpo Técnico de Policía 

Judicial, para dar inicio como se dijo a las investigaciones que determinen con exactitud, la 

forma como se ocurren los hechos”. 

146. La Corte encuentra que el actuar de los agentes estatales no se ajustó a los principios antes 

referidos de debida diligencia y humanidad que se deben atender luego del despliegue de la fuerza. En 

particular, ni en el dictamen de la autopsia ni en el acta de defunción se precisa la hora exacta y/o 

momento de la muerte de Igmar Landaeta (infra párr. 232). No obstante, en el caso de haber sido el 

segundo disparo de naturaleza inmediatamente mortal, como lo sostuvo el perito Baraybar, el cuerpo 

no debía ser trasladado o manipulado de la escena del crimen, puesto que podría repercutir 

drásticamente en la recolección de la prueba. En el caso de que hubiera requerido atención médica, los 

agentes estatales debieron asegurarle atención auxiliar inmediata capacitada. De haberlo trasladarlo 

con vida, debieron presentarlo a las autoridades médicas competentes, identificarse, notificar lo 

sucedido, así como realizar un informe de la situación, supervisado por una autoridad administrativa 

y/o judicial, y notificar a los familiares de la víctima (supra párr. 143). Lo anterior no fue acreditado en 

el presente caso, por lo que el Estado omitió brindar una atención con la debida diligencia y 

humanidad en favor de Igmar Landaeta. Tampoco se investigó ni sancionó dicha actitud en vía 

administrativa, disciplinaria o judicial. 

ACTUAR DE AGENTES ESTATALES NO SE AJUSTÓ A LOS 

PRINCIPIOS DE DEBIDA DILIGENCIA Y HUMANIDAD QUE SE 

DEBEN ATENDER LUEGO DEL DESPLIEGUE DE LA FUERZA 

 

Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C 

No. 281  

123. La Corte recuerda que en todo caso de despliegue de la fuerza, en el que agentes estatales 

hayan producido la muerte o lesiones de una persona, corresponde analizar el uso de la fuerza. En 

virtud de que Igmar Landaeta perdió la vida con motivo de un supuesto enfrentamiento con agentes 

policiales de inteligencia, a continuación la Corte analizará los hechos del presente caso a la luz de lo 

expresado en su jurisprudencia constante sobre el derecho a la vida, en relación con las obligaciones 

de respeto y garantía, y en materia de uso de la fuerza, a fin de pronunciarse sobre la alegada 

violación del referido derecho.  
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143. Respecto de las acciones posteriores al empleo del uso de la fuerza, la Corte ha sostenido que, 

de conformidad con los Principios básicos sobre el empleo de la fuerza, en caso de presentarse 

heridos luego del despliegue de la misma, se les debe prestar y facilitar los servicios médicos 

correspondientes y notificar lo sucedido lo antes posible a los parientes o amigos íntimos. Además, 

se debe proceder con la rendición de informes de la situación, los cuales deberán tener supervisión 

administrativa y judicial. De igual forma, debe existir una investigación de los hechos que permita 

determinar el grado y modo de la participación de cada uno de los interventores, sean materiales o 

intelectuales, y, con ello, establecer las responsabilidades que puedan corresponder (infra párr. 

242).  

146. La Corte encuentra que el actuar de los agentes estatales no se ajustó a los principios antes 

referidos de debida diligencia y humanidad que se deben atender luego del despliegue de la fuerza. 

En particular, ni en el dictamen de la autopsia ni en el acta de defunción se precisa la hora exacta y/o 

momento de la muerte de Igmar Landaeta (infra párr. 232). No obstante, en el caso de haber sido el 

segundo disparo de naturaleza inmediatamente mortal, como lo sostuvo el perito Baraybar, el 

cuerpo no debía ser trasladado o manipulado de la escena del crimen, puesto que podría repercutir 

drásticamente en la recolección de la prueba. En el caso de que hubiera requerido atención médica, 

los agentes estatales debieron asegurarle atención auxiliar inmediata capacitada. De haberlo 

trasladarlo con vida, debieron presentarlo a las autoridades médicas competentes, identificarse, 

notificar lo sucedido, así como realizar un informe de la situación, supervisado por una autoridad 

administrativa y/o judicial, y notificar a los familiares de la víctima (supra párr. 143). Lo anterior no 

fue acreditado en el presente caso, por lo que el Estado omitió brindar una atención con la debida 

diligencia y humanidad en favor de Igmar Landaeta. Tampoco se investigó ni sancionó dicha actitud 

en vía administrativa, disciplinaria o judicial. 

147. Por tanto, esta Corte determina que el Estado no contó al momento de los hechos con un 

marco normativo y capacitación sobre la materia para los funcionarios encargados de cumplir la ley, 

incluidos los agentes de inteligencia. Además, frente al despliegue de uso de la fuerza contra Igmar 

Landaeta, el Estado no acreditó haber atendido el principio de proporcionalidad, puesto que utilizó 

medidas extremas y fuerza letal que derivaron en la privación arbitraria de su vida. Asimismo, el 

Estado incumplió con su deber de brindar una atención de acuerdo a los principios de debida 

diligencia y humanidad a las personas heridas por uso de la fuerza. Lo anterior, en contravención del 

deber de respeto y garantía del derecho a la vida, establecido en el artículo 4 de la Convención 

Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de Igmar Landaeta. 

CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE INVESTIGAR, HA 

INVOLUCRADO TAMBIÉN UN EXAMEN DE “LOS MEDIOS 

LEGALES DISPONIBLES” PARA FAMILIARES DE LA VÍCTIMA 

 

Corte IDH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292  

348. Esta obligación general se ve especialmente acentuada en casos de uso de la fuerza letal por 

parte de agentes estatales. Una vez que se tenga conocimiento de que los agentes de seguridad han 

hecho uso de armas de fuego con consecuencias letales, el Estado está obligado a iniciar ex officio y 

sin dilación una investigación seria, independiente, imparcial y efectiva para determinar si la 

privación de la vida fue arbitraria o no. Esta obligación constituye un elemento fundamental y 

condicionante para la protección del derecho a la vida que se ve anulado en esas situaciones. 
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Además, si los hechos violatorios a los derechos humanos no son investigados con seriedad, 

resultarían, en cierto modo, favorecidos por el poder público, lo que compromete la responsabilidad 

internacional del Estado.  

349. En casos en que se ha establecido que ocurrieron ejecuciones extrajudiciales es fundamental 

que los Estados realicen una investigación efectiva de la privación arbitraria del derecho a la vida 

reconocido en el artículo 4 de la Convención, orientada a la determinación de la verdad y a la 

persecución, captura, enjuiciamiento y, eventual, sanción de los autores de los hechos, 

especialmente cuando están involucrados agentes estatales.  

350. En el presente caso, el hecho de que las muertes se hayan producido en el marco de un 

conflicto armado no internacional, no eximía al Estado de su obligación de iniciar una investigación, 

inicialmente sobre el uso de la fuerza que haya tenido consecuencias letales, aunque la Corte podrá 

tener en cuenta circunstancias o limitaciones específicas determinadas por la propia situación de 

conflicto al evaluar el cumplimiento por parte del Estado de sus obligaciones estatales. En particular, 

la Corte advierte que en el presente caso las hipótesis de las presuntas ejecuciones extrajudiciales 

salieron a la luz varios años después de ocurridos los hechos (supra párrs. 165 y 174), por lo que no 

era posible exigir al Estado desde el inicio la obligación de investigar de acuerdo a los estándares 

internacionales desarrollados en casos de ejecuciones extrajudiciales (infra párr. 381).  

351. En todo caso, el deber de investigar es una obligación de medios y no de resultado, que debe 

ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad 

condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, que 

dependa de la iniciativa procesal de las víctimas, de sus familiares o de la aportación privada de 

elementos probatorios.  

352. El cumplimiento de la obligación de emprender una investigación seria, imparcial y efectiva de 

lo ocurrido, en el marco de las garantías del debido proceso, ha involucrado también un examen del 

plazo de dicha investigación y de “los medios legales disponibles” a los familiares de la víctima 

fallecida, para garantizar que sean escuchados, así como que puedan participar durante el proceso 

de investigación. 

ES UNA OBLIGACIÓN EL INICIO EX OFFICIO DE UNA 

INVESTIGACIÓN CUANDO AGENTES DE SEGURIDAD HAN 

USADO ARMAS DE FUEGO CON CONSECUENCIAS LETALES 

 

Corte IDH. Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 306. Serie C No. 

306  

98. Al respecto, la Corte ha señalado reiteradamente que el Estado tiene el deber jurídico de 

“prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente con 

los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a 

fin de identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la 

víctima una adecuada reparación”. En particular, como una obligación especialmente acentuada y 

un elemento condicionante para garantizar el derecho a la vida, la Corte ha establecido que, una vez 

que se tenga conocimiento de que sus agentes de seguridad han hecho uso de armas de fuego con 

consecuencias letales, el Estado está obligado a iniciar ex officio y sin dilación, una investigación 

seria, independiente, imparcial y efectiva. 
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OMISIÓN ESTATAL EN REALIZAR INVESTIGACIÓN 

CONSTITUYÓ, EN SÍ MISMA, UNA VIOLACIÓN A LA 

OBLIGACIÓN DE GARANTIZAR EL DERECHO A LA VIDA 

 

Corte IDH. Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2016. Serie C No. 327  

132. En el presente caso la Corte determinó que la jurisdicción penal policial era dependiente 

funcional y administrativamente del Poder Ejecutivo, lo cual aunado a otros factores y características 

generaba que dicho sistema de justicia no ofreciera garantías suficientes de independencia e 

imparcialidad para investigar la muerte del señor Valencia Hinojosa (supra párrs. 113 a 119). En 

virtud de esta conclusión, la Corte no puede tomar como definitiva la determinación realizada por 

las autoridades judiciales en dicho proceso, según la cual el señor Valencia Hinojosa se habría 

suicidado (supra párr. 73). No obstante, la Corte advierte que el hecho de que la impunidad de un 

caso impida conocer lo sucedido, no puede llevar a este Tribunal a presumir que ocurrió una 

violación de derechos humanos y a condenar automáticamente al Estado por el incumplimiento del 

deber de respeto. Dadas las circunstancias de este caso, la Corte estima que no puede establecer 

con claridad la versión definitiva de lo sucedido y, en consecuencia, no es posible concluir que el 

Estado es responsable por una violación a la obligación de respetar el derecho a la vida.  

133. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte recuerda que la obligación de investigar una posible 

violación al derecho a la vida constituye un elemento fundamental y condicionante para la 

protección del derecho a la vida que se ve anulado en esas situaciones (supra párr. 131).  

135. Por consiguiente, la omisión del Estado en realizar una investigación independiente e imparcial 

de los hechos del presente caso, donde pudiese haberse configurado una violación a la obligación de 

respeto del derecho a la vida, constituye, en sí misma, una violación a la obligación de garantizar el 

derecho a la vida del señor Valencia Hinojosa. 

DE LAS CONDENAS JUDICIALES NO SURGE ALGÚN 

ELEMENTO DE JUSTIFICACIÓN PARA EL USO DE LA 

FUERZA LETAL POR PARTE DE LOS MILITARES 

 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356  

109. En el caso, el Estado no ha negado que sus agentes provocaron muertes y lesiones en los 

hechos ocurridos el 5 de octubre de 1995, sino que ha señalado que no es responsable porque 

cumplió el deber de garantizar los derechos respectivos, al investigar diligentemente los hechos y 

sancionar a 14 personas. En primer término, este Tribunal destaca que ya evaluó que la investigación 

efectuada por el Estado, pese a sus avances y determinaciones, resultó violatoria de los derechos a 

las garantías y protección judiciales. Por ende, no puede admitirse que, como ha sostenido el Estado, 

el caso haya sido ya “dilucidado en el ámbito interno” ni que Guatemala haya cumplido, por medio 

de una investigación, su deber de garantizar los derechos a la vida e integridad personal. Esto hace 

procedente que la Corte examine la vulneración aducida a tales derechos. En particular, el Tribunal 

puede y debe analizar si Guatemala, por medio de su personal militar, incumplió su obligación de 

respetar los derechos indicados.  
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110. Ahora bien, en el caso el Estado destacó la condena firme a la que arribaron sus órganos 

judiciales. Por tanto, Guatemala no cuestiona esa determinación, como tampoco la Comisión o los 

representantes. Pues bien, el 8 de julio de 2004 se condenó a militares (supra párr. 64), “en calidad 

de autores materiales”, por el delito de “ejecución extrajudicial” en el “grado de consumación, en 

contra del bien jurídico tutelado [….] vida”, y “del delito de lesiones graves en contra de la integridad 

física”. Esa decisión fue ratificada, luego de que se presentaran recursos de apelación y casación, y 

quedó firme (supra párr. 65). 

111. Teniendo en cuenta lo anterior, no surge elemento alguno de justificación del uso de fuerza 

letal por parte de militares, que fue considerado delictivo por las autoridades judiciales 

guatemaltecas. De los hechos acreditados surge que varias personas, según se refirió (supra párr. 37) 

y se precisa más adelante (infra Anexos B.2, B.3 y B.4 de la presente Sentencia), resultaron muertas y 

heridas a causa de lo acontecido. Por tanto, según cada caso, Guatemala violó en su perjuicio los 

derechos a la vida e integridad personal. 

6.4. Uso de la fuerza en el contexto militar 

ESTADOS DEBEN LIMITAR EL USO DE FUERZAS ARMADAS 

PARA CONTROL DE DISTURBIOS INTERNOS, PUESTO QUE 

SU ENTRENAMIENTO SE DIRIGE A DERROTAR AL ENEMIGO 

 

Corte IDH. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150 

70. Como lo ha señalado en ocasiones anteriores, esta Corte reconoce la existencia de la facultad, e 

incluso, la obligación del Estado de garantizar la seguridad y mantener el orden público, en especial 

dentro de las cárceles. Centros penitenciarios como el Retén de Catia, donde el tráfico de armas y 

drogas, la formación de bandas y la subcultura de violencia se intensifican bajo la mirada pasiva del 

Estado requieren del constante resguardo de la seguridad y vida de los internos y funcionarios que 

allí trabajan. Sin embargo, el Estado no puede desbordar el uso de la fuerza con consecuencias 

letales para los internos en centros penitenciarios justificándose en la sola existencia de la situación 

antes descrita. Lo contrario sería absolver al Estado de su deber de adoptar acciones de prevención y 

de su responsabilidad en la creación de esas condiciones.  

71. Es claro que las medidas a adoptarse por el Estado deben priorizar un sistema de acciones de 

prevención, dirigido, inter alia, a evitar el tráfico de armas y el aumento de la violencia, a un sistema 

de acciones de represión.  

75. Tal como se señaló en el párrafo 66 de la presente Sentencia, los Estados deben crear un marco 

normativo adecuado que disuada cualquier amenaza del derecho a la vida. De allí que la legislación 

interna debe establecer pautas lo suficientemente claras para la utilización de fuerza letal y armas 

de fuego por parte de los agentes estatales. Siguiendo los “Principios sobre el empleo de la fuerza y 

de las armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley”, las normas y 

reglamentaciones sobre el empleo de armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer 

cumplir la ley deben contener directrices que: a) especifiquen las circunstancias en que tales 

funcionarios estarían autorizados a portar armas de fuego y prescriban los tipos de armas de fuego o 

municiones autorizados; b) aseguren que las armas de fuego se utilicen solamente en circunstancias 

apropiadas y de manera tal que disminuya el riesgo de daños innecesarios; c) prohíban el empleo de 

armas de fuego y municiones que puedan provocar lesiones no deseadas o signifiquen un riesgo 



45 

 

injustificado; d) reglamenten el control, almacenamiento y distribución de armas de fuego, así como 

los procedimientos para asegurar que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley respondan 

de las armas de fuego o municiones que se les hayan entregado; e) señalen los avisos de advertencia 

que deberán darse, siempre que proceda, cuando se vaya a hacer uso de un arma de fuego, y f) 

establezcan un sistema de presentación de informes siempre que los funcionarios encargados de 

hacer cumplir la ley recurran al empleo de armas de fuego en el desempeño de sus funciones. 

iv) Capacitación y entrenamiento a los agentes estatales en el uso de la fuerza 

77. Una adecuada legislación no cumpliría su cometido si, entre otras cosas, los Estados no forman y 

capacitan a los miembros de sus cuerpos armados y organismos de seguridad sobre los principios y 

normas de protección de los derechos humanos y sobre los límites a los que debe estar sometido, 

aun bajo los estados de excepción, el uso de las armas por parte de los funcionarios encargados de 

hacer cumplir la ley. En efecto, la Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que la cuestión 

de si debería recurrirse al uso de armas de fuego y en qué circunstancias, debe decidirse sobre la 

base de disposiciones legales claras y entrenamiento adecuado.  

78. En el mismo sentido, esta Corte estima que es imprescindible que los agentes del Estado 

conozcan las disposiciones legales que permiten el uso de las armas de fuego y que tengan el 

entrenamiento adecuado para que en el evento en que deban decidir acerca de su uso posean los 

elementos de juicio para hacerlo. Además, los Estados deben limitar al máximo el uso de las fuerzas 

armadas para el control de disturbios internos, puesto que el entrenamiento que reciben está 

dirigido a derrotar al enemigo, y no a la protección y control de civiles, entrenamiento que es propio 

de los entes policiales.  

ESTADO ES RESPONSABLE POR PRIVACIÓN ARBITRARIA 

DE LA VIDA DE VÍCTIMA, AL NO ADOPTAR MEDIDAS DE 

SEGURIDAD EN EL MARCO DE ENTRENAMIENTO MILITAR 

 

Corte IDH. Caso Ortiz Hernández y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 22 de agosto de 2017. Serie C No. 338  

104. Si bien en casos anteriores la Corte ha establecido criterios para el análisis del uso de la fuerza, 

lo cierto es que también ha afirmado que la evaluación sobre el uso de la fuerza debe hacerse sobre 

todas las circunstancias y el contexto de los hechos. En el presente caso, la Corte estima que el 

aspecto relevante que determina el alcance de las obligaciones estatales en torno a los derechos a la 

vida y a la integridad personal constituye la especial situación de sujeción en que se encontraba 

Johan Alexis Ortiz Hernández al formar parte de la Escuela de Formación de Guardias Nacionales 

(ESGUARNAC). Por ello, la Corte considera que dichas obligaciones deben interpretarse en las 

circunstancias y el contexto específico en que se desarrollaron los hechos, esto es, en el marco de 

una práctica o entrenamiento militar de un aspirante a la Guardia Nacional y no en el marco de los 

estándares sobre el uso de la fuerza que han sido desarrollados para otro tipo de circunstancias.  

105. Sobre este punto, la Corte ya ha sostenido que los miembros de las fuerzas armadas en servicio 

activo acuartelado se encuentran frente a una especial situación de sujeción, lo cual a su vez impone 

al Estado actuar con un especial cuidado por encontrarse en una posición de garante y custodio de 

los individuos sometidos a ese régimen, sin ningún tipo de distinciones por la forma en que se hayan 

incorporado a las fuerzas armadas o por su rango dentro de la estructura jerarquizada.  
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106. Si bien la actividad militar conlleva en sí misma un riesgo por la naturaleza de sus funciones, el 

Estado se encuentra en la obligación de proteger la vida e integridad personal de los miembros de 

las fuerzas armadas en todos los aspectos de la vida militar, incluyendo los entrenamientos para 

afrontar situaciones de guerra o conflicto, así como el mantenimiento de la disciplina militar, entre 

otros. En esta línea, la Corte considera que recae sobre el Estado el deber de adoptar medidas 

preventivas de diversa índole, entre ellas de carácter administrativo o legislativo, a fin de reducir el 

nivel de riesgo al que se enfrentan los miembros de las fuerzas armadas en el marco de la vida 

militar.  

107. Así, la Corte ha interpretado que, en relación con esas personas en especial situación de 

sujeción, el Estado tiene el deber de: i) salvaguardar la salud y el bienestar de los militares en 

servicio activo; ii) garantizar que la manera y el método de entrenamiento no excedan el nivel 

inevitable de sufrimiento inherente a esa condición, y iii) proveer una explicación satisfactoria y 

convincente sobre las afectaciones a la salud y a la vida que presenten las personas que se 

encuentran en una especial situación de sujeción en el ámbito militar, sea que se encuentran 

prestando servicio militar de forma voluntaria u obligatoria, o que se hayan incorporado a las fuerzas 

armadas en carácter de cadetes u ostentando un grado en la escala jerárquica militar. En 

consecuencia procede la presunción de considerar responsable al Estado por las afectaciones a la 

integridad personal y a la vida que sufre una persona que ha estado bajo autoridad y control de 

funcionarios estatales, como aquellos que participan en la instrucción o escuela militar.  

B.3 La atribución de responsabilidad por la violación del derecho a la vida y a la integridad personal 

en el caso en concreto 

108. Ahora bien, la atribución de responsabilidad al Estado por la muerte de Johan Alexis Ortiz 

Hernández en este caso se refleja en tres planos, de acuerdo con lo alegado. Un primer plano, es el 

de la regulación y ejecución de la práctica o entrenamiento militar de la “cancha anti-subversiva”, en 

particular en lo relativo a la utilización de balas de fogueo y/o balas reales. El segundo, corresponde 

a la falta de cumplimiento de las medidas de seguridad para proteger el derecho a la integridad 

personal y a la vida, incluyendo la previsión y provisión de atención médica oportuna y adecuada. El 

tercero, es el atinente al carácter arbitrario de la muerte y la plausibilidad de las hipótesis 

planteadas sobre cómo sucedieron los hechos. Por lo tanto, de conformidad con lo alegado por las 

partes y el reconocimiento de responsabilidad estatal, la Corte analizará las condiciones bajo las 

cuales los hechos de este caso pueden ser atribuidos al Estado y comprometer, en consecuencia, su 

responsabilidad internacional derivada de la alegada violación de los artículos 4.1 y 5.1 de la 

Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 

i) La regulación, planificación y puesta en práctica del entrenamiento 

[…] 

110. El artículo 4 de la Convención prescribe no solo el derecho de todo ser humano de no ser 

privado de la vida arbitrariamente (supra párrs. 100 y 103), sino que garantiza, además, el deber de 

los Estados de adoptar las medidas necesarias para crear un marco normativo adecuado que disuada 

cualquier amenaza al derecho a la vida. En este sentido, la Corte ha establecido que no basta que los 

Estados se abstengan de violar los derechos, sino que es imperativa la adopción de medidas 

positivas, determinables en función de las particulares necesidades de protección del sujeto de 

derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en que se encuentre.  
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115. Sobre este aspecto, la Corte estima que los Estados tienen la facultad de regular y disponer la 

forma apropiada en que se llevará a cabo la formación y entrenamiento de sus fuerzas de seguridad, 

siempre que se encuentre en el marco de los límites establecidos en los párrafos precedentes.  

117. Aun cuando en los hechos se diese la hipótesis de un homicidio doloso extraño a la práctica con 

proyectiles reales, no puede negarse en modo alguno la existencia de un deber especial de cuidado 

por parte del Estado cuando provee armas de fuego o en el marco de contextos que pueden dar 

ocasión a la comisión u ocultamiento de delitos dolosos, como por ejemplo dentro de 

establecimientos castrenses o en el transcurso de prácticas militares.  

118. Por lo tanto, atendiendo al reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado, la Corte 

concluye que Venezuela incurrió en responsabilidad internacional por la violación del artículo 4.1 de 

la Convención Americana, en tanto no adoptó las medidas de seguridad necesarias a fin de 

garantizar la vida de Johan Alexis Ortiz Hernández en el marco de su formación como miembro de 

las fuerzas de seguridad del Estado. 

ii) La atención médica oportuna y adecuada 

119. La Corte ha afirmado que los derechos a la vida y a la integridad personal se hallan directa e 

inmediatamente vinculados con la atención a la salud humana y que la falta de atención médica 

adecuada puede conllevar la vulneración del artículo 5.1 de la Convención. Así, la Corte estima que, 

entre las medidas de seguridad que es preciso adoptar en el marco de los procesos de formación de 

las fuerzas militares, se encuentra la de contar con atención médica adecuada y de calidad en el 

transcurso de los entrenamientos militares, ya sea dentro de los cuarteles o en el exterior, 

incluyendo la asistencia médica de emergencia y especializada que se considere pertinente.  

126. En definitiva, la Corte nota que la atención médica que debió proporcionarse al señor Ortiz 

Hernández no fue oportuna ni adecuada para evitar su muerte, lo cual compromete la 

responsabilidad internacional del Estado por la violación de los derechos a la vida y a la integridad 

personal de Johan Alexis Ortiz Hernández, reconocidos en los artículos 4.1 y 5.1 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 

iii) La privación arbitraria de la vida 

127. La Corte recuerda que el presente caso se vincula con la muerte de un alumno de una fuerza de 

seguridad estatal, producida en el marco de una práctica de formación. Es decir, que se trata de 

analizar la responsabilidad internacional del Estado respecto de la muerte de una persona que se 

encontraba bajo su custodia o en una especial situación de sujeción. Es precisamente por esta 

situación especial de custodia que el Estado no sólo tiene el deber de prevenir cualquier 

circunstancia que pueda vulnerar los derechos de las personas que están sujetas a él, sino que ante 

una efectiva afectación - como la analizada en el presente caso- debe proveer una explicación 

inmediata, satisfactoria y convincente de lo sucedido y, en consecuencia, garantizar el desarrollo de 

una investigación con la debida diligencia que permita esclarecer la verdad de lo acontecido.  

135. En definitiva, y más allá de determinar a quién corresponde responder penalmente por los 

hechos, lo cierto es que el Estado no presentó ante este Tribunal avances en la investigación iniciada 

por sus autoridades que permitieran desvirtuar la hipótesis sobre la muerte violenta del señor Ortiz 

Hernández a causa de dos proyectiles enteros de arma corta. En efecto, como será analizado 

posteriormente (infra párr. 169), las autoridades internas no han dirigido su investigación a fin de 

confirmar o desvirtuar la hipótesis relativa al arma corta. Así, transcurridos más de 19 años desde la 
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muerte violenta del señor Ortiz Hernández, el Estado ha permitido que hasta ahora sea imposible 

determinar las responsabilidades individuales correspondientes, por lo que la Corte considera que 

concluir lo contrario implicaría que el Estado pudiera ampararse en la negligencia e inefectividad de 

la investigación penal para sustraerse de su responsabilidad por la violación del deber de respeto 

que mandata la prohibición de privar de la vida arbitrariamente a una persona, de conformidad con 

el artículo 4.1 de la Convención Americana.  

136. Todo lo anterior permite a esta Corte concluir que el Estado incurrió en responsabilidad 

internacional por la privación arbitraria de la vida de Johan Alexis Ortiz Hernández, en violación del 

artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 

SE IDENTIFICÓ A INDÍGENAS COMO POSIBLES “ENEMIGOS 

INTERNOS”, Y EL ESTADO INCUMPLIÓ SU DEBER DE 

RESPETAR EL DERECHO A LA VIDA 

 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356  

119. Ahora bien, el presente caso se enmarca en conflicto armado interno, en el que se produjeron 

atentados contra personas pertenecientes a población indígena. En ese sentido, si bien no hay 

elementos que acrediten la planificación de la masacre (supra párr. 85), esto no puede llevar a la 

Corte a desconocer el vínculo entre los hechos sucedidos y la situación contextual general en la que 

tuvieron lugar. Sobre ello, ya se ha indicado que el pueblo maya fue el grupo étnico más afectado 

por las violaciones de derechos humanos cometidas durante el enfrentamiento armado, y que la 

violencia dirigida contra él se manifestó en distintos tipos de actos, inclusive masacres (supra párr. 

29). Al respecto, si bien los hechos del caso sucedieron en los últimos tiempos del conflicto, la Corte 

nota que la CEH, en referencia a este caso, concluyó que la conducta de los soldados, al aproximarse 

a la Comunidad, denotó “la persistencia, en el pensamiento castrense, de la identificación de 

[personas] retornadas con guerrilleros”. Cabe recordar que, del contexto establecido (supra párrs. 

27 a 34), surge que el ejército había identificado que personas indígenas podían constituir la base 

social de la guerrilla y, por ende, quedaban enmarcadas en la categoría de “enemigo interno”. En 

igual sentido, la perita Samayoa Pineda, refiriéndose a lo sucedido en el caso, expresó que quedó 

evidenciada “la predisposición de la patrulla militar ante la [C]omunidad[,…] lo que generó como 

efecto la violación al derecho a la vida y a la integridad de un conjunto de individuos y familias 

indígenas a quienes se les consideraba guerrilleras” . Dado lo expresado, esta Corte concluye que, en 

las circunstancias propias del caso, la actuación militar, que resultó violatoria de derechos a la vida e 

integridad personal, estuvo relacionada con concepciones discriminatorias contra personas 

indígenas. Por ende, el Estado incumplió su deber de respetar sin discriminación los derechos a la 

vida e integridad personal. 

7. Relación del Derecho a la Vida con otros derechos 

7.1. Garantías Judiciales y Protección Judicial (8 y 25 de la Convención)  

ESTADO RESPONSABLE DE VULNERACIÓN DE GARANTÍAS 

JUDICIALES Y PROTECCIÓN JUDICIAL RESPECTO DE DOS 

VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA VIDA 
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Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C 

No. 281  

VII-3 
DERECHO A LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL RESPECTO DE IGMAR 

ALEXANDER Y EDUARDO JOSÉ LANDAETA MEJÍAS 
 
205. La Comisión señaló que el Estado de Venezuela incumplió con el deber de llevar a cabo una 

investigación diligente y en un plazo razonable respecto de la muerte de Igmar, y en relación con la 

detención, violación a la integridad personal y muerte de Eduardo, ambos de apellido Landaeta Mejías. 

[…] 

[…] 

214. La Corte ha establecido en su constante jurisprudencia que dentro de las medidas positivas que 

un Estado debe adoptar para garantizar los derechos reconocidos en la Convención se encuentra la 

obligación de investigar violaciones de derechos humanos. El cumplimiento de esta obligación 

consiste no sólo en prevenir sino también investigar las violaciones de derechos reconocidos en ese 

instrumento, así como procurar el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su 

caso, la reparación de los daños producidos por las violaciones a los derechos humanos.  

215. La Corte ha expresado que los Estados están obligados a proveer recursos judiciales efectivos a 

las víctimas de violaciones de derechos humanos (artículo 25), los cuales deber ser sustanciados de 

conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1) todo ello dentro de la obligación 

general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 

reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1).  

216. La obligación de investigar implica que una vez que las autoridades estatales tengan 

conocimiento del hecho, deben iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y 

efectiva por todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación de la verdad y a la 

persecución, captura, enjuiciamiento y eventual castigo de todos los autores de los hechos, 

especialmente cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales. Este deber es una 

obligación de medio y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico 

propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una 

mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus 

familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. La obligación del Estado de 

investigar debe cumplirse diligentemente para evitar la impunidad y que este tipo de hechos vuelvan 

a repetirse. En este sentido, la Corte recuerda que la impunidad fomenta la repetición de las 

violaciones de derechos humanos.  

217. Asimismo, la Corte ha señalado que para que la investigación sea efectiva en los términos de la 

Convención, debe llevarse a cabo con la debida diligencia, la cual exige que el órgano que investiga 

lleve a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias para procurar el resultado que 

se persigue. Es decir que debe sustanciarse “por todos los medios legales disponibles y [estar] 

orientada a la determinación de la verdad”. Este deber involucra a toda institución estatal, tanto 

judicial como no judicial, por lo que la debida diligencia se extiende también a los órganos no 

judiciales a los que corresponda la investigación previa al proceso, realizada para determinar las 

circunstancias de una muerte y la existencia de suficientes indicios para interponer una acción penal. 
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Sin el cumplimiento de estas exigencias, el “Estado no podrá posteriormente ejercer de manera 

efectiva y eficiente su facultad acusatoria y los tribunales no podrán llevar a cabo el proceso judicial 

que este tipo de violaciones requiere”.  

218. Por otro lado, este Tribunal ha establecido que “el derecho a la tutela judicial efectiva exige a 

los jueces que dirijan el proceso de modo a evitar que dilaciones y entorpecimientos indebidos 

conduzcan a la impunidad, frustrando así la debida protección judicial de los derechos humanos. 

Asimismo el Tribunal ha considerado que “los jueces como rectores del proceso tienen el deber de 

dirigir y encausar el procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la justicia y el debido proceso 

legal en pro del formalismo y la impunidad”, pues de lo contrario se “conduce a la violación de la 

obligación internacional del Estado de prevenir y proteger los derechos humanos y menoscaba el 

derecho de la víctima y de sus familiares a saber la verdad de lo sucedido, a que se identifique y se 

sancione a todos los responsables y a obtener las consecuentes reparaciones”, todo ello en un plazo 

razonable . Es decir que los juzgadores deben “actuar en forma diligente, procurando la celeridad en 

la tramitación de los procesos”.  

219. En relación con las investigaciones y los procesos penales llevados a cabo en virtud de las 

muertes de los hermanos Landaeta Mejías, la Comisión y los representantes alegaron una serie de 

omisiones, retrasos e inactividad procesal que vulneraron el deber de debida diligencia del Estado, 

así como el plazo razonable en la sustanciación de los mismos. En virtud de ello, la Corte constata 

que en el caso de Igmar Landaeta no se han esclarecido los hechos en controversia y si bien, 

inicialmente, se condenó a uno de los dos procesados, su caso fue “sobreseído” en noviembre de 

2003. Con respecto a Eduardo Landaeta, la Corte constata que el proceso penal se encuentra en la 

etapa de juicio oral en la actualidad, luego de 17 años de ocurridos los hechos. Asimismo, el Tribunal 

toma nota que las líneas de investigación de ambas muertes fueron sustanciadas de manera 

separada, a pesar de los indicios de la relación entre ellas y que las muertes ocurrieron con 45 días 

de diferencia.  

220. Con base en lo expuesto, le corresponde a este Tribunal determinar si el Estado incurrió en 

violaciones a los derechos reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención, en relación con el 

artículo 1.1 de ese tratado. Para ello, este Tribunal desarrollará su análisis valorando: a) la ausencia de 

investigaciones conjuntas en relación con la muerte de los hermanos Landaeta Mejías; b) la debida 

diligencia y el plazo razonable respecto de Igmar Landaeta; c) la debida diligencia, la ausencia de 

investigaciones derivadas de la detención y presuntas afectaciones a la integridad personal y el plazo 

razonable respecto de Eduardo Landaeta. 

B.1 Ausencia de investigaciones conjuntas en relación con la muerte de los hermanos Landaeta 

Mejías 

[…] 

225. Con base en lo señalado, la Corte considera que las investigaciones aisladas que se efectuaron 

no contribuyeron con el esclarecimiento de los hechos ni, en su caso, con la determinación de 

responsabilidades. En este sentido, este Tribunal estima que el Estado al no investigar ambas 

muertes de manera conjunta no agotó todas las posibles líneas de investigación que permitieran el 

esclarecimiento de los hechos. 

[…] 
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B.2 Debida diligencia y plazo razonable durante las investigaciones y el proceso penal relativo a la 

muerte de Igmar Alexander Landaeta Mejías 

[…] 

B.2.1 Las diligencias iniciales de investigación 

227. La Corte ha establecido que la eficiente determinación de la verdad en el marco de la obligación 

de investigar una muerte, debe mostrarse desde las primeras diligencias con toda acuciosidad. En 

este sentido, este Tribunal ha especificado los principios rectores que son precisos observar en una 

investigación cuando se está frente a una muerte violenta, tal como se desprende de los hechos del 

presente caso. Las autoridades estatales que conducen una investigación de este tipo deben realizar 

como mínimo, inter alia: i) identificar a la víctima; ii) recuperar y preservar el material probatorio 

relacionado con la muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación penal de los 

responsables; iii) identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con la muerte 

que se investiga; iv) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así como cualquier 

patrón o práctica que pueda haber causado la muerte, y v) distinguir entre muerte natural, muerte 

accidental, suicidio y homicidio. Las autopsias y análisis de restos humanos deber realizarse en forma 

rigurosa, por profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados. 

228. De igual manera, es necesario investigar exhaustivamente la escena del crimen y deben 

realizarse algunas diligencias mínimas e indispensables para la conservación de los elementos de 

prueba y evidencias que puedan contribuir al éxito de la investigación. En este sentido, los 

estándares internacionales señalan que, en relación con la escena del crimen, los investigadores 

deben, como mínimo: fotografiar dicha escena, cualquier otra evidencia física y el cuerpo como se 

encontró y después de moverlo; recoger y conservar todas las muestras de sangre, cabello, fibras, 

hilos u otras pistas deben ser recogidas y conservadas; examinar el área en busca de huellas de 

zapatos o cualquier otra que tenga naturaleza de evidencia, y hacer un informe detallando cualquier 

observación de la escena, las acciones de los investigadores y la disposición de toda la evidencia 

coleccionada. El Protocolo de Minnesota establece, entre otras obligaciones, que al investigar una 

escena del crimen se debe cerrar la zona contigua al cadáver, y prohibir, salvo para el investigador y 

su equipo, el ingreso a la misma.  

230. Por otro lado, la Corte constató que durante el transcurso de la investigación varias diligencias 

probatorias o de recaudación de prueba no se efectuaron, o no fueron llevadas a cabo 

apropiadamente y que no hubo una investigación exhaustiva de la escena del crimen. En virtud de 

ello, el Tribunal analizará si las falencias acreditadas en las diligencias iniciales incidieron en términos 

determinantes en el esclarecimiento de los hechos y en el resultado final del proceso penal. 

231. La Corte nota que no se desprende del expediente que la escena del crimen se haya 

resguardado con el objetivo de preservar la zona del delito y las pruebas que en ella podrían haberse 

encontrado. El Tribunal constata que en el presente caso, dicha falencia generó consecuencias en 

relación con la efectividad de la inspección ocular de los hechos ya que no se pudo recolectar 

suficiente material probatorio y la misma fue contaminada por civiles. En efecto, la Corte constató 

que un trozo de plomo color amarillo parcialmente deformado y seis cartuchos calibre 9 mm fueron 

recolectados en la zona del crimen por civiles, Ignacio Landaeta y José Francisco Hernández Ramírez, 

respectivamente, y entregados a las autoridades encargadas de la investigación (supra párr. 78). 

Asimismo, el acta de inspección ocular describió de manera general la escena del crimen y no 

denotó la realización de una investigación exhaustiva de la misma y de las pruebas encontradas cuya 
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ubicación no fue documentada antes de su recolección, con el fin de contribuir con el 

esclarecimiento de los hechos. De igual manera, si bien de las diligencias de inspección ocular de los 

hechos y del cadáver se deriva la existencia de fotografías, las mismas no figuran en el expediente y 

no fueron aportadas por el Estado, a pesar de que este Tribunal se lo solicitara como prueba para 

mejor resolver. En este sentido, este Tribunal estima que la toma de fotografías durante las 

investigaciones podría otorgar certeza y garantizar la información recabada en las inspecciones 

oculares.  

232. Con respecto a la autopsia, la Corte constata que presentó una serie de omisiones tales como: 

un análisis somero de las lesiones encontradas, sin la determinación de la presencia de residuos de 

hollín, pólvora o quemadura, lo que permite determinar la cercanía aproximada del cañón al blanco; 

la falta de fotografías de sustento de las conclusiones del reporte, y contradicciones con la 

inspección ocular del cadáver. Asimismo, el Tribunal constata que dicha diligencia se limitó a concluir 

que la causa de muerte fue una contusión cerebral severa producto de una herida facio-craneal 

ocasionada por proyectil de arma de fuego y no recogió todos los elementos de prueba necesarios a 

determinar en el caso, ya que no determinó la hora del deceso ni el tiempo que transcurrió desde 

que Igmar Landaeta fue herido hasta su muerte, elementos relevantes a determinar en el presente 

caso.  

233. Este Tribunal resalta que la autopsia debe respetar ciertas formalidades básicas y tiene como 

objetivo recolectar, como mínimo, información para identificar a la persona fallecida, la hora, fecha, 

causa y forma de la muerte. En relación con la falta de establecimiento de la hora de muerte de 

Igmar Landaeta, el perito José Pablo Baraybar señaló que, con base en lo manifestado por el médico 

Velmar Quintero, de acuerdo al acta policial en donde rindió declaración el agente Ildelgar Ferrera, a 

“las 03:20 horas de la tarde de [17 de noviembre de 1996], había ingresado a ese centro de 

asistencia, […] Landaeta Mejía[s], Igmar Alexander, […] quien presentó para el momento de su 

ingreso, dos heridas por armas de fuego, y sin signos vitales” . El perito concluyó que lo dicho apoya 

la hipótesis de que Igmar Landaeta se encontraba probablemente muerto ya en el lugar de los 

hechos y que, pese a ello, fue llevado a un hospital; en su opinión “probablemente Alexander 

[Landaeta] [,] después de recibir el disparo en la cabeza, ya estaba muerto”. El señor Baraybar 

afirmó que ello se hizo con la intención de “generar una imagen de ayuda humanitaria que en 

realidad degrada[ba] la escena del delito, al remover el cuerpo de la escena del delito, a sabiendas 

de que se trata[ba] ya de un cadáver, y no de una persona herida”. En este sentido, la Corte estima 

que la diligencia practicada no cumplió con dichos requisitos mínimos y fue llevada a cabo de 

manera incompleta. 

234. Por otro lado, en relación con las pericias de autoría de los disparos y de comparación balística, 

la Corte constató que si bien se práctico una pericia de traza de disparos y se llevó a cabo una 

experticia de reconocimiento legal y de comparación balística (supra párrs. 80 y 81) sobre el arma 

incautada por autoridades policiales y presuntamente utilizada por Igmar Landaeta, no se tomaron 

huellas dactilares, lo cual podría haber corroborado la hipótesis respecto del uso de la misma 

durante el presunto enfrentamiento con los agentes policiales. De igual manera, este Tribunal 

corroboró que la experticia de reconocimiento legal y de comparación balística no se hizo respecto 

de las armas utilizadas por los agentes policiales. Estas no les fueron decomisadas a los policías 

involucrados y no consta en el expediente una diligencia de comparación balística entre los 

proyectiles que le causaron la muerte a Igmar Landaeta y los utilizados por las autoridades, ni la 

toma de huellas dactilares de las armas de los funcionarios policiales. Esta Corte considera que ello 

reviste una especial importancia, ya que las pruebas balísticas deberían hacerse cada vez que un 
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arma de fuego ha sido utilizada, sobre todo si se está llevando a cabo una investigación en donde 

están involucrados agentes estatales y donde se debe determinar la cantidad de disparos proferidos 

por dichas autoridades, a efectos de contribuir con el esclarecimiento de si el uso de la fuerza por 

parte de los policías fue necesario y proporcional con el fin de agotar todas las líneas de 

investigación para la consecución de la verdad. En este sentido, la propia legislación interna vigente 

al momento de los hechos establecía la necesidad de identificar las armas utilizadas, su especie y su 

calibre.  

235. Adicionalmente, respecto a la determinación de la responsabilidad penal, este Tribunal 

constata que no se llevó a cabo ninguna experticia tendiente a establecer la autoría de los disparos 

realizados por cada uno de los funcionarios y no se practicó diligencia de reconocimiento de los 

agentes policiales por parte de los testigos presenciales, necesaria a efectos de que dichos testigos 

identificaran, de ser el caso, cuáles de los agentes realizaron los disparos. Asimismo, no consta que 

las autoridades realizaran otras experticias que podrían haber brindado mayores elementos técnicos 

para aclarar las discrepancias entre las diversas versiones de lo ocurrido, como por ejemplo, el 

análisis de los vehículos, tanto el que transportó a Igmar Landaeta al centro médico, como el 

supuesto vehículo blanco detrás del que se habría escondido el mismo durante el presunto 

enfrentamiento, según ciertas declaraciones de testigos (supra párrs. 63 y 65). Tampoco se realizó 

diligencia alguna que desvirtuara la controversia en relación con la forma en que se llevó a cabo el 

segundo disparo que provocó la muerte de Igmar Landaeta.  

236. En virtud de lo expuesto, el Tribunal considera que, la falta de exhaustividad en el tratamiento 

de la escena del crimen y de la autopsia, las falencias en la preservación de la zona de los hechos, así 

como la ausencia de otras diligencias de importancia o la realización deficiente de algunas de ellas, 

demuestran falta de diligencia del Estado en la recuperación y preservación de material probatorio. 

Todo ello generó la carencia de elementos técnicos certeros e imprescindibles ante las versiones 

contradictorias de los hechos (supra párrs. 60 a 68), y derivó en la imposibilidad del esclarecimiento 

de la verdad de lo ocurrido. 

B.2.2 Proceso penal y plazo razonable por la muerte de Igmar Landaeta 

[…] 

249. Con base en lo anterior, este Tribunal concluye que el Estado ha incurrido en una falta de la 

razonabilidad del plazo en relación con la investigación y sustanciación del proceso penal por la muerte 

de Igmar Landaeta, en contravención del artículo 8 de la Convención Americana.  

B.2.3 Conclusión respecto de Igmar Landaeta 

250. La Corte concluye que, con respecto a las investigaciones y el proceso penal incoado por la 

muerte de Igmar Landaeta, el Estado no llevó a cabo una averiguación exhaustiva y diligente, siguiendo 

líneas conjuntas de investigación en relación con la muerte de su hermano Eduardo Landaeta, que 

permitieran la obtención de suficientes elementos técnicos, consistentes, congruentes y fiables, con el 

fin de desvirtuar las posiciones contradictorias asumidas por las autoridades judiciales, lo cual incidió 

de manera relevante en la obstrucción del esclarecimiento de los hechos en el fuero interno y en la 

determinación de las responsabilidades correspondientes. De igual manera, el Tribunal concluye que el 

Estado no proveyó un recurso judicial efectivo a los familiares de Igmar Landaeta, debido a la 

existencia de ciertos retrasos procesales en la prosecución del caso, así como a la falta de motivación y 

análisis completo y exhaustivo sobre la necesidad y proporcionalidad respecto a la actuación de los 

agentes en cumplimiento de un deber o en el ejercicio de la legítima defensa, con el fin de esclarecer 
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los hechos y sancionar a los responsables de considerarse pertinente. En consecuencia, esta Corte 

considera que el Estado es responsable internacionalmente por la violación de los derechos 

establecidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en perjuicio de los familiares de 

Igmar Landaeta (infra párr. 294). 

B.3 Debida diligencia y plazo razonable durante las investigaciones y el proceso penal relativo a la 

muerte de Eduardo José Landaeta Mejías 

[…] 

B.3.1 Obligación de investigar la muerte de una persona bajo custodia del Estado 

253. Conforme a lo señalado por la jurisprudencia de la Corte y a la luz del deber de investigar del 

Estado, cuando se trata de la muerte de una persona que se encontraba bajo su custodia, como en el 

presente caso, las autoridades correspondientes tienen el deber de investigar los hechos, a través de 

todos los medios legales disponibles para la determinación de la verdad y para lograr el 

enjuiciamiento y castigo, de considerarse pertinente, de todos los responsables de los hechos, 

especialmente cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales. De igual manera, el 

Tribunal reitera su jurisprudencia en cuanto al deber de tutela judicial, agregando que, en el caso de 

que se trate de un niño, el deber de combatir la impunidad por todos los medios legales disponibles 

se ve acentuada. Asimismo, la Corte ya ha señalado que el Estado tiene la obligación de proveer una 

explicación inmediata, satisfactoria y convincente ante la muerte de cualquier individuo bajo su 

custodia (supra párr. 183). 

254. Adicionalmente a lo establecido por este Tribunal y por los estándares internacionales para 

casos de muertes violentas (supra párr. 227), la Corte considera pertinente enfatizar que en casos de 

muertes en custodia de agentes estatales, el Estado debe guiar su actuación tomando en cuenta 

ciertos criterios específicos relevantes, inter alia: i) una investigación ex officio, completa, imparcial e 

independiente, tomando en cuenta el grado de participación de todos los agentes estatales; ii) 

brindar a la investigación un cierto grado de escrutinio público en razón del interés público que 

podría generarse en virtud de la calidad de los presuntos agentes involucrados; iii) apersonarse 

inmediatamente a la escena de los hechos y darle tratamiento de una escena del crimen, así como 

preservarla con el fin de proteger toda evidencia y realizar pruebas balísticas cuando armas de fuego 

hayan sido utilizadas , especialmente por agentes del Estado; iv) identificar si el cuerpo ha sido 

tocado o movido y establecer la secuencia de eventos que podrían haber llevado a la muerte , así 

como llevar a cabo un examen preliminar del cuerpo para asegurar cualquier evidencia que podría 

perderse al manipularlo y transportarlo , y v) realizar una autopsia por profesionales capacitados que 

incluyan cualquier prueba que indique presuntos actos de tortura por agentes estatales.  

B.3.2 Las diligencias iniciales de investigación 

[…] 

256. No obstante lo anterior, existieron otras diligencias que no se practicaron, que fueron 

ampliadas o complementadas muchos años después de los hechos (infra párr. 259). De igual 

manera, este Tribunal verifica que durante el transcurso de la investigación algunas diligencias 

iniciales presentaron omisiones e irregularidades relevantes, a saber: 

a) con motivo de que la autopsia presentó una serie de omisiones, el Juzgado solicitó su 

ampliación en el año 2006, al no haberse recuperado todos los proyectiles sin orifico de 

salida del cuerpo de Eduardo Landaeta (supra párr. 109). Asimismo, dicha diligencia sólo 
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estableció la causa de muerte y mencionó de manera general otras lesiones observadas 

(supra párr. 102), sin llevar a cabo un análisis detallado de las mismas, de cuya descripción 

no se pudo obtener mayor detalle a efectos de analizar si podrían haber sido causadas 

durante el momento de la detención ilegal y arbitraria de Eduardo Landaeta. De igual 

manera, la Corte considera que la autopsia no cumplió con los requisitos mínimos a efectos 

de establecer con detalle la hora, fecha, causa y forma de la muerte de Eduardo Landaeta, ni 

de determinar cómo ocurrieron los hechos, respetando ciertas formalidades básicas, y 

concluye que la autopsia practicada, adolece de las mismas omisiones, inter alia, ya 

reconocidas para el caso de Igmar Landaeta por el perito José Pablo Baraybar (supra párr. 

232);  

b) no consta en el expediente ante la Corte el acordonamiento de la escena del crimen con el 

objetivo de preservar las pruebas que en ella podrían haberse encontrado. En este sentido, 

el Tribunal constata que dicha falencia influyó en la imposibilidad de la recolección de todos 

los casquillos y proyectiles impactados en el cuerpo de Eduardo Landaeta, quien habría 

recibido 15 impactos de bala;  

c) la pericia de reconocimiento legal de cinco proyectiles, nueve conchas de bala, y otros 

objetos, recuperados de la escena del crimen y del cuerpo de Eduardo Landaeta se realizó en 

julio de 1998, sin embargo, sólo concluyó que las nueve conchas encontradas eran de calibre 

7,65 mm y no determinó las armas de procedencia de los proyectiles encontrados, por lo 

que no se realizó una comparación balística entre estos, encontrados en el cuerpo de 

Eduardo Landaeta, y las armas utilizadas por los agentes , y  

d) siendo que el tipo de armamento utilizado por los agentes policiales presuntamente se 

habría extraviado, no se solicitó información precisa sobre el mismo, sino hasta el año 2004. 

257. La Corte ha señalado que las actuaciones más próximas al suceso, debidamente realizadas por 

las autoridades encargadas de la investigación, suelen arrojar indicios más adecuados que favorecen 

a la identificación de elementos probatorios para el caso. Por tanto, este Tribunal considera que las 

omisiones cometidas durante las primeras diligencias han generado la obstaculización de la 

investigación, en contravención del deber de investigar con debida diligencia. 

B.3.3 Proceso penal y plazo razonable por la muerte de Eduardo Landaeta 

[…] 

B.3.3.1 Diligencias e irregularidades durante el proceso penal 

[…] 

264. En virtud de lo señalado, esta Corte considera que si bien al inicio de las investigaciones se 

llevaron a cabo diversas diligencias, algunas de ellas presentaron falencias. En este sentido, las 

diligencias complementarias o ampliatorias fueron realizadas entre ocho y doce años después de los 

hechos, afectando con ello la inmediatez de la prueba y la obtención de información fidedigna, lo 

que implicó la pérdida de prueba o la imposibilidad de su recolección, debido al paso del tiempo. 

Asimismo, el Tribunal verifica la falta de actuación de pruebas sustanciales a pesar de las solicitudes 

del señor Ignacio Landaeta Muñoz y de la Fiscalía (supra párr. 259), que podrían contribuir al 

esclarecimiento de los hechos. De igual modo, la Corte considera que la ausencia de diligencias con 

el fin de desvirtuar la versión sobre la interceptación de los encapuchados, así como la falta de 

investigación conjunta tomando en cuenta los hechos de la muerte de Igmar Landaeta y una serie de 
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irregularidades en el proceso, demuestran una falta de efectividad en el actuar del Estado con el fin 

de alcanzar la verdad y sancionar a los responsables. 

[…] 

271. Asimismo, el Tribunal observa que la investigación de una muerte en custodia puede revelar un 

patrón o práctica directa o indirectamente vinculada con ella. En tales situaciones, la investigación 

debe hacer frente a las posibles causas de raíz y prevenir este tipo de incidentes. A ese respecto, los 

Estados deben: a) recabar la información esencial relativa a las personas bajo custodia, tales como el 

tiempo y lugar de su detención; b) el estado de su salud a su llegada al lugar de detención; c) el 

nombre de las personas responsables de mantenerlos en custodia, o en el momento, y d) el lugar de 

su interrogatorio debe ser registrado y puesto a disposición de procedimientos judiciales o 

administrativos. 

B.3.5 Conclusión respecto de Eduardo Landaeta 

275. La Corte concluye que con respecto a las investigaciones y el proceso penal incoado por la 

muerte de Eduardo Landaeta, el Estado no llevó a cabo una averiguación diligente debido a falencias 

durante la recolección de pruebas, las cuales implicaron la actuación de diligencias de importancia 

más de ocho años después de sucedidos los hechos. Asimismo, el Tribunal concluye que el Estado no 

siguió líneas conjuntas de investigación en relación con la muerte de Igmar Landaeta, a pesar de los 

indicios de conexidad existentes entre ambas muertes. De igual manera, este Tribunal considera que 

el proceso penal presentó serios retrasos procesales e irregularidades destacadas por las propias 

autoridades internas, por lo que no se ha llevado a cabo en un plazo razonable, con el fin de 

esclarecer los hechos y sancionar a los responsables. Finalmente, la Corte concluye que el Estado no 

llevó a cabo ningún tipo de averiguación en virtud de la detención ilegal y arbitraria de Eduardo 

Landaeta ni por los indicios de tortura durante su detención. En consecuencia, este Tribunal 

considera que el Estado es responsable internacionalmente por la violación de los derechos 

establecidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en perjuicio de los familiares de 

Eduardo Landaeta (infra párr. 294).  

EN EL TRATAMIENTO DE CADÁVERES DEBEN REALIZARSE 

DILIGENCIAS PARA LA CONSERVACIÓN DE LA PRUEBA QUE 

CONTRIBUYA AL ÉXITO DE LA INVESTIGACIÓN 

 

Corte IDH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292  

X 
DERECHOS A LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL, EN RELACIÓN CON LAS 

OBLIGACIONES DE RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS Y DE ADOPTAR 
DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO 

 

[…] 

B. Primeras diligencias y aseguramiento inicial del material probatorio 

[…] 
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367. La Corte ha sostenido que, en el manejo de la escena de los hechos y el tratamiento de los 

cadáveres, deben realizarse las diligencias mínimas e indispensables para la conservación de los 

elementos de prueba y evidencias que puedan contribuir al éxito de la investigación. La Corte 

advierte que, incluso en una situación de conflicto armado, el derecho internacional humanitario 

prevé obligaciones mínimas de debida diligencia relativas al correcto y adecuado levantamiento de 

cadáveres y los esfuerzos que deben adelantarse para su identificación o inhumación con el fin de 

facilitar su identificación posterior.  

368. La Corte nota que las obligaciones anteriores deben realizarse inmediatamente, siempre que las 

circunstancias lo permitan. En el presente caso las autoridades consideraron que el levantamiento 

de cadáveres no debía realizarse inmediatamente por cuestiones de seguridad (supra párrs. 168 y 

169). Aún asumiendo que las circunstancias no permitían realizar dichas diligencias bajo condiciones 

de seguridad, era exigible, sin embargo, para el Estado realizar dicha diligencia a la mayor brevedad 

apenas finalizado el operativo de rescate y de manera acuciosa y diligente.  

369. En efecto, en circunstancias como las presentes, en que la información relativa a la forma en 

que murió una persona producto del uso de la fuerza letal por parte de agentes estatales está en 

manos de los propios funcionarios o autoridades estatales, una investigación adecuada que asegure 

garantías mínimas de independencia y efectividad se torna ineludible.  

374. La Corte considera que en el caso en concreto la actuación de las autoridades militares y 

policiales careció de mínima diligencia, lo que tuvo y tiene efectos concretos en la investigación de 

estos hechos que no se corrigen o subsanan por el simple hecho de que posteriormente se hayan 

realizado pruebas forenses cuando los hechos fueron investigados en el fuero común. 

EN ARAS DE GARANTIZAR EFECTIVIDAD EN LA 

INVESTIGACIÓN SE DEBEN EVITAR OMISIONES EN EL 

SEGUIMIENTO DE LÍNEAS LÓGICAS DE TAL INVESTIGACIÓN 

 

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333 

176. Esa obligación general [garantizar] se ve especialmente acentuada en casos de uso de la fuerza 

letal por parte de agentes estatales. Una vez que se tenga conocimiento de que los agentes de 

seguridad han hecho uso de armas de fuego con consecuencias letales, el Estado también está 

obligado a determinar si la privación de la vida fue arbitraria o no. Esta obligación constituye un 

elemento fundamental y condicionante para la protección del derecho a la vida que se ve anulado 

en esas situaciones.  

177. En casos en que se alega que ocurrieron ejecuciones extrajudiciales es fundamental que los 

Estados realicen una investigación efectiva de la privación arbitraria del derecho a la vida reconocido 

en el artículo 4 de la Convención, orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, 

captura, enjuiciamiento y, eventual, sanción de los autores de los hechos. Este deber se hace más 

intenso cuando están o pueden estar involucrados agentes estatales que detienen el monopolio del 

uso de la fuerza. Además, si los hechos violatorios a los derechos humanos no son investigados con 

seriedad, resultarían, en cierto modo, favorecidos por el poder público, lo que compromete la 

responsabilidad internacional del Estado.  

179. El cumplimiento de la obligación de emprender una investigación seria, imparcial y efectiva de 

lo ocurrido, en el marco de las garantías del debido proceso, ha involucrado también un examen del 
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plazo de dicha investigación y de “los medios legales disponibles” a los familiares de la víctima 

fallecida, para garantizar que sean escuchados, así como que puedan participar durante el proceso 

de investigación. 

180. La Corte ha establecido que, en aras de garantizar su efectividad, en la investigación de 

violaciones de los derechos humanos se deben evitar omisiones en la recaudación de prueba y en el 

seguimiento de líneas lógicas de investigación. Al respecto, la Corte ha precisado que, cuando los 

hechos se refieren a la muerte violenta de una persona, la investigación iniciada debe ser conducida 

de tal forma que pudiese garantizar el debido análisis de las hipótesis de autoría surgidas a raíz de la 

misma. En este punto, cabe recordar que no corresponde a la Corte analizar las hipótesis de autoría 

manejadas durante la investigación de los hechos y en consecuencia determinar responsabilidades 

individuales, cuya definición compete a los tribunales penales internos, sino evaluar las acciones u 

omisiones de agentes estatales, según la prueba presentada por las partes. De igual modo, no 

compete a la Corte sustituir a la jurisdicción interna, estableciendo las modalidades específicas de 

investigación y juzgamiento en un caso concreto para obtener un mejor o más eficaz resultado, sino 

constatar si en los pasos efectivamente dados a nivel interno se violaron o no obligaciones 

internacionales del Estado derivadas de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. 

LA FALTA DE DILIGENCIA TIENE COMO CONSECUENCIA LA 

AFECTACIÓN INDEBIDA DE LA POSIBILIDAD DE OBTENER 

PRUEBAS, CON LO CUAL SE CONTRIBUYE A LA IMPUNIDAD 

 

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333 

181. La Corte recuerda que la falta de diligencia tiene como consecuencia que conforme el tiempo 

vaya transcurriendo, se afecta indebidamente la posibilidad de obtener y presentar pruebas 

pertinentes que permitan esclarecer los hechos y determinar las responsabilidades que 

correspondan, con lo cual el Estado contribuye a la impunidad. 

DEBIDA DILIGENCIA EN INVESTIGACIÓN MÉDICO-LEGAL DE 

UNA MUERTE, EXIGE EL MANTENIMIENTO DE LA CADENA 

DE CUSTODIA DE ELEMENTOS DE PRUEBA FORENSE 

 

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333 

182. Además, la debida diligencia en una investigación médico-legal de una muerte exige el 

mantenimiento de la cadena de custodia de todo elemento de prueba forense. Ello consiste en llevar 

un registro escrito preciso, complementado, según corresponda, por fotografías y demás elementos 

gráficos para documentar la historia del elemento de prueba a medida que pasa por las manos de 

diversos investigadores encargados del caso.  

LA EFICIENTE DETERMINACIÓN DE LA VERDAD, EN EL 

MARCO DE LA OBLIGACIÓN DE INVESTIGAR UNA MUERTE, 

DEBE MOSTRARSE DESDE LAS PRIMERAS DILIGENCIAS 
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Corte IDH. Caso Ortiz Hernández y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 22 de agosto de 2017. Serie C No. 338  

B.2.a Las diligencias que tuvieron lugar en el marco de los procesos penales 

156. En el presente caso, la debida diligencia en la investigación debe evaluarse en relación con la 

necesidad de determinar la veracidad de las hipótesis fácticas existentes en el proceso sobre lo 

ocurrido, es decir, si la pesquisa permitió un esclarecimiento judicial de los hechos y una eventual 

calificación jurídica de los mismos acorde con lo sucedido. Por lo tanto, corresponde a esta Corte 

determinar si las falencias alegadas por las representantes y la Comisión, en relación con el conjunto 

de las diligencias efectuadas por el Estado, incidieron de manera determinante en el esclarecimiento 

de las circunstancias del caso.  

157. En esta línea, cabe destacar que la Corte ha establecido que la eficiente determinación de la 

verdad, en el marco de la obligación de investigar una muerte, debe mostrarse desde las primeras 

diligencias con toda acuciosidad. En la investigación de la muerte violenta de una persona, es crucial 

la importancia que tienen las primeras etapas de la investigación y el impacto negativo que las 

omisiones e irregularidades en tales etapas puede tener en las perspectivas reales y efectivas de 

esclarecer el hecho. 

DILIGENCIAS QUE, COMO MÍNIMO, DEBEN REALIZAR LAS 

AUTORIDADES ESTATALES QUE CONDUCEN UNA 

INVESTIGACIÓN SOBRE UNA MUERTE VIOLENTA 

 

Corte IDH. Caso Ortiz Hernández y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 22 de agosto de 2017. Serie C No. 338  

158. En este sentido, este Tribunal ha especificado los principios rectores que es preciso observar en 

una investigación cuando se está frente a una muerte violenta, tal como se desprende de los hechos 

del presente caso. Las autoridades estatales que conducen una investigación de este tipo deben 

realizar como mínimo, inter alia: i) identificar a la víctima; ii) recuperar y preservar material 

probatorio relacionado con la muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación de 

los responsables; iii) identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con la 

muerte que se investiga; iv) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así como 

cualquier patrón o práctica que pueda haber causado la muerte, y v) distinguir entre muerte natural, 

muerte accidental, suicidio y homicidio. Las autopsias y análisis de restos humanos deben realizarse 

en forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados.  

159. De igual manera, la Corte ha establecido que es necesario investigar exhaustivamente la escena 

del crimen y deben realizarse algunas diligencias mínimas para la conservación de los elementos de 

prueba y evidencias que puedan contribuir al éxito de la investigación. En este sentido, los 

estándares internacionales señalan que, en relación con la escena del crimen, los investigadores 

deben, como mínimo: fotografiar dicha escena, cualquier otra evidencia física y el cuerpo como se 

encontró y después de moverlo; recoger y conservar todas las muestras de sangre, cabello, fibras, 

hilos u otras pistas; examinar el área en busca de huellas de zapatos o cualquier otra que tenga 

naturaleza de evidencia, y hacer un informe detallando cualquier observación de la escena, las 

acciones de los investigadores y la disposición de toda evidencia coleccionada.  
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160. Adicionalmente a lo establecido para casos de muertes violentas, la Corte ha especificado que, 

en casos de muertes en custodia de agentes estatales, el Estado debe guiar su actuación 

considerando ciertos criterios específicos relevantes, inter alia: i) una investigación ex officio, 

completa, imparcial e independiente, tomando en cuenta el grado de participación de todos los 

agentes estatales; ii) brindar a la investigación un cierto grado de escrutinio público en razón del 

interés público que podría generarse en virtud de la calidad de los presuntos agentes involucrados; 

iii) apersonarse inmediatamente a la escena de los hechos y darle tratamiento de una escena del 

crimen, así como preservarla con el fin de proteger toda evidencia y realizar pruebas balísticas 

cuando hayan sido utilizadas armas de fuego, especialmente por agentes del Estado; iv) identificar si 

el cuerpo ha sido tocado o movido y establecer la secuencia de eventos que podrían haber llevado a 

la muerte, así como llevar a cabo un examen preliminar del cuerpo para asegurar cualquier evidencia 

que podría perderse al manipularlo y transportarlo, y v) realizar una autopsia por profesionales 

capacitados que incluyan cualquier prueba que indique presuntos actos de tortura por agentes 

estatales. 

161. Sobre este punto, el Manual de Naciones Unidas sobre la Prevención e Investigación eficaces de 

las Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o Sumarias (“Protocolo de Minnesota”) , aplicable en toda 

investigación de muertes violentas, súbitas, inesperadas y sospechosas, incluidos los casos en que se 

sospeche que ha habido una ejecución extralegal, arbitraria o sumaria, indica que la debida 

diligencia en una investigación médico-legal de una muerte exige el mantenimiento de la cadena de 

custodia de todo elemento de prueba forense, inclusive más allá del juicio y la condena del autor, 

dado que las pruebas antiguas, debidamente preservadas, podrían servir para el sobreseimiento de 

una persona condenada erróneamente. 

LA INVESTIGACIÓN RESULTA INSUFICIENTE, LO QUE 

CONLLEVA LA VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO DE DEBIDA 

DILIGENCIA EN CASOS DE MUERTES VIOLENTAS 

 

Corte IDH. Caso Ortiz Hernández y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 22 de agosto de 2017. Serie C No. 338  

170. Lo expuesto precedentemente implica que, más allá del análisis que corresponda realizar a las 

autoridades internas sobre las hipótesis de autoría manejadas durante la investigación de los hechos 

para la determinación de las responsabilidades individuales, al evaluar las acciones u omisiones de 

agentes estatales según la prueba presentada por las partes, esta Corte ha llegado a la conclusión de 

que, al no evacuar determinadas líneas investigativas, el Estado, a través de los órganos 

responsables de la conducción de las pesquisas, no brindó una explicación fiable en relación con lo 

ocurrido con Johan Alexis Ortiz Hernández el 15 de febrero de 1998, de modo tal que no procuró 

genuinamente el esclarecimiento de toda la verdad de lo ocurrido. Por último, cabe destacar que 

tampoco se ha garantizado un mínimo escrutinio público. Un claro ejemplo de ello es que los propios 

padres recién pudieron tener acceso a las actuaciones un año después de iniciada la investigación.  

171. De esta forma, cabe concluir que el Estado no ha dado cumplimiento a su deber de garantizar 

una investigación que permita dilucidar la verdad de lo acontecido. Por el contrario, es factible 

afirmar que los órganos encargados de la investigación en el ámbito interno se han apartado de los 

estándares exigidos para este tipo de supuestos lo que, en su conjunto, ha imposibilitado que se 

brinde una explicación satisfactoria y convincente de lo ocurrido en relación con la muerte del señor 

Ortiz Hernández. Si bien no existen elementos suficientes para certificar que dicho apartamiento se 
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produjo de manera deliberada, esta Corte concluye que la tarea de investigación desarrollada 

resulta insuficiente, lo que conlleva la vulneración del principio de debida diligencia exigido por el 

Tribunal en casos de muertes violentas y en custodia de agentes estatales y, por consiguiente, la 

violación del derecho de acceso a la justicia reconocido en la Convención Americana, en perjuicio de 

los progenitores de Johan Alexis Ortiz Hernández. 

LOS HECHOS PERMANECEN EN IMPUNIDAD, POR LO QUE 

EL ESTADO NO GARANTIZÓ EL ACCESO A LA JUSTICIA, 

VIOLANDO LOS ARTÍCULOS 8.1 Y 25. DE LA CONVENCIÓN 

 

Corte IDH. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 349  

184. Esta Corte ha sostenido que la protección judicial “constituye uno de los pilares básicos de la 

Convención Americana y del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática”. La Corte ha 

señalado que “los artículos 8 y 25 de la Convención también consagran el derecho al acceso a la 

justicia, norma imperativa del Derecho Internacional”. Asimismo, el principio de tutela judicial 

efectiva requiere que los procedimientos judiciales sean accesibles para las partes, sin obstáculos o 

demoras indebidas, a fin de que alcancen su objetivo de manera rápida, sencilla e integral. Aunado a 

lo anterior, este Tribunal ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación 

de los Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial 

efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales, reconocidos ya sea en la 

Constitución, en las leyes o en la Convención.  

185. Por otra parte, la Corte ha señalado de manera consistente que el deber de investigar es una 

obligación de medios y no de resultados, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico 

propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una 

mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus 

familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. Además, la investigación debe ser 

seria, objetiva y efectiva, y estar orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, 

captura, y eventual enjuiciamiento y castigo de los autores de los hechos. Asimismo, la debida 

diligencia exige que el órgano que investiga lleve a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones 

necesarias para procurar el resultado que se persigue.  

192. En vista de ello, la Corte considera que, en el presente caso, las falencias, retrasos y omisiones 

en la investigación penal demuestran que las autoridades estatales no actuaron con la debida 

diligencia ni con arreglo a las obligaciones de investigar y de cumplir con una tutela judicial efectiva 

dentro de un plazo razonable, en función de garantizar el esclarecimiento de los hechos y 

determinación de las respectivas responsabilidades. Luego de aproximadamente 17 años, los hechos 

del presente caso permanecen en la impunidad. Por tanto, este Tribunal considera que el Estado no 

garantizó el acceso a la justicia, en contravención de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los familiares del señor 

Poblete Vilches. 

LA INVESTIGACIÓN INADECUADA DEL HOMICIDIO 

CONSTITUYE, EN SÍ MISMA, UNA VIOLACIÓN A LA 

OBLIGACIÓN DE GARANTIZAR EL DERECHO A LA VIDA 
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Corte IDH. Caso Carvajal Carvajal y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 13 de marzo de 2018. Serie C No. 352 

164. Asimismo, este Tribunal resaltó que investigar los casos de violaciones al derecho a la vida 

constituye un elemento central al momento de determinar la responsabilidad internacional del 

Estado y que esa obligación se desprende de la garantía del artículo 1.1 de la Convención y si se 

llegare a comprobar cualquier carencia o defecto en la investigación que perjudique la eficacia para 

establecer la causa de la muerte o identificar a los responsables, implicará que no se cumpla con la 

obligación de proteger el derecho a la vida. En ese mismo sentido, el Tribunal indicó que la ausencia 

de mecanismos efectivos de investigación de violaciones del derecho a la vida y la debilidad de los 

sistemas de justicia para afrontar dichas violaciones pueden propiciar, en los Estados, un clima de 

impunidad respecto de las mismas, y, en ciertos contextos y circunstancias, pueden llegar a 

configurar situaciones generalizadas o graves esquemas de impunidad, estimulando y perpetuando, 

así, la repetición de las violaciones.  

165. En el presente caso, resulta pertinente recordar que, en el capítulo de esta Sentencia sobre el 

derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial, la Corte llegó a la determinación que el 

Estado había violado su obligación de investigar y de procesar el homicidio de Nelson Carvajal (supra 

párr. 153). Además, el Tribunal ha advertido la gravedad de la impunidad en el presente caso puesto 

que, transcurridos cerca de 20 años, la investigación no ha concluido y no ha determinado personas 

responsables de la muerte de Nelson Carvajal (supra párr. 115). Sobre este punto, este Tribunal ha 

señalado que las falencias en la investigación interna o su falta de conclusión no obstan a que la 

Corte determine que el Estado irrespetó el derecho a la vida, siempre que existan elementos de 

juicio suficientes que permitan arribar a esa conclusión. Es así como, la Corte, en otros casos ha 

determinado violado el derecho a la vida a partir de indicios de participación en los hechos de 

agentes estatales no desvirtuados por investigaciones internas.  

166. Por otra parte, la Corte advierte que el capítulo de Hechos de esta Sentencia se refirió al 

contexto de homicidios contra periodistas que se producía y seguía produciendo durante la época en 

la cual ocurrió el homicidio de Nelson Carvajal (supra Capítulo VI.A.1). Del mismo modo, en ese 

apartado, se pudo verificar que ese contexto de homicidios de periodistas iba acompañado por altos 

índices de impunidad y de investigaciones que no desembocaban en la determinación y 

procesamiento de los responsables y que por ende seguían en la impunidad (supra Capítulo VI.A.2). 

Ese marco fáctico y contextual no fue puesto en duda por el Estado colombiano en su litigio ante 

esta Corte. Por el contrario, el Estado en el litigio del presente caso reconoció la ocurrencia del 

mismo (supra párr. 25). 

167. Con respecto a lo anterior, el Tribunal recuerda que, en el capítulo de Hechos indicó que en el 

año 1998, Colombia ocupó el primer lugar en la lista mundial de periodistas ejecutados, siendo 

catalogado como el “lugar más mortífero para la prensa en el mundo". Entre 1977 y 2015 fueron 

ejecutados un total de 152 periodistas colombianos en razón de su oficio, y más de la tercera parte 

de estos homicidios ocurrieron entre los años 1996 y 2005 (supra párr. 26). Por otro lado, se señaló 

que durante la década de los años 90 el conflicto armado y una ola de violencia criminal generaban 

un clima de creciente temor e intimidación para la prensa, en el cual los diversos actores del 

conflicto usaron a los periodistas como blanco por sus críticas, sus denuncias o por informar sobre 

temas sensibles, especialmente la violencia vinculada al narcotráfico (supra párr. 27). Además, se 

mencionó que los periodistas regionales y locales colombianos han estado más cercanos a las 

confrontaciones bélicas, a los actores violentos y en medio de zonas en donde el dominio territorial 
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estaba en disputa entre actores ilegales y el Estado o eran circuitos de circulación del narcotráfico y 

la delincuencia organizada (supra párr. 31). En ese sentido, se ha indicado que por su cercanía a los 

contextos de intensa violencia política y armada, los medios locales y regionales eran más 

vulnerables a sufrir agresiones, presiones o persecuciones por los actores del conflicto y la guerra 

(supra párr. 32).  

168. Asimismo, según fue señalado (supra párr. 34), la justicia colombiana ha experimentado 

dificultades a la hora de investigar a los responsables de las agresiones contra periodistas, siendo 

que la excesiva duración de las mismas agrava el efecto de la impunidad por estos hechos de 

violencia. Se hizo también referencia al hecho que, de los 152 casos de periodistas ejecutados en el 

período de 1977 a 2015, 99% de los casos de homicidios a periodistas se encuentran en la impunidad 

debido a que no se ha condenado a todos los responsables de estos hechos (supra párr. 34).  

169. Con respecto al presente caso, cabe recordar, en lo que respecta a la muerte por homicidio de 

Nelson Carvajal, que ni el Estado ni los representantes han puesto en duda que ésta se encuentra 

vinculada con su labor de periodista. Por el contrario, esa hipótesis fue también asumida por la 

Fiscalía desde las primeras etapas de la investigación del homicidio de Nelson Carvajal (supra párrs. 

54 y 146). Sobre ese punto es pertinente recordar que la Fiscalía Seccional 22 encargada de la 

investigación por su homicidio, indicó que, “de lo esbozado hasta el momento, puede deducirse que 

el homicidio del periodista […] Nelson Carvajal Carvajal, fue con ocasión o caus[a] de su profesión, en 

especial por la modalidad de denuncia que él había aportado” (supra párr. 54).  

170. Por las consideraciones anteriores, la Corte encuentra que el homicidio de Nelson Carvajal 

Carvajal se inscribe dentro de un contexto generalizado de impunidad por los homicidios de 

periodistas que ocurrían en la época de los hechos del presente caso en Colombia. En ese sentido, y 

en particular en ese marco contextual, la investigación inadecuada del homicidio de Nelson Carvajal 

por parte de las autoridades colombianas constituye, en sí misma, una violación a la obligación de 

garantizar el derecho a la vida del Nelson Carvajal. Por tanto, el Estado colombiano es responsable 

por la falta al deber de garantía del derecho a la vida, contenido en el artículo 4.1 de la Convención 

Americana, en relación con los artículos 1.1, 8 y 25 del mismo instrumento, en perjuicio de Nelson 

Carvajal Carvajal. 

7.2. Derechos Políticos (23 de la Convención) 

NO SE HA DEMOSTRADO QUE MUERTE DE LÍDER INDÍGENA 

VIOLÓ SUS DERECHOS POLÍTICOS, CONSAGRADOS EN EL 

ARTÍCULO 23.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

 

Corte IDH. Caso Escué Zapata Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 

de julio de 2007. Serie C No. 165 

121. La Corte analizará la alegada violación del artículo 23.1 de la Convención en relación con el 

artículo 4.1 de la misma, únicamente en perjuicio del señor Germán Escué Zapata, puesto que se 

trata de una cuestión de derecho que los representantes presentaron desde su primer escrito. La 

alegada violación de los derechos políticos de la Comunidad o sus miembros no será analizada, 

puesto que se trata de la inclusión de nuevas víctimas que no fueron identificadas por la Comisión en 

el momento procesal oportuno.  
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122. La justificación de la alegada violación al artículo 23 en perjuicio del señor Escué Zapata consiste 

en que con su muerte se le impidió ejercer su “autoridad de gobierno indígena”. Conforme a la 

jurisprudencia del Tribunal, “la privación arbitraria de la vida suprime a la persona humana, y, por 

consiguiente, no procede, en esta circunstancia, invocar la supuesta violación […] de otros derechos 

consagrados en la Convención Americana”. Además, los derechos políticos establecidos en el 

artículo 23 de la Convención Americana tienen, al igual que los demás derechos protegidos en la 

Convención, un contenido jurídico propio. En este caso, más allá de la muerte de la víctima, no se ha 

indicado otro hecho que vulnere ese contenido jurídico específico del artículo 23. 

123. En razón de lo anterior, el Tribunal concluye que no se ha demostrado una violación de los 

derechos consagrados en el artículo 23.1 de la Convención en perjuicio del señor Escué Zapata.  

124. Pese a lo dicho en los párrafos anteriores, la Corte reconoce que la pérdida de un líder para el 

Pueblo Paez significó una “desmembración y daño a la integridad de la colectividad; frustración ante 

la enorme confianza depositada en él para ayudarlos a realizar el buen vivir y, sentimientos de 

pérdida ante los esfuerzos colectivos realizados para que, apoyado por su [C]omunidad, pudiera 

actuar en desarrollo de su misión como persona especial”.  

125. Esta situación será analizada por el Tribunal al momento de dictar las reparaciones 

correspondientes, teniendo en cuenta que el propio Estado señaló que “las medidas de reparación 

que fueron ofrecidas por éste, como, por ejemplo, la recuperación de la memoria histórica de la 

víctima, la publicación de la [S]entencia y las obligaciones de no repetición[,] van encaminadas a 

reparar a la sociedad en su conjunto y dentro de ésta a los miembros de la Vereda de Vitoyó”.  

DERECHOS CONVENCIONALES PUEDEN VERSE AFECTADOS 

CUANDO EL OBJETIVO DE ATENTAR CONTRA LA VIDA ES 

IMPEDIR EL EJERCICIO DE TALES DERECHOS 

 

Corte IDH. Caso Pacheco León y otros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 15 de noviembre 2017. Serie C No. 342  

143. A continuación se exponen conceptos sobre el derecho a la vida y los derechos políticos, así 

como sobre la vinculación que entre ambos puede presentarse en ciertas circunstancias. Luego se 

examina si en el caso, en relación con la muerte del señor Pacheco, se han incumplido las 

obligaciones de respeto o garantía de los derechos mencionados. En cuanto al deber de respeto, se 

analiza si puede considerarse acreditada la intervención de agentes estatales respecto a la lesión de 

los derechos y si hay elementos de convicción suficientes para aseverar que, a tal efecto, hubo una 

instumentalización del poder público. Por último, se abordan otros alegatos sobre la lesión a 

derechos políticos.  

144. La Corte ha explicado que:  

el derecho a la vida juega un papel fundamental en la Convención Americana, por ser el 

presupuesto esencial para el ejercicio de los demás derechos. Los Estados tienen la 

obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se 

produzcan violaciones de este derecho inalienable y, en particular, el deber de impedir 

que sus agentes atenten contra él. La observancia del artículo 4, relacionado con el 

artículo 1.1 de la Convención Americana, no solo presupone que ninguna persona sea 

privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que 

los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a 
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la vida (obligación positiva), conforme al deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de 

los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción.  

145. Por otra parte, el artículo 23.1 de la Convención establece que todos los ciudadanos deben 

gozar de los siguientes derechos y oportunidades, los cuales deben ser garantizados por el Estado en 

condiciones de igualdad: i) a la participación en la dirección de los asuntos públicos, directamente o 

por representantes libremente elegidos; ii) a votar y a ser elegido en elecciones periódicas 

auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 

expresión de los electores, y iii) a acceder a las funciones públicas de su país.  

146. En términos generales, asiste razón al Estado cuando señala que de una violación al derecho a 

la vida no se desprende una violación a otros derechos convencionales (supra párr. 142). No 

obstante, en lo que atañe a este caso, debe recordarse que conforme la Corte ya ha señalado, 

cuando el objetivo del atentado contra la vida es impedir el ejercicio de otros derechos, inclusive 

políticos, tales derechos pueden verse afectados.  

147. En relación con la alegada violación del derecho a la vida, debe resaltarse que los 

representantes no adujeron una violación al deber de respetarlo en su escrito de solicitudes y 

argumentos, no obstante en los alegatos finales escritos afirmaron que agentes estatales 

participaron en la planeación y en la ejecución del homicidio del señor Pacheco León. Por su parte la 

Comisión sostuvo que existen indicios de que ciertas personas que al momento de los hechos eran 

agentes estatales, habrían estado implicadas en la muerte del señor Pacheco (supra párr. 132).  

148. La Corte ha advertido la gravedad de la impunidad en el presente caso (supra párr. 128) puesto 

que, transcurridos cerca de 16 años, la investigación no ha concluido y no ha determinado personas 

responsables de la muerte del señor Pacheco. No obstante, el hecho de que la impunidad de un caso 

impida conocer lo sucedido, no puede llevar siempre a este Tribunal a condenar automáticamente al 

Estado por el incumplimiento del deber de respeto. Además, no le corresponde a la Corte “analizar 

las hipótesis de autoría manejadas durante la investigación de los hechos […] y, en consecuencia, 

determinar responsabilidades individuales, cuya definición compete a los tribunales penales 

internos, sino evaluar las acciones u omisiones de agentes estatales”.  

149. Pero también este Tribunal ha señalado que las falencias en la investigación interna o su falta 

de conclusión no obstan a que la Corte determine que el Estado irrespetó el derecho a la vida, 

siempre que existan elementos de juicio suficientes que permitan arribar a esa conclusión. La Corte 

en otros casos ha determinado violado el derecho a la vida a partir de indicios de participación en los 

hechos estatales no desvirtuados por investigaciones internas. No obstante, se trató de 

circunstancias en que los indicios resultaban claros en cuanto a que personas pertenecientes a la 

estructura estatal, valiéndose en algún modo de la misma, habían tenido una intervención relevante 

en los hechos violatorios.  

150. En este caso, determinadas aseveraciones efectuadas por los representantes (supra párr. 135) 

no resultan suficientemente acreditadas. Así, no surge de los hechos que el homicidio no hubiera 

podido concretarse sin órdenes o conocimiento de mandos superiores de la estructura policial. Los 

representantes parecen desprender esta afirmación de la aducida falta de acción de unas patrullas 

policiales que supuestamente se encontraban cerca del lugar del hecho. Pese a la alusión de los 

representantes sobre varios testigos que observaron esto, es Jimy Pacheco en su declaración 

rendida ante la Corte que da cuenta de esa circunstancia, refiriéndose a una patrulla. En cualquier 

caso, la Corte entiende que la sola conducta de persona policial que conducía una patrulla policial no 
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resulta suficiente para desprender el involucramiento de la “estructura policial” como tal, o de sus 

“mandos superiores” en el homicidio.  

151. Los representantes también afirmaron que “ha sido probado” que dos diputados y un alcalde 

“planifica[ron] y coordina[ron]” el homicidio y que fue “presuntamente un policía” quien lo ejecutó. 

Como surge de los hechos (supra párr. 97) hubo indicios sobre la intervención de tales personas. No 

obstante también hubo señalamientos sobre otras personas que no eran agentes estatales (supra 

párrs. 97 a 99).  

152. Los representantes, al igual que la Comisión, adujeron que el homicidio tuvo un móvil político. 

La Corte destaca que, en efecto, en el ámbito de la investigación interna, surgieron señalamientos 

sobre personas que, estando relacionadas con la actividad política del señor Pacheco, habrían 

proferido amenazas o, de otro modo, mostrado conductas hostiles hacia él (supra párrs. 96, a 98, 

101, 102, 103 y 105). Algunas declaraciones aducían la supuesta actuación conjunta de distintas 

personas, algunas agentes estatales y otras que no lo eran, en la planificación del homicidio. Ello, no 

obstante, no permite per se descartar otras posibilidades. Además, si bien la conexión del homicidio 

con la actividad política-partidaria resulta plausible, ello no establece de manera automática una 

relación entre el homicidio y la responsabilidad estatal. Al respecto, la Corte advierte el argumento 

estatal de que los cargos que detentaban las personas supuestamente implicadas no fueron un 

medio necesario para poder llevar a cabo la muerte de Pacheco León (supra párr. 140), cuestión 

sobre la cual los representantes y la Comisión no desarrollaron argumentos. En definitiva, 

considerando lo expuesto, la Corte concluye que no cuenta con elementos para determinar la 

responsabilidad estatal a partir de entender que los autores del homicidio fueran agentes estatales 

que actuaran bajo el amparo del poder estatal.  

153. Este Tribunal no está afirmando, como algo cierto o indubitable, que no exista una relación 

entre el poder estatal y la muerte del señor Pacheco. La Corte sólo concluye que ello no ha sido 

demostrado en el marco el proceso judicial internacional y que no puede, por tanto, atribuir 

responsabilidad a Honduras por incumplir su deber de respetar la vida del señor Pacheco.  

154. Sentado lo anterior, debe examinarse la observancia del deber de garantía, considerando la 

posible conexión del derecho a la vida y el ejercicio de los derechos políticos.  

155. En ese sentido, los derechos políticos implican el “derecho a tener una oportunidad real de 

ejercer el cargo para el cual el funcionario ha sido electo. Para esto, el Estado tiene la 

responsabilidad de adoptar medidas efectivas para garantizar las condiciones necesarias para su 

pleno ejercicio”. Entre los deberes que la creación de tales condiciones efectivas conllevan, se 

encuentra, de ser el caso, prevenir afrentas a la vida de una persona por su actividad política. La 

Corte entiende que las consideraciones anteriores son extensivas también a las etapas previas a la 

designación de una persona en un cargo público, tales como campañas electorales u otras instancias 

de postulación a tales cargos, pues en dichas etapas también se manifiesta el ejercicio de los 

derechos políticos, siendo las mismas necesarias para el acceso a la función pública. Por tanto, si 

bien es cierto lo señalado por el Estado en cuanto a que el señor Pacheco León no había asumido 

como diputado y, conforme también adujo Honduras, tampoco consta que hubiera problemas en la 

inscripción de la candidatura correspondiente, ello no obsta a que se examine si se vulneraron sus 

derechos políticos ni a considerar, de ser el caso, que ello puede estar asociado a la inobservancia de 

deberes respecto al derecho a la vida.  
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156. En relación con el deber de garantía, este Tribunal ha señalado que del artículo 1.1. de la 

Convención derivan deberes especiales, determinables en función de las particulares necesidades de 

protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en 

que se encuentre. Así, de la obligación de garantía se desprende un deber de medio o de 

comportamiento, no de resultado, de prevenir que particulares vulneren bienes protegidos por 

derechos plasmados en el tratado. Por otra parte, la Corte ha dicho también que “es indispensable 

que el Estado genere las condiciones y mecanismos óptimos para que [los] derechos políticos 

puedan ser ejercidos de forma efectiva”. 

157. Al respecto, la Corte ha tenido oportunidad de señalar que determinadas personas, por sus 

actividades, pueden estar en una situación de particular vulnerabilidad y requerir especial 

protección por parte del Estado. Asi, la Corte ha se ha referido a obligaciones especiales de 

prevención y protección en beneficio de líderes políticos en situaciones de riesgo y, además, ha 

dicho que:  

los Estados deben facilitar los medios necesarios para que las personas defensoras de 

derechos humanos o que cumplan una función pública respecto de la cual se encuentren 

amenazados o en situación de riesgo o Nº 21: Derecho a la Vida 62 denuncien violaciones 

a derechos humanos, puedan realizar libremente sus actividades; protegerlos cuando son 

objeto de amenazas para evitar los atentados a su vida e integridad; generar las 

condiciones para la erradicación de violaciones por parte de agentes estatales o de 

particulares [y] abstenerse de imponer obstáculos que dificulten la realización de su 

labor.  

158. La Corte recuerda además, que los Estados tienen el deber de “organizar, llevar a cabo y 

garantizar procesos electorales libres y justos” , y que, con base en el artículo 23 de la Convención, el 

ejercicio de los derechos políticos tiene una dimensión social , pues el derecho a ser elegido en 

elecciones periódicas y auténticas involucra el derecho a la participación política no solo de la 

persona que se presenta a un cargo, sino también el de otras personas a participar por medio de 

representantes libremente elegidos. En términos generales, entonces, existe una obligación de los 

Estados de proveer medidas eficaces para garantizar la realización de procesos electorales 

adecuados, y estas pueden implicar acciones de seguridad o protección respecto a candidatos u 

otras personas intervinientes en dichos procesos.  

159. Ahora bien, sin perjuicio del deber general señalado, a efectos de determinar la responsabilidad 

estatal en un caso determinado, resulta necesario que se acredite, en primer lugar, el conocimiento 

por parte del Estado de la situación puntual de riesgo. En ese sentido, en relación al caso, en cuanto 

al riesgo específico en relación con el señor Pacheco, cabe recordar que las obligaciones 

convencionales de garantía a cargo de los Estados no implican una responsabilidad ilimitada frente a 

cualquier acto o hecho de particulares, pues los deberes de adoptar medidas de prevención y 

protección se encuentran condicionados al conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato 

para un individuo o grupo de individuos determinado y a las posibilidades razonables de prevenir o 

evitar ese riesgo . En el presente caso, ni la Comisión ni los representantes adujeron una vulneración 

al deber de prevenir la muerte del señor Pacheco, ni surge de los hechos que antes de ese hecho el 

Estado hubiere tomado conocimiento sobre el riesgo que él padecía. Por tanto, Honduras no puede 

ser considerado responsable por no haber prevenido la muerte del señor Pacheco.  
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7.3. Derecho a la Salud (26 de la Convención) 

OBLIGACIÓN ESTATAL HACIA NIÑOS PRIVADOS DE 

LIBERTAD, INCLUYE SUMINISTRO DE SALUD Y EDUCACIÓN 

PARA SALVAGUARDAR SUS PROYECTOS DE VIDA 

 

Corte IDH. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C 

No. 112 

160. En materia de derecho a la vida, cuando el Estado se encuentra en presencia de niños privados 

de libertad, como ocurre mayormente en el presente caso, tiene, además de las obligaciones 

señaladas para toda persona, una obligación adicional establecida en el artículo 19 de la Convención 

Americana. Por una parte, debe asumir su posición especial de garante con mayor cuidado y 

responsabilidad, y debe tomar medidas especiales orientadas en el principio del interés superior del 

niño. Por otra, la protección de la vida del niño requiere que el Estado se preocupe particularmente 

de las circunstancias de la vida que llevará mientras se mantenga privado de libertad, puesto que ese 

derecho no se ha extinguido ni restringido por su situación de detención o prisión (supra párr. 159).  

161. En este sentido, los artículos 6 y 27 de la Convención sobre los Derechos del Niño incluyen en el 

derecho a la vida la obligación del Estado de garantizar “en la máxima medida posible la 

supervivencia y el desarrollo del niño”. El Comité de Derechos del Niño ha interpretado la palabra 

“desarrollo” de una manera amplia, holística, que abarca lo físico, mental, espiritual, moral, 

psicológico y social. Mirado así, un Estado tiene, respecto de niños privados de libertad y, por lo 

tanto, bajo su custodia, la obligación de, inter alia, proveerlos de asistencia de salud y de educación, 

para así asegurarse de que la detención a la que los niños están sujetos no destruirá sus proyectos 

de vida. En este sentido, las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores 

Privados de Libertad establecen que:  

13. No se deberá negar a los menores privados de libertad, por razón de su condición, los derechos civiles, 

económicos, sociales o culturales que les correspondan de conformidad con la legislación nacional o el derecho 

internacional y que sean compatibles con la privación de la libertad. 

AFECTACIONES AL DERECHO A LA SALUD, A LA 

ALIMENTACIÓN Y AL ACCESO AL AGUA LIMPIA, 

“IMPACTAN” EL DERECHO A UNA VIDA DIGNA 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 17 de junio de 2005. Serie C No. 125  

167. Las afectaciones especiales del derecho a la salud, e íntimamente vinculadas con él, las del 

derecho a la alimentación y el acceso al agua limpia impactan de manera aguda el derecho a una 

existencia digna y las condiciones básicas para el ejercicio de otros derechos humanos, como el 

derecho a la educación o el derecho a la identidad cultural. En el caso de los pueblos indígenas el 

acceso a sus tierras ancestrales y al uso y disfrute de los recursos naturales que en ellas se 

encuentran están directamente vinculados con la obtención de alimento y el acceso a agua limpia. Al 

respecto, el citado Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha destacado la especial 

vulnerabilidad de muchos grupos de pueblos indígenas cuyo acceso a las tierras ancestrales puede 
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verse amenazado y, por lo tanto, su posibilidad de acceder a medios para obtener alimento y agua 

limpia.  

169. La Corte reconoce y valora positivamente las iniciativas tomadas por el Paraguay para 

proporcionar alimento, atención médico-sanitaria y materiales educativos a los miembros de la 

Comunidad Yakye Axa […], sin embargo, considera que estas medidas no han sido suficientes ni 

adecuadas para revertir su situación de vulnerabilidad, dada la particular gravedad del presente 

caso.  

175. En lo que se refiere a la especial consideración que merecen las personas de edad avanzada, es 

importante que el Estado adopte medidas destinadas a mantener su funcionalidad y autonomía, 

garantizando el derecho a una alimentación adecuada acceso a agua limpia y a atención de salud. En 

particular, el Estado debe atender a los ancianos con enfermedades crónicas y en fase terminal, 

ahorrándoles sufrimientos evitables. En este caso, se debe tomar en consideración que en la 

Comunidad indígena Yakye Axa la transmisión oral de la cultura a las nuevas generaciones está a 

cargo principalmente de los ancianos […].  

176. En consecuencia con lo dicho anteriormente, la Corte declara que el Estado violó el artículo 4.1 

de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los 

miembros de la Comunidad Yakye Axa, por no adoptar medidas frente a las condiciones que 

afectaron sus posibilidades de tener una vida digna. 

LEY NO ES, POR SÍ SOLA, SUFICIENTE PARA GARANTIZAR 

EFECTIVIDAD DE LOS DERECHOS SOBRE VIDA Y SALUD; SE 

REQUIERE QUE SEAN ASEGURADOS “EN LA REALIDAD” 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 146  

X 

VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 4 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

(DERECHO A LA VIDA) 

EN RELACIÓN CON LOS ARTÍCULOS 19 Y 1.1 DE LA MISMA 

[…] 

148. La Comisión y los representantes alegan que las condiciones físicas en las que han vivido y 

continúan viviendo los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa, así como las muertes de varias 

personas a causa de tales condiciones, constituyen una violación del artículo 4 de la Convención, el 

cual en lo pertinente dispone que:  

[t]oda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley 

y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida 

arbitrariamente. 

149. El Estado negó que sea responsable por las condiciones en las que se encuentran los miembros 

de la Comunidad y por las muertes ocurridas. 
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151. En virtud de este papel fundamental que se le asigna en la Convención, los Estados tienen la 

obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan 

violaciones de ese derecho inalienable. 

152. En este sentido, la Corte ha señalado en su jurisprudencia constante que el cumplimiento de las 

obligaciones impuestas por el artículo 4 de la Convención Americana, relacionado con el artículo 1.1 

de la misma, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente 

(obligación negativa), sino que además, a la luz de su obligación de garantizar el pleno y libre 

ejercicio de los derechos humanos, requiere que los Estados adopten todas las medidas apropiadas 

para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva) de todos quienes se encuentren 

bajo su jurisdicción.  

153. En razón de lo anterior, los Estados deben adoptar las medidas necesarias para crear un marco 

normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la vida; establecer un sistema de 

justicia efectivo capaz de investigar, castigar y reparar toda privación de la vida por parte de agentes 

estatales o particulares; y salvaguardar el derecho a que no se impida el acceso a las condiciones que 

garanticen una vida digna, lo que incluye la adopción de medidas positivas para prevenir la violación 

de este derecho. 

[…] 

167. En cuanto a las medidas preventivas, la Corte nota que en el Paraguay la legislación interna 

(supra párr. 73.72) otorga el derecho a los indígenas de ser atendidos gratuitamente en los centros 

de salud públicos y están exonerados de la totalidad de los gastos relacionados a estudios y otros 

procedimientos médicos en el Hospital Nacional de Itaugua y en todos los centros de atención 

médica del país dependientes del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (supra párr. 73.72). 

Igualmente, la Corte reconoce y valora la iniciativa promovida por el Paraguay con la adopción del 

Decreto Presidencial No. 3789 (supra párr. 73.62 y 63), para la entrega de cierta cantidad de 

alimento, atención médicosanitaria y materiales educativos a dicha Comunidad. Sin embargo, 

considera, como lo ha hecho en otras ocasiones, que la legislación por sí sola no es suficiente para 

garantizar la plena efectividad de los derechos protegidos por la Convención, sino que comporta la 

necesidad de una conducta gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz 

garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.  

168. En el presente caso, junto con la carencia de tierra, la vida de los miembros de la Comunidad 

Sawhoyamaxa se caracteriza por el desempleo, el analfabetismo, las tasas de morbilidad por 

enfermedades evitables, la desnutrición, las precarias condiciones de su vivienda y entorno, las 

limitaciones de acceso y uso de los servicios de salud y agua potable, así como la marginalización por 

causas económicas, geográficas y culturales (supra párr. 73.61 a 74).  

OMISIÓN ESTATAL DE PREVENIR O EVITAR  

MUERTES DE PERSONAS EN COMUNIDAD INDÍGENA,  

POR ENFERMEDADES TRATABLES, VIOLÓ LA CONVENCIÓN 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 146 

171. Como ha sido demostrado en el capítulo de Hechos Probados (supra párr. 73.74), la mayoría de 

los fallecidos en la Comunidad corresponde a niños y niñas menores de tres años de edad, cuyas 
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causas de muerte varían entre enterocolitis, deshidratación, caquexia, tétanos, sarampión y 

enfermedades respiratorias como neumonía y bronquitis; todas enfermedades razonablemente 

previsibles, evitables y tratables a bajo costo.  

172. Las enfermedades de Rosana López (supra párr.73.74. 2), Esteban González (supra párr. 

73.74.5), NN Yegros (supra párr. 73.74.7), Guido Ruiz Díaz (supra párr.73.74.9), Luis Torres Chávez 

(supra párr. 73.74.11), Francisca Brítez (supra párr. 73.74.16) y Diego Andrés Ayala (supra párr. 

73.74.15) no fueron tratadas. Tales personas simplemente fallecieron en la Comunidad. El Estado no 

ha controvertido específicamente estos hechos y no ha presentado ninguna evidencia que 

demuestre lo contrario, pese a los requerimientos del Tribunal (supra párr. 20). Consecuentemente, 

esta Corte encuentra que dichas muertes son atribuibles a la falta de prevención adecuada y 

adopción de suficientes medidas positivas por parte del Estado, el que estaba al tanto de la situación 

de la Comunidad y era razonable esperar que actuara. No ocurre los mismo en el caso del niño NN 

Torres (supra párr. 73.74.13), quien padecía de discra[s]ia sanguínea y cuya muerte no es posible 

atribuir al Estado.  

173. La Corte no acepta el argumento estatal referente a la responsabilidad compartida que tenían 

los enfermos de concurrir a los centros asistenciales para recibir tratamiento, y los líderes de la 

Comunidad de llevarlos a tales centros o comunicar la situación a las autoridades sanitarias. A partir 

de la emisión del Decreto de emergencia correspondía al INDI y a los Ministerios del Interior y de 

Salud Pública y Bienestar Social adoptar “las acciones que correspondan para la inmediata provisión 

de atención médica y alimentaria a las familias integrantes de [la Comunidad Sawhoyamaxa], 

durante el tiempo que duren los trámites judiciales referente a la legislación de las tierras 

reclamadas como parte de [su] hábitat tradicional” (supra párr. 73.63). Con ello, los bienes y 

servicios de salud específicamente dejaron de depender de la capacidad adquisitiva individual de las 

presuntas víctimas, y por tanto el Estado debió adoptar medidas que contribuyan a la prestación y 

suministro de tales bienes y servicios. Es decir, las medidas a las que el Estado se comprometió 

frente a los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa diferían por su carácter de urgencia de 

aquellas que el Estado debía adoptar para garantizar los derechos de la población y las comunidades 

indígenas en general. Aceptar lo contrario sería incompatible con el objeto y propósito de la 

Convención Americana, la cual requiere que sus provisiones sean interpretadas y aplicadas de tal 

forma que los derechos en ella contemplados sean práctica y efectivamente protegidos.  

177. En materia de derecho a la vida de los niños, el Estado tiene, además de las obligaciones 

señaladas para toda persona, la obligación adicional de promover las medidas de protección a las 

que se refiere el artículo 19 de la Convención Americana, el cual dispone que: “[t]odo niño tiene 

derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, 

de la sociedad y del Estado”. Así, por una parte, el Estado debe asumir su posición especial de 

garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas especiales orientadas en el 

principio del interés superior del niño. Lo anterior no puede desligarse de la situación igualmente 

vulnerable de las mujeres embarazadas de la Comunidad. Los Estados deben prestar especial 

atención y cuidado a la protección de este grupo y adoptar medidas especiales que garanticen a las 

madres, en especial durante la gestación, el parto y el período de lactancia, el acceso a servicios 

adecuados de atención médica.  

178. Por todo lo anterior, la Corte declara que el Estado violó el artículo 4.1 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, por cuanto no ha adoptado las medidas 

positivas necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones, que razonablemente eran de esperarse 

para prevenir o evitar el riesgo al derecho a la vida de los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa. 
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La Corte considera que las muertes de 18 niños miembros de la Comunidad, a saber: NN Galarza, 

Rosana López, Eduardo Cáceres, Eulalio Cáceres, Esteban González Aponte, NN González Aponte, NN 

Yegros, Jenny Toledo, Guido Ruiz Díaz, NN González, Diego Andrés Ayala, Francisca Britez, Silvia 

Adela Chávez, Esteban Jorge Alvarenga, Derlis Armando Torres, Juan Ramón González, Arnaldo 

Galarza y Fátima Galarza (supra párrs. 73.74) son atribuibles al Estado, precisamente por la falta de 

prevención, lo que constituye además una violación del artículo 19 de la Convención. Asimismo, la 

Corte declara que el Estado violó el artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con el 

artículo 1.1 de la misma, por la muerte del señor Luis Torres Chávez, quien falleció por enterocolitis, 

sin ningún tipo de atención médica (supra párr. 73.74).  

CONTAMINACIÓN DE SANGRE CON VIH QUE AFECTÓ EL 

DERECHO A LA VIDA, ES IMPUTABLE AL ESTADO QUE 

DEBIÓ FISCALIZAR SERVICIOS DE SALUD 

 

Corte IDH. Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 298  

175. Dado que en el presente caso la interferencia al derecho a la vida y a la integridad personal 

(contaminación con sangre infectada por VIH) se originó en la conducta de terceros privados 

(institución de salud y Banco de Sangre privados) la Corte considera relevante retomar sus 

pronunciamientos previos sobre la responsabilidad internacional por hechos que se derivan de la 

conducta de prestadores privados de salud. En el caso Ximenes Lopes vs. Brasil, la Corte precisó que:  

89. En relación con personas que se encuentran recibiendo atención médica, y dado que 

la salud es un bien público cuya protección está a cargo de los Estados, éstos tienen la 

obligación de prevenir que terceros interfieran indebidamente en el goce de los derechos 

a la vida y a la integridad personal, particularmente vulnerables cuando una persona se 

encuentra bajo tratamiento de salud. La Corte considera que los Estados tienen el deber 

de regular y fiscalizar toda la asistencia de salud prestada a las personas bajo su 

jurisdicción, como deber especial de protección a la vida y a la integridad personal, 

independientemente de si la entidad que presta tales servicios es de carácter público o 

privado.  

90. La falta del deber de regular y fiscalizar genera responsabilidad internacional en razón 

de que los Estados son responsables tanto por los actos de las entidades públicas como 

privadas que prestan atención de salud, ya que bajo la Convención Americana los 

supuestos de responsabilidad internacional comprenden los actos de las entidades 

privadas que estén actuando con capacidad estatal, así como actos de terceros, cuando el 

Estado falta a su deber de regularlos y fiscalizarlos. La obligación de los Estados de regular 

no se agota, por lo tanto, en los hospitales que prestan servicios públicos, sino que abarca 

toda y cualquier institución de salud. 

176. A continuación se analizarán los hechos del caso a la luz de la obligación de regular y supervisar 

la prestación de servicios del Banco de Sangre de gestión privada que intervino en el presente caso. 

Cabe resaltar que dicho análisis tiene en cuenta la obligación estatal en relación con la aceptabilidad 

de los establecimientos, bienes y servicios de salud (que “deberán ser respetuosos de la ética médica 

y culturalmente apropiados”), y su calidad (“los establecimientos, bienes y servicios de salud 

deberán ser también apropiados desde el punto de vista científico y médico y ser de buena calidad”) 

(supra párr. 173). En efecto, estas nociones de aceptabilidad y calidad implican una referencia a los 
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estándares éticos y técnicos de la profesión y que han sido establecidos en el campo de la donación 

y transfusión de sangre.  

177. Sobre el contenido de la obligación de regulación, en casos previos la Corte ha señalado lo 

siguiente:  

 [L]os Estados son responsables de regular […] con carácter permanente la prestación de 

los servicios y la ejecución de los programas nacionales relativos al logro de una 

prestación de servicios de salud públicos de calidad, de tal manera que disuada cualquier 

amenaza al derecho a la vida y a la integridad física de las personas sometidas a 

tratamiento de salud. Deben, inter alia, crear mecanismos adecuados para inspeccionar 

las instituciones, […] presentar, investigar y resolver quejas y establecer procedimientos 

disciplinarios o judiciales apropiados para casos de conducta profesional indebida o de 

violación de los derechos de los pacientes.  

178. En este punto la Corte considera que existen ciertas actividades, como el funcionamiento de 

bancos de sangre, que entrañan riesgos significativos para la salud de las personas y, por lo tanto, los 

Estados están en la obligación de regularlas de manera específica. En el presente caso, dado que la 

Cruz Roja, entidad de carácter privado, era la única entidad con la responsabilidad del manejo de 

bancos de sangre al momento de producirse los hechos, el nivel de supervisión y fiscalización sobre 

dicha institución tenía que ser el más alto posible teniendo en cuenta el debido cuidado que se debe 

tener en actividades asociadas a transfusiones de sangre y dado que existían menos controles que 

aquellos a los que se someten los funcionarios estatales por la prestación de servicios públicos.  

183. Si bien es cierto que la normativa vigente al momento de los hechos no especificaba la manera 

concreta y la periodicidad en la que se llevaría a cabo el monitoreo o la supervisión, ni los aspectos 

concretos que serían monitoreados o supervisados, este Tribunal considera que existía una 

regulación en la materia que tenía como objetivo controlar la calidad del servicio de tal forma que a 

través de transfusiones de sangre no se contagiaran enfermedades como el VIH. Dada esta 

conclusión sobre el tema de regulación, la Corte concentrará su análisis en los problemas de 

supervisión y fiscalización.  

184. Al respecto, cabe resaltar que el deber de supervisión y fiscalización es del Estado, aun cuando 

el servicio de salud lo preste una entidad privada. El Estado mantiene la obligación de proveer 

servicios públicos y de proteger el bien público respectivo. Al respecto, la Corte ha establecido que 

“cuando la atención de salud es pública, es el Estado el que presta el servicio directamente a la 

población […]. El servicio de salud público […] es primariamente ofrecido por los hospitales públicos; 

sin embargo, la iniciativa privada, de forma complementaria, y mediante la firma de convenios o 

contratos, también provee servicios de salud bajo los auspicios del [Estado]. En ambas situaciones, 

ya sea que el paciente esté internado en un hospital público o en un hospital privado que tenga un 

convenio o contrato […], la persona se encuentra bajo cuidado del […] Estado”. Por otra parte, la 

Corte ha citado al Tribunal Europeo de Derechos Humanos para señalar que el Estado mantiene el 

deber de otorgar licencias y ejercer supervisión y el control sobre instituciones privadas. Además, se 

ha señalado que la obligación de fiscalización estatal comprende tanto a servicios prestados por el 

Estado, directa o indirectamente, como a los ofrecidos por particulares. La Corte ha precisado el 

alcance de la responsabilidad del Estado cuando incumple estas obligaciones frente a entidades 

privadas en los siguientes términos:  

Cuando se trata de competencias esenciales relacionadas con la supervisión y fiscalización 

de la prestación de servicios de interés público, como la salud, sea por entidades públicas 
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o privadas (como es el caso de un hospital privado), la responsabilidad resulta por la 

omisión en el cumplimiento del deber de supervisar la prestación del servicio para 

proteger el bien respectivo.  

186. En el presente caso, en la normativa remitida por el Estado se observa que la Secretaría 

Nacional de Sangre, órgano auxiliar de la Cruz Roja, era la entidad a cargo de aplicar las sanciones 

por el incumplimiento de las normas del Reglamento sobre el manejo de la sangre (supra párr. 71). 

La Corte observa que ello implica una delegación de funciones de monitoreo y supervisión a la 

propia entidad privada a la que se le habían delegado la tarea de manejar los bancos de sangre, lo 

cual resulta especialmente problemático respecto a la debida diligencia en diseños institucionales de 

fiscalización, dado que esta tarea debe ser efectuada por el Estado. En este punto el Tribunal retoma 

el reconocimiento del Estado en el sentido de que no debió delegar en esta forma el manejo de los 

bancos de sangre a la Cruz Roja, es decir, una delegación que no establecía niveles adecuados de 

supervisión. Cabe resaltar que en el expediente no se encuentra evidencia de actividades de 

monitoreo, control o supervisión al banco de sangre con anterioridad a los hechos.  

189. En el presente caso la Corte considera que la precariedad e irregularidades en las que 

funcionaba el Banco de Sangre del cual provino la sangre para Talía es un reflejo de las 

consecuencias que puede tener el incumplimiento de las obligaciones de supervisar y fiscalizar por 

parte de los Estados. La insuficiente supervisión e inspección por parte del Ecuador dio lugar a que el 

Banco de Sangre de la Cruz Roja de la Provincia del Azuay continuara funcionando en condiciones 

irregulares que pusieron en riesgo la salud, la vida y la integridad de la comunidad. En particular, 

esta grave omisión del Estado permitió que sangre que no había sido sometida a los exámenes de 

seguridad más básicos como el de VIH, fuera entregada a la familia de Talía para la transfusión de 

sangre, con el resultado de su infección y el consecuente daño permanente a su salud.  

190. Este daño a la salud, por la gravedad de la enfermedad involucrada y el riesgo que en diversos 

momentos de su vida puede enfrentar la víctima, constituye una afectación del derecho a la vida, 

dado el peligro de muerte que en diversos momentos ha enfrentado y puede enfrentar la víctima 

debido a su enfermedad. En efecto, en el presente caso se ha violado la obligación negativa de no 

afectar la vida al ocurrir la contaminación de la sangre de Talía Gonzales Lluy en una entidad privada. 

Por otra parte, en algunos momentos de desmejora en sus defensas, asociada al acceso a 

antirretrovirales, lo ocurrido con la transfusión de sangre en este caso se ha reflejado en amenazas a 

la vida y posibles riesgos de muerte que incluso pueden volver a surgir en el futuro.  

191. En virtud de lo mencionado en este segmento, dado que son imputables al Estado el tipo de 

negligencias que condujeron al contagio con VIH de Talía Gonzales Lluy, el Ecuador es responsable 

por la violación de la obligación de fiscalización y supervisión de la prestación de servicios de salud, 

en el marco del derecho a la integridad personal y de la obligación de no poner en riesgo la vida, lo 

cual vulnera los artículos 4 y 5 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 de la 

misma. 

LA PROTECCIÓN DE LA SALUD, COMO PARTE DE LA 

OBLIGACIÓN DE GARANTIZAR EL DERECHO A LA VIDA, 

CRECE RESPECTO DE PERSONAS ENFERMAS DE GRAVEDAD 

 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312  
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170. La Corte ha considerado que los derechos a la vida y a la integridad personal se hallan directa e 

inmediatamente vinculados con la atención a la salud humana. En este sentido, la protección del 

derecho a la integridad personal supone la regulación de los servicios de salud en el ámbito interno, 

así como la implementación de una serie de mecanismos tendientes a tutelar la efectividad de dicha 

regulación.  

171. Por ello, con base en el principio de no discriminación, el derecho a la vida de las personas 

privadas de libertad también implica la obligación del Estado de garantizar su salud física y mental, 

específicamente mediante la provisión de revisión médica regular y, cuando así se requiera, de un 

tratamiento médico adecuado, oportuno y, en su caso, especializado y acorde a las especiales 

necesidades de atención que requieran las personas detenidas en cuestión.  

184. Según los estándares señalados en el apartado anterior y según se desarrolla más adelante, las 

personas privadas de libertad que padezcan enfermedades graves, crónicas o terminales no deben 

permanecer en establecimientos carcelarios, salvo cuando los Estados puedan asegurar que tienen 

unidades adecuadas de atención médica para brindarles una atención y tratamiento especializado 

adecuados, que incluya espacios, equipo y personal calificado (de medicina y enfermería). Asimismo, 

en tal supuesto, el Estado debe suministrar alimentos adecuados y las dietas establecidas para cada 

caso respecto de personas que padecen ese tipo de enfermedades. Los procesos de alimentación 

deben ser controlados por el personal del sistema penitenciario, de conformidad con la dieta 

prescrita por el personal médico, y bajo los requerimientos mínimos establecidos para el respectivo 

suministro. En cualquier caso, y más aún si la persona está evidentemente enferma, los Estados 

tienen la obligación de asegurar que se mantenga un registro o expediente sobre el estado de salud 

y tratamiento de toda persona que ingresa en un centro de privación de libertad, ya sea en el propio 

lugar o en los hospitales o centros de atención donde vaya a recibir el tratamiento.  

188. La Corte considera que la necesidad de protección de la salud, como parte de la obligación del 

Estado de garantizar los derechos a la integridad personal y a la vida, se incrementa respecto de una 

persona que padece enfermedades graves o crónicas cuando su salud se puede deteriorar de 

manera progresiva. Bajo el principio de no discriminación (artículo 1.1 de la Convención), esta 

obligación adquiere particular relevancia respecto de las personas privadas de libertad. Esta 

obligación puede verse condicionada, acentuada o especificada según el tipo de enfermedad, 

particularmente si ésta tiene carácter terminal o, aún si no lo tiene per se, si puede complicarse o 

agravarse ya sea por las circunstancias propias de la persona, por las condiciones de detención o por 

las capacidades reales de atención en salud del establecimiento carcelario o de las autoridades 

encargadas. Esta obligación recae en las autoridades penitenciarias y, eventual e indirectamente, en 

las autoridades judiciales que, de oficio o a solicitud del interesado, deban ejercer un control judicial 

de las garantías para las personas privadas de libertad.  

189. Las autoridades deben asegurarse de que, cuando lo requiera la naturaleza de una condición 

médica, la supervisión sea periódica y sistemática dirigida a la curación de enfermedades del 

detenido o a prevenir su agravamiento, en lugar de tratarlos de forma meramente sintomática. El 

Tribunal Europeo ha tomado en cuenta el principio de equivalencia de la atención médica, señalado 

por el Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y Tratos Crueles o Degradantes, con base en 

el cual el servicio de salud en los recintos de privación de libertad debe poder proveer tratamiento 

médico y de enfermería así como dietas apropiadas, fisioterapia, rehabilitación y otras facilidades 

necesarias especializadas en condiciones comparables con aquellas disfrutadas por pacientes en la 

comunidad exterior. La falta y/o deficiencia en la provisión de dicha atención médica, o un 
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tratamiento médico negligente o deficiente, no es acorde con la obligación de proteger el derecho a 

la vida de las personas privadas de libertad.  

199. En conclusión, no fue comprobado que el Estado mantuviera un registro o expediente sobre el 

estado de salud y tratamientos otorgados a la presunta víctima desde su ingreso al COF, ya fuera en 

el propio lugar o en los hospitales o centros de atención donde fue atendida. Tampoco fue 

comprobado que la alimentación y medicamentos debidos le fueran adecuada y regularmente 

proporcionados por el Estado. Ante el deterioro progresivo de su salud, los propios médicos que la 

examinaron señalaron que existía una situación de riesgo latente para su vida e integridad personal, 

dado que ella padecía una enfermedad grave, crónica y eventualmente fatal. Sin embargo, no consta 

que las autoridades se hayan asegurado de que, dada la naturaleza de su condición de salud, la 

supervisión médica fuera periódica, adecuada y sistemática dirigida al tratamiento de sus 

enfermedades y de su discapacidad y a prevenir su agravamiento, en particular mediante la 

provisión de dietas apropiadas, rehabilitación y otras facilidades necesarias. Si el Estado no podía 

garantizar tales atenciones y tratamientos en el centro penitenciario en que se encontraba, estaba 

obligado a establecer un mecanismo o protocolo de atención ágil y efectivo para asegurar que la 

supervisión médica fuera oportuna y sistemática, particularmente ante alguna situación de 

emergencia. En este caso, los procedimientos establecidos para la consulta externa en hospitales no 

tenían la agilidad necesaria para permitir, de manera efectiva, un tratamiento médico oportuno.  

200. Por las razones anteriores, la Corte considera que el Estado no cumplió con sus obligaciones 

internacionales de garantizar los derechos a la integridad personal y a la vida de la señora Chinchilla 

durante el tiempo que permaneció en detención en el COF.  

ELEMENTOS PARA DETERMINAR LA RESPONSABILIDAD 

INTERNACIONAL DEL ESTADO EN CASOS DE AFECTACIÓN 

AL DERECHO A LA VIDA, EN EL CONTEXTO MÉDICO 

 

Corte IDH. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 349  

146. Esta Corte ha sostenido que el Estado debe implementar medidas positivas para proteger la 

vida de las personas bajo su jurisdicción y velar por la calidad de los servicios de atención a la salud y 

asegurar que los profesionales reúnan las condiciones necesarias para su ejercicio a fin de proteger 

la vida de sus pacientes. En este sentido se han pronunciado también el Comité DESC 66 y el Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos.  

147. Sobre el particular, en materia de salud, la Corte estima que no toda muerte acaecida por 

negligencias médicas debe ser atribuida al Estado internacionalmente. Para ello, corresponderá 

atender las circunstancias particulares del caso. 

148. Para efectos de determinar la responsabilidad internacional del Estado en casos de muerte en 

el contexto médico, es preciso acreditar los siguientes elementos: a) cuando por actos u omisiones 

se niegue a un paciente el acceso a la salud en situaciones de urgencia médica o tratamientos 

médicos esenciales, a pesar de ser previsible el riesgo que implica dicha denegación para la vida del 

paciente; o bien, b) se acredite una negligencia médica grave; y c) la existencia de un nexo causal, 

entre el acto acreditado y el daño sufrido por el paciente . Cuando la atribución de responsabilidad 

proviene de una omisión, se requiere verificar la probabilidad de que la conducta omitida hubiese 

interrumpido el proceso causal que desembocó en el resultado dañoso. Dichas verificaciones 
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deberán tomar en consideración la posible situación de especial vulnerabilidad del afectado, y frente 

a ello las medidas adoptadas para garantizar su situación.  

149. En el caso sub judice, este Tribunal acreditó una serie de omisiones en prestaciones básicas en 

materia de salud, varias de las cuales inclusive fueron reconocidas por el Estado (supra párrs. 17 y 

18). Particularmente en su segundo ingreso se verificó que el Estado era consciente del tratamiento 

intensivo (dispuesto en la ficha clínica) que requería el señor Poblete Vilches, y no obstante no lo 

dispensó.  

150. La Corte estima que el Estado negó al señor Poblete Vilches un tratamiento médico de urgencia, 

no obstante habría consciencia, por parte del personal médico, que su vida se encontraba en riesgo 

si no se dispensaba el soporte vital requerido, y particularmente frente a su situación de adulto 

mayor (supra párr. 137). Así, el Estado no adoptó las medidas necesarias, básicas y urgentes que 

razonablemente podrían haberse adoptado para garantizar su derecho a la vida (supra párrs. 141 y 

142). Asimismo, el Estado no aportó una justificación válida para haber negado los servicios básicos 

de urgencia. 

151. Respecto del nexo causal, la Corte estima que no se puede imputar causalmente el resultado 

dañino a la falta de atención de la salud, porque se trata de una omisión, y es de toda evidencia que 

las omisiones no “causan”, si no que dejan andar una causalidad que “debía” ser interrumpida por la 

conducta jurídicamente ordenada. En consecuencia, siempre se debe valorar sobre una probabilidad 

acerca de la interrupción de una causalidad que no se interrumpió. Dado ello, lo probado en el caso, 

existía una alta probabilidad de que una asistencia adecuada en materia de salud hubiese al menos 

prolongado la vida del señor Poblete Vilches, por lo cual debe concluirse que la omisión de 

prestaciones básicas en materia de salud afectó su derecho a la vida (artículo 4 de la Convención).  

192. En vista de ello, la Corte considera que, en el presente caso, las falencias, retrasos y omisiones 

en la investigación penal demuestran que las autoridades estatales no actuaron con la debida 

diligencia ni con arreglo a las obligaciones de investigar y de cumplir con una tutela judicial efectiva 

dentro de un plazo razonable, en función de garantizar el esclarecimiento de los hechos y 

determinación de las respectivas responsabilidades. Luego de aproximadamente 17 años, los hechos 

del presente caso permanecen en la impunidad. Por tanto, este Tribunal considera que el Estado no 

garantizó el acceso a la justicia, en contravención de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los familiares del señor 

Poblete Vilches. 

DE NO HABER OCURRIDO OMISIONES DEL ESTADO, SE 

HUBIERAN REDUCIDO PROBABILIDADES DE DESARROLLAR 

ENFERMEDADES QUE CAUSARON MUERTES DE VÍCTIMAS 

 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359  

157. En el presente caso, en primer lugar, la Corte advierte que del total de 49 presuntas víctimas, 12 

han fallecido por enfermedades oportunistas. La Corte recuerda que las enfermedades oportunistas 

son aquellas infecciones o neoplasias que aprovechan la oportunidad que les brinda un sistema 

inmunológico debilitado, las cuales pueden provocar la muerte de la persona que las adquiere. Tal y 

como fue mencionado anteriormente (supra párr. 37), la terapia antirretroviral ofrece la mejor 

oportunidad para la supresión viral eficaz, la recuperación inmunitaria y el beneficio clínico. En ese 
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sentido, el perito Boza Cordero manifestó que cuando un paciente está tomando adecuadamente los 

medicamentos antirretrovirales, las enfermedades oportunistas no tienen por qué aparecer, por lo 

que si aparece una enfermedad oportunista es porque el paciente no está tomando los 

medicamentos necesarios, lo cual constituye una falla terapéutica.  

158. El Tribunal verificó distintas omisiones en la atención médica brindada a las presuntas víctimas 

fallecidas. Específicamente, el Estado incumplió en su deber de asegurar una terapia antirretroviral, 

realizar las pruebas diagnóstico para la atención y tratamiento del VIH y de enfermedades 

oportunistas, y en proveer apoyo social. Estas omisiones constituyeron fallas terapéuticas que de no 

haber ocurrido hubiera reducido las probabilidades de que se desarrollaran enfermedades 

oportunistas, las cuales causaron la muerte de las presuntas víctimas. En ese sentido, la Corte 

considera acreditada la existencia de un nexo causal en estos casos.  

159. En relación con lo anterior, la Corte constata i) que el señor Facundo Gómez Reyes murió a 

causa de tuberculosis, ii) que la señora Reina López Mujica falleció por tuberculosis y anemia, iii) que 

las señoras Petrona López Robledo y iv) Rita Mariana Dubón Orozco, así como v) el señor Alberto 

Quiché Cuxeva, fallecieron a causa de neumonía, vi) que la señora Silvia Mirtala Alvarez Villatoro 

falleció por meningitis bacteriana, que vii) el señor Ismar Ramírez Chajón falleció por micosis 

diseminada. Asimismo, el Tribunal constata viii) que la señora Guadalupe Herminia Cayaxon García 

falleció y que sufrió, entre otras enfermedades y padecimientos, herpes, hepatomegalia e 

hiperatividad bronqueal, ix) que la señora Elsa Miriam Estrada Ruíz falleció y padeció candidiasis 

oral, herpes zoster y neuropatía, x) que la señora Juana Aguilar falleció y padeció, entre otras 

enfermedades, herpes zoster y sarcopiosis, xi) que la señora María Blanca Vaíl López falleció y 

padeció, entre otras enfermedades, herpes y candidiasis, y xii) que el señor José Rubén Delgado 

López falleció y padeció, entre otras enfermedades, candidiasis, criptococo, sarcopiosis y herpes. En 

consecuencia, en lo que respecta a las personas referidas en este párrafo, el Estado es responsable 

por la violación al deber de garantía del derecho a la vida contenido en el artículo 4.1 de la 

Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Por otro lado, el 

Tribunal no cuenta con elementos suficientes para determinar la causa de la muerte de xiii) Luis 

Edwin Cruz Gramajo, por lo que, en lo que se refiere a esta persona, el Estado no es responsable por 

la violación al deber de garantía del derecho a la vida contenido en el artículo 4.1 de la Convención 

Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.  

160. En segundo lugar, la Corte advierte que los alegatos de los representantes respecto a la 

violación al derecho a la vida digna se refieren al incumplimiento del Estado de su obligación de 

adoptar medidas positivas para garantizar una atención médica integral, accesible y aceptable de las 

presuntas víctimas. Al respecto, el Tribunal advierte que estos alegatos ya han sido analizados en el 

apartado relacionado con el derecho a la salud, por lo que no procederá a analizarlos en el presente 

apartado. 

8. Relación del derecho a la Vida con otras áreas temáticas 

8.1. Derecho Internacional Humanitario 

COMPATIBILIDAD DE LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA 

VIDA, EN PROTOCOLO AL CONVENIO DE GINEBRA Y LA 

CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 
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Corte IDH. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de octubre de 2012. 

148. Los derechos a la vida y a la integridad personal revisten un carácter esencial en la Convención. 

De conformidad con el artículo 27.2 del referido tratado, esos derechos forman parte del núcleo 

inderogable, pues no pueden ser suspendidos en casos de guerra, peligro público u otras amenazas a 

la independencia o seguridad de los Estados Partes. Por su parte, el Protocolo II adicional a los 

Convenios de Ginebra señala en su artículo 4 que “están y quedarán prohibidos en todo tiempo y 

lugar […] los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o mental de las personas [que no 

participen directamente en las hostilidades, o que hayan dejado de participar en ellas], en particular 

el homicidio y los tratos crueles tales como la tortura y las mutilaciones o toda forma de pena 

corporal”. Resalta también que “[q]ueda prohibido ordenar que no haya supervivientes”. Además, 

especifica en su artículo 13 las obligaciones de protección de la población civil y las personas civiles, 

salvo si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación, al disponer que 

“gozarán de protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares” y que “no 

serán objeto de ataque”. 

AFECTACIONES A LA VIDA Y ANÁLISIS INTERPRETATIVO 

DE LA CONVENCIÓN A LA LUZ DE LOS PRINCIPIOS DE 

DISTINCIÓN, PROPORCIONALIDAD Y PRECAUCIÓN  

 

Corte IDH. Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, 

Fondo y Reparaciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012. 

211. Una vez establecido la ocurrencia de los hechos, el Tribunal pasa a examinar la responsabilidad 

del Estado en las afectaciones a la vida y la integridad de las víctimas del bombardeo. Para ello, 

como fuera señalado (supra párr. 187), analizará los hechos del caso interpretando las disposiciones 

de la Convención Americana a la luz de las normas y principios pertinentes del derecho internacional 

humanitario, a saber: a) el principio de distinción; b) el principio de proporcionalidad, y c) el principio 

de precaución. 

a) El principio de distinción 

212. De acuerdo a lo establecido por el Derecho Internacional Humanitario, el principio de distinción 

se refiere a una norma consuetudinaria para conflictos armados internacionales y no internacionales 

en la cual se establece que “[l]as partes en conflicto deberán distinguir en todo momento entre 

personas civiles y combatientes”, que “[l]os ataques sólo podrán dirigirse contra combatientes” y 

que “[l]os civiles no deben ser atacados”. Además, son normas de Derecho Internacional 

Humanitario consuetudinario las que disponen que “[l]as partes en conflicto deberán hacer en todo 

momento la distinción entre bienes de carácter civil y objetivos militares”, de tal forma que “los 

ataques sólo podrán dirigirse contra objetivos militares”, mientras que “los bienes de carácter civil 

no deben ser atacados”. Del mismo modo, el párrafo 2 del artículo 13 del Protocolo Adicional II a los 

Convenios de Ginebra prohíbe que tanto las personas civiles como la población civil como tal sean 

objeto de ataques. La jurisprudencia de tribunales penales internacionales también se ha referido a 

este principio.  

213. En el presente caso la Corte dio por probado que, en el marco de enfrentamientos con la 

guerrilla FARC, el día 13 de diciembre de 1998 la Fuerza Aérea Colombiana lanzó un dispositivo 

cluster AN-M1A2 sobre el caserío de Santo Domingo, causando la muerte y lesiones de personas 
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civiles (supra párr. 210). La Corte toma nota de que las instancias judiciales y administrativas 

internas han considerado que el Estado incumplió el principio de distinción en la conducción del 

referido operativo aéreo. 

b) El principio de proporcionalidad 

214. De acuerdo a lo establecido por el Derecho Internacional Humanitario, el principio de 

proporcionalidad se refiere a una norma consuetudinaria para conflictos armados internacionales y 

no internacionales, en la cual se establece que “[q]ueda prohibido lanzar un ataque cuando sea de 

prever que cause incidentalmente muertos y heridos entre la población civil, daños a bienes de 

carácter civil o ambas cosas, que sean excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa 

prevista”. El referido principio establece entonces una limitante a la finalidad de la guerra que 

prescribe que el uso de la fuerza no debe ser desproporcionado, limitándolo a lo indispensable para 

conseguir la ventaja militar perseguida.  

215. Sobre el particular, como ya fuera señalado, si bien el lanzamiento del dispositivo cluster afectó 

directamente a la población del caserío de Santo Domingo, el objetivo militar más general de la 

operación aérea habría sido la guerrilla presumiblemente ubicada en una mata de monte cerca de 

Santo Domingo. En esta hipótesis, la ventaja militar que esperaba obtener la Fuerza Aérea 

Colombiana era socavar la capacidad militar de los integrantes de la guerrilla ubicados en un lugar 

donde presumiblemente no había presencia de población civil que pudiera resultar afectada 

incidentalmente por el dispositivo cluster. Por ende, el Tribunal considera que no corresponde 

analizar el lanzamiento de dicho dispositivo a la luz del principio de proporcionalidad, puesto que un 

análisis semejante implicaría determinar si los muertos y heridos entre la población civil pueden ser 

considerado un resultado “excesivo” en relación con la ventaja militar concreta y directa esperada 

en caso de haberse impactado un objetivo militar, lo cual no ocurrió en las circunstancias del caso.  

c) El principio de precaución 

216. De acuerdo a lo establecido por el Derecho Internacional Humanitario, el principio de 

precaución se refiere a una norma consuetudinaria para conflictos armados internacionales y no 

internacionales en la cual se establece que “[l]as operaciones se realizarán con un cuidado constante 

de preservar a la población civil, a las personas civiles y los bienes de carácter civil”, y que “[s]e 

tomarán todas las precauciones factibles para evitar o reducir en todo caso a un mínimo, el número 

de muertos y heridos entre la población civil, así como los daños a bienes de carácter civil, que 

pudieran causar incidentalmente”. Del mismo modo, la norma 17 de Derecho Internacional 

Humanitario Consuetudinario dispone que “[l]as partes en conflicto deberán tomar todas las 

precauciones factibles en la elección de los medios y métodos de guerra para evitar, o reducir en 

todo caso a un mínimo, el número de muertos y de heridos entre la población civil, así como los 

daños a los bienes de carácter civil, que pudieran causar incidentalmente”, y la norma 18 señala que 

“las partes en conflicto deberán hacer todo lo que sea factible para evaluar si el ataque causará 

incidentalmente muertos o heridos entre la población civil, daños a bienes de carácter civil o ambas 

cosas, que sean excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa prevista”.  

227. Por tanto, de acuerdo con todo lo anterior la Corte constata que: i) el dispositivo AN-M1A2 

utilizado es un arma con precisión limitada; ii) la instrucción del lanzamiento del dispositivo tampoco 

fue precisa, al haberse designado un área de lanzamiento que podía referirse a un objetivo que no 

queda claro si estaba definido, pues podía ir desde los 70 metros de distancia de Santo Domingo 

hasta 500 metros más al norte; iii) existían manuales y reglamentos vigentes para la época de los 
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hechos que indicaban que el tipo de arma como la que fue utilizada no podía ser utilizada en zonas 

pobladas o cerca de caseríos con población civil; iv) las circunstancias que rodearon los hechos 

demuestran que ya se habían cometido errores con armas más precisas que el dispositivo cluster 

unos minutos antes de las 10:02 de la mañana; v) está en duda la necesidad de utilizar ese tipo de 

arma en los enfrentamientos que tuvieron lugar el día 13 de diciembre de 1998, y vi) unos segundos 

antes del lanzamiento, uno de los pilotos del Skymaster sugirió la necesidad de poner orden con las 

aeronaves, denotando un desorden de las operaciones aéreas para ese momento preciso.  

229. En cualquier caso, dada la capacidad letal y la precisión limitada del dispositivo utilizado, el 

lanzamiento del mismo en el casco urbano del caserío de Santo Domingo o cerca de ahí, es contrario 

al principio de precaución. 

[…] 

B.3. Los presuntos ametrallamientos  

234. En lo que se refiere al principio de distinción, la Corte recuerda que además de las normas de 

derecho internacional humanitario ya señaladas (supra párr. 212), también son conductas prohibidas 

por ese régimen normativo las que constituyen ataques indiscriminados “en los que se emplean 

métodos o medios de combate cuyos efectos no sea posible limitar, como exige el derecho 

internacional humanitario […] y que en consecuencia, pueden alcanzar indistintamente, […] tanto a 

objetivos militares como a personas civiles”. Del mismo modo, la jurisprudencia del Tribunal Penal 

para la Ex Yugoslavia (en adelante también “TPIY”) ha señalado que “los ataques indiscriminados, es 

decir, los ataques que golpean a civiles o bienes civiles, y objetivos militares sin distinción, pueden 

calificar como ataques directos contra civiles” y que los mismos “están expresamente prohibidos por 

el Protocolo Adicional I [siendo que esta] prohibición refleja una regla bien establecida del derecho 

consuetudinario aplicable a todos los conflictos armados”.  

235. En el presente caso, la Corte constata que, según aparece en las grabaciones, los pilotos de las 

aeronaves manifestaron dudas en relación con el carácter civil o no de las personas que estaban 

observando desplazarse en las carreteras hacia Tame, a pesar de lo cual hicieron uso de sus armas 

(en este caso ametralladoras), en manifiesta despreocupación por la vida e integridad de esas 

personas, en incumplimiento del principio de distinción (supra párr. 212). Por otro lado, aun en la 

hipótesis de que pudiesen encontrarse guerrilleros entre la población civil, la ventaja militar que se 

buscaba obtener al atacar a un eventual combatiente adverso mezclado con población civil, no 

habría sido de tal índole que pudieran justificarse eventuales muertos o heridos civiles, por lo que, 

en esa hipótesis, esas acciones también habrían afectado el principio de proporcionalidad.  

237. La Corte constata que esos actos de miembros de la Fuerza Aérea implican un incumplimiento 

de la obligación de garantizar los derechos a la vida e integridad personal, en los términos de la 

Convención Americana, de pobladores de Santo Domingo que se vieron afectados por la puesta en 

riesgo de sus derechos por el solo hecho de haber sido objeto de esos ataques indiscriminados, 

independientemente de que nadie resultara muerto o herido. Sin embargo, los representantes y la 

Comisión no individualizaron a quienes serían las víctimas de estos graves hechos, por lo cual no 

corresponde que el Tribunal formule un pronunciamiento separado al respecto. 

EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO NUTRE LA 

INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 4 CONVENCIONAL QUE 

PROHÍBE LA PRIVACIÓN ARBITRARIA DE LA VIDA 
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Corte IDH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. 

269. En esta línea, la Corte nota que las acciones del MRTA correspondían a una toma de rehenes, al 

hacer un uso indebido de una ambulancia para esquivar el control policial, lograr el ingreso a la 

residencia del Embajador de Japón y retener a los invitados, algunos de los cuales permanecieron 

secuestrados durante un período de cuatro meses, a cambio de la exigencia de unas contrapartidas 

por parte del Estado. Al respecto, es pertinente recordar que tales actos se encuentran prohibidos 

“en cualquier tiempo y lugar”. Igualmente, es pertinente resaltar que la residencia del Embajador, en 

donde se desarrolló la toma de rehenes, gozaba de protección internacional, al igual que los 

funcionarios diplomáticos y consulares.  

270. En suma, la Corte coincide con las partes y la Comisión y considera que, dado que la toma de 

rehenes se produjo con ocasión y en desarrollo de un conflicto armado interno, tal como lo ha 

hecho en otras oportunidades resulta útil y apropiado, habida consideración de su especificidad 

en la materia, tener en cuenta el artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra y el derecho 

internacional humanitario consuetudinario. 

271. Sin perjuicio de lo anterior, resulta incuestionable que las disposiciones de la Convención 

Americana relativas al derecho a la vida mantienen su vigencia y aplicabilidad en situaciones de 

conflicto armado. En efecto, como se ha mencionado anteriormente, este derecho pertenece 

al núcleo de derechos convencionales no susceptibles de suspensión en ninguna circunstancia, ni 

aún en aquellas consideradas como las más apremiantes para la independencia o seguridad 

de un Estado parte (supra párr. 257). La Corte ya ha afirmado que este hecho -la existencia 

de un conflicto armado interno al momento que sucedieron los hechos del presente caso-, en vez 

de exonerar al Estado de sus obligaciones de respetar y garantizar los derechos de las personas, lo 

obligaba a actuar en manera concordante con dichas obligaciones. 

272. En consecuencia y a los efectos del presente caso, la Corte nota que el derecho internacional 

humanitario no desplaza la aplicabilidad del artículo 4 de la Convención, sino que nutre la 

interpretación de la cláusula convencional que prohíbe la privación arbitraria de la vida en razón de 

que los hechos sucedieron en el marco de un conflicto armado y con ocasión del mismo […].  

273. Por lo tanto, dado que la Convención Americana no define en forma expresa el alcance que 

debe otorgarle la Corte al concepto de arbitrariedad que cualifica una privación de la vida como 

contraria a dicho tratado en situaciones de conflicto armado, es pertinente recurrir al corpus iuris de 

derecho internacional humanitario aplicable a fin de determinar el alcance de las obligaciones 

estatales en lo que concierne al respeto y garantía del derecho a la vida en esas situaciones […].  

8.2. Defensor/a de Derechos Humanos 

LA OBLIGACIÓN DEL ESTADO DE GARANTIZAR EL 

DERECHO A LA VIDA, SE VE REFORZADA CUANDO SE 

TRATA DE UN DEFENSOR O DEFENSORA DE DDHH 

 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C 

No. 283  
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129. Esta Corte ha considerado que la calidad de defensor de derechos humanos radica en la labor 

que se realiza, con independencia de que la persona que lo haga sea un particular o un funcionario 

público. Al respecto, la Corte se ha referido a las actividades de vigilancia, denuncia y educación que 

realizan las defensoras y los defensores de derechos humanos, resaltando que la defensa de los 

derechos no sólo atiende a los derechos civiles y políticos, sino que abarca necesariamente los 

derechos económicos, sociales y culturales, de conformidad con los principios de universalidad, 

indivisibilidad e interdependencia. A su vez, esta Corte reconoce que existe un consenso 

internacional respecto a que las actividades realizadas por las defensoras de derechos humanos son 

las de promoción y protección de los derechos humanos, entre otras. En este sentido se han 

pronunciado la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, el Consejo de 

la Unión Europea, la Asamblea Parlamentaria de la Unión Europea y la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos. Asimismo, la Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los 

grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades 

fundamentales universalmente reconocidos, aprobada por la Asamblea General de las Naciones 

Unidas mediante Resolución A/RES/53/144 de 1999, establece en su artículo 1 que “[t]oda persona 

tiene derecho, individual o colectivamente, a promover y procurar la protección y realización de los 

derechos humanos y las libertades fundamentales en los planos nacional e internacional”. Aunado a 

lo anterior, dichas actividades, a consideración de esta Corte, deben ser realizadas de forma pacífica, 

por lo que no se incluyen en este concepto los actos violentos o que propagan la violencia. 

Asimismo, la Corte destaca que las mencionadas actividades de promoción y protección de los 

derechos humanos pueden ejercerse de forma intermitente u ocasional, por lo que la calidad de 

defensora de derechos humanos no constituye necesariamente una condición permanente. 

142. La Corte reitera que la defensa de los derechos humanos sólo puede ejercerse libremente 

cuando las personas que la realizan no son víctimas de amenazas ni de cualquier tipo de agresiones 

físicas, psíquicas o morales u otros actos de hostigamiento. Para tales efectos, es deber del Estado 

no sólo crear las condiciones legales y formales, sino también garantizar las condiciones fácticas en 

las cuales los defensores de derechos humanos puedan desarrollar libremente su función. A su vez, 

los Estados deben facilitar los medios necesarios para que las personas defensoras de derechos 

humanos o que cumplan una función pública respecto de la cual se encuentren amenazados o en 

situación de riesgo o denuncien violaciones a derechos humanos, puedan realizar libremente sus 

actividades; protegerlos cuando son objeto de amenazas para evitar los atentados a su vida e 

integridad; generar las condiciones para la erradicación de violaciones por parte de agentes estatales 

o de particulares; abstenerse de imponer obstáculos que dificulten la realización de su labor, e 

investigar seria y eficazmente las violaciones cometidas en su contra, combatiendo la impunidad . En 

definitiva, la obligación del Estado de garantizar los derechos a la vida e integridad personal de las 

personas se ve reforzada cuando se trata de un defensor o defensora de derechos humanos.  

LA CORTE NO CUENTA CON ELEMENTOS SUFICIENTES 

PARA DECLARAR EL INCUMPLIMIENTO DEL ESTADO DE SU 

DEBER DE PROTEGER LA VIDA DE A.A. 

 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C 

No. 283  

143. En este caso no se han alegado violaciones del deber del Estado de respetar los derechos a la 

vida e integridad personal. La controversia ha sido planteada únicamente respecto a la obligación de 



84 

 

garantizar dichos derechos. De este modo, la Corte analizará si en este caso se configuraron los 

requisitos para que surgiera la responsabilidad del Estado por incumplimiento de su obligación 

positiva de garantizar los derechos humanos, tomando las medidas necesarias para prevenir las 

violaciones. Para ello, debe verificarse que al momento de los hechos existía una situación de riesgo 

real e inmediato para la vida o integridad personal de un individuo o grupo de individuos 

determinados, que las autoridades conocían o debían tener conocimiento, y que no adoptaron las 

medidas necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones que, juzgadas razonablemente, podían 

esperarse para prevenir o evitar ese riesgo. La Corte analizará la existencia de estos supuestos, a la 

luz de las denuncias realizadas ante órganos o funcionarios públicos, respecto de las cuales se puede 

verificar el conocimiento estatal previo. En el presente caso, la Corte también tomará en cuenta que 

en los años 2003 y 2004 el Estado de Guatemala tenía conocimiento de una situación de especial 

vulnerabilidad para las defensoras y los defensores de derechos humanos, particularmente aquéllos 

que buscaban la protección o promoción de los derechos económicos, culturales y sociales, así como 

la verdad y la justicia en relación con las violaciones a los derechos humanos cometidas durante el 

conflicto armado interno (supra párr. 78), tal como lo hacían el señor A.A. y la señora B.A. (supra 

párrs. 131 y 132). Todo ello a la luz de los estándares de prevención y protección indicados 

anteriormente.  

144. En cuanto al alegado incumplimiento por parte del Estado de garantizar la vida del señor A.A., 

esta Corte constata que la Comisión y las representantes fundamentaron sus alegaciones de que el 

Estado tuvo conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para la vida del señor A.A. con 

base en dos supuestos: primero, en que la señora B.A. habría denunciado una amenaza en contra de 

ella, de su hijo y de su padre el 26 de noviembre de 2003 ante el Ministerio Público y, segundo, en 

que la familia A hizo de conocimiento del entonces Alcalde Municipal de Santa Lucía Cotzumalguapa 

la existencia de actos de hostigamiento y vigilancia en contra del señor A.A. con anterioridad la 

muerte de éste. 

149. En consecuencia, una vez evaluadas las pruebas aportadas por la Comisión y las partes, la Corte 

considera que no cuenta con elementos suficientes para acreditar que el Estado tenía o debió tener 

conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para la vida del señor A.A. con 

anterioridad a su muerte, generándose de ese modo el deber de adoptar las medidas necesarias 

para enfrentar dicho riesgo. La Corte nota que la Comisión y las representantes no proporcionaron 

otros elementos a fin de evidenciar que el Estado debió conocer la situación de riesgo particular del 

señor A.A. dentro del contexto de vulnerabilidad para defensores de derechos humanos en el que se 

encontraba (supra párr. 78). Por tanto, la Corte considera que no cuenta con elementos suficientes 

para declarar un incumplimiento por parte del Estado de su deber de proteger la vida del señor A.A., 

en los términos del artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho 

tratado. De este modo, la Corte no considera procedente analizar las posibles afectaciones a la 

integridad personal de sus familiares ocasionadas a raíz de la muerte del señor A.A. Como lo ha 

hecho anteriormente, la Corte realizará el análisis sobre la obligación de llevar a cabo una 

investigación efectiva con la debida diligencia en el Capítulo VIII.4 relativo a los artículos 8 y 25 de la 

Convención. 

8.3. Género 

ESTADO VIOLÓ ARTÍCULO 4.1 AL NO ADOPTAR MEDIDAS 

PARA PREVENIR EL RIESGO AL DERECHO A LA VIDA DE 

COMUNIDAD, INCLUYENDO A MUJERES EMBARAZADAS 
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Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia 29 de marzo de 2006.  

[…] 
 
Consideraciones de la Corte 
 
148. La Comisión y los representantes alegan que las condiciones físicas en las que han vivido y 
continúan viviendo los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa, así como las muertes de varias 
personas a causa de tales condiciones, constituyen una violación del artículo 4 de la Convención, el 
cual en lo pertinente dispone que:  
 

[t]oda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la 

ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida 
arbitrariamente. 

 
149. El Estado negó que sea responsable por las condiciones en las que se encuentran los miembros 
de la Comunidad y por las muertes ocurridas. 
 
152. En este sentido, la Corte ha señalado en su jurisprudencia constante que el cumplimiento de las 
obligaciones impuestas por el artículo 4 de la Convención Americana, relacionado con el artículo 1.1 
de la misma, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente 
(obligación negativa), sino que además, a la luz de su obligación de garantizar el pleno y libre 
ejercicio de los derechos humanos, requiere que los Estados adopten todas las medidas apropiadas 
para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva) de todos quienes se encuentren 
bajo su jurisdicción.  
 
153. En razón de lo anterior, los Estados deben adoptar las medidas necesarias para crear un marco 
normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la vida; establecer un sistema de 
justicia efectivo capaz de investigar, castigar y reparar toda privación de la vida por parte de agentes 
estatales o particulares; y salvaguardar el derecho a que no se impida el acceso a las condiciones que 
garanticen una vida digna, lo que incluye la adopción de medidas positivas para prevenir la violación 
de este derecho. 
 
155. Es claro para la Corte que un Estado no puede ser responsable por cualquier situación de riesgo 
al derecho a la vida. Teniendo en cuenta las dificultades que implica la planificación y adopción de 
políticas públicas y las elecciones de carácter operativo que deben ser tomadas en función de 
prioridades y recursos, las obligaciones positivas del Estado deben interpretarse de forma que no se 
imponga a las autoridades una carga imposible o desproporcionada. Para que surja esta obligación 
positiva, debe establecerse que al momento de los hechos las autoridades sabían o debían saber de 
la existencia de una situación de riesgo real e inmediato para la vida de un individuo o grupo de 
individuos determinados, y no tomaron las medidas necesarias dentro del ámbito de sus 
atribuciones que, juzgadas razonablemente, podían esperarse para prevenir o evitar ese riesgo. 

 
ii)  aplicación de estos principios al presente caso  
 

156. En el presente caso no existe controversia entre las partes respecto a que las condiciones en las 
que viven los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa son inadecuadas para una existencia digna, 
ni respecto a la realidad e inminencia del peligro que tales condiciones representan para su vida. La 
controversia radica en determinar si el Estado es responsable de que las presuntas víctimas estén en 
esas condiciones y si ha adoptado las medidas necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones que, 
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juzgadas razonablemente, podían esperarse para prevenir o evitar el riesgo al derecho a la vida de 
las presuntas víctimas. 
 
157. Del mismo modo, no existe controversia entre las partes respecto a que el Estado estaba al 
tanto de la situación de vulnerabilidad de los miembros de la Comunidad. El Estado en ningún 
momento ha alegado desconocimiento. Lo que queda por determinar es la fecha en que tal 
conocimiento se hizo presente. 
 
158. Las autoridades paraguayas tenían ciertos indicios de la situación de vulnerabilidad de la 
Comunidad desde el 6 de agosto de 1991, fecha de presentación del pedido de reivindicación de las 
tierras tradicionales (supra párr. 73.18), en el que los miembros de la Comunidad señalaron que su 
solicitud de tierras era “urgente”, pues su situación era “muy precaria”. […] 
 
159. Sin embargo, el Tribunal considera que es a partir del 21 de abril de 1997 que el Estado tenía 
pleno conocimiento del riesgo real y de la situación de vulnerabilidad en la que permanecen los 
miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa, en especial los niños, mujeres embarazadas y ancianos, 
así como de su mortandad. En efecto, en esa fecha los líderes de la Comunidad remitieron al INDI el 
informe antropológico elaborado por el señor Miguel Chase-Sardi, en el que se detallaba, entre otras 
cosas, que se estaban produciendo muertes en las aldeas de la Comunidad Sawhoyamaxa, y que sus 
miembros 
 

por años no han tenido la visita de ningún doctor, enfermera o promotor de salud que las 
atienda. Consecuencia de todo esto, es la constante mortandad de niños por enfermedades 
fácilmente curables, como [es] la diarrea, vómitos, etc. El año pasado […] murieron unos 
cuatro menores de edad (los datos perteneces solo a la aldea Maroma). Llamativamente, los 
fallecidos son hijos de los empleados de estancias. 
 
Como es común, en las comunidades indígenas carentes de tierra propia y adecuada, la 
situación de la salud empeora debido a que no poseen los alimentos necesarios para 
completar su dieta alimenticia.  

 
166. En consecuencia, este Tribunal considera que el Estado no adoptó las medidas necesarias para 
que los miembros de la Comunidad dejen el costado de la ruta y, por ende, las condiciones 
inadecuadas que ponían y ponen en peligro su derecho a la vida. 
 
176. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte considera que los hechos narrados en los párrafos 
anteriores, que no fueron controvertidos por el Estado, y sobre los cuales no presentó ninguna 
prueba concreta en contrario, confirman lo señalado por el perito Balmaceda, en el sentido de que 
“los pocos [enfermos de la Comunidad] que pudieron llegar hasta un profesional médico o un centro 
asistencia lo hicieron en forma tardía o fueron tratados muy deficientemente o mejor dicho en 
forma denigrante para la condición humana”. Por ello, el Tribunal considera que tales muertes son 
atribuibles al Estado. 
 
177. En materia de derecho a la vida de los niños, el Estado tiene, además de las obligaciones 
señaladas para toda persona, […] Lo anterior no puede desligarse de la situación igualmente 
vulnerable de las mujeres embarazadas de la Comunidad. Los Estados deben prestar especial 
atención y cuidado a la protección de este grupo y adoptar medidas especiales que garanticen a las 
madres, en especial durante la gestación, el parto y el período de lactancia, el acceso a servicios 
adecuados de atención médica. 
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178. Por todo lo anterior, la Corte declara que el Estado violó el artículo 4.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, por cuanto no ha adoptado las medidas 
positivas necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones, que razonablemente eran de esperarse 
para prevenir o evitar el riesgo al derecho a la vida de los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa. 
[…] 
 

ESTADO NO VIOLÓ DERECHO SUSTANTIVO A LA VIDA PERO 

VIOLÓ DERECHO A LA VIDA EN RELACIÓN CON LA 

OBLIGACIÓN GENERAL DE GARANTÍA 

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009.  

2. La demanda se relaciona con la supuesta responsabilidad internacional del Estado por “la 
desaparición y ulterior muerte” de las jóvenes Claudia Ivette González, Esmeralda Herrera Monreal y 
Laura Berenice Ramos Monárrez (en adelante “las jóvenes González, Herrera y Ramos”), cuyos 
cuerpos fueron encontrados en un campo algodonero de Ciudad Juárez el día 6 de noviembre de 
2001. Se responsabiliza al Estado por “la falta de medidas de protección a las víctimas, dos de las 
cuales eran menores de edad; la falta de prevención de estos crímenes, pese al pleno conocimiento 
de la existencia de un patrón de violencia de género que había dejado centenares de mujeres y niñas 
asesinadas; la falta de respuesta de las autoridades frente a la desaparición […]; la falta de debida 
diligencia en la investigación de los asesinatos […], así como la denegación de justicia y la falta de 
reparación adecuada”. 
 
3. La Comisión solicitó a la Corte que declare al Estado responsable por la violación de los derechos 
consagrados en los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 8 (Garantías 
Judiciales), 19 (Derechos del Niño) y 25 (Protección Judicial) de la Convención, en relación con las 
obligaciones establecidas en los artículos 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) y 2 (Deber de 
Adoptar Disposiciones de Derecho Interno) de la misma, y el incumplimiento de las obligaciones que 
derivan del artículo 7 de la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer (en adelante “Convención Belém do Pará”). La demanda fue notificada al Estado el 21 de 
diciembre de 2007 y a los representantes el 2 de enero de 2008. 
 
111. El Estado, aunque reconoció “lo grave que son estos homicidios”, negó “violación alguna” de su 
parte a los derechos a la vida, integridad y libertad personales. Según el Estado, ni la Comisión ni los 
representantes “han probado responsabilidad de agentes del Estado en los homicidios”. Además, 
alegó que en la segunda etapa de las investigaciones de estos tres casos, a partir del año 2004, “se 
subsanaron plenamente las irregularidades, se reintegraron los expedientes y se reiniciaron las 
investigaciones con un sustento científico, incluso con componentes de apoyo internacional”. Según 
el Estado, “no existe impunidad. Las investigaciones de los casos continúan abiertas y se siguen 
desahogando diligencias para dar con los responsables”. 
 
112. La controversia planteada exige que la Corte analice el contexto que rodeó a los hechos del 
caso y las condiciones en las cuales dichos hechos pueden ser atribuidos al Estado y comprometer, 
en consecuencia, su responsabilidad internacional derivada de la presunta violación de los artículos 
4, 5 y 7 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y con el 
artículo 7 de la Convención Belém do Pará. […]. 

164. De todo lo expuesto anteriormente, la Corte concluye que desde 1993 existe en Ciudad Juárez 
un aumento de homicidios de mujeres, habiendo por lo menos 264 víctimas hasta el año 2001 y 379 
hasta el 2005. Sin embargo, más allá de las cifras, sobre las cuales la Corte observa no existe firmeza, 
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es preocupante el hecho de que algunos de estos crímenes parecen presentar altos grados de 
violencia, incluyendo sexual, y que en general han sido influenciados, tal como lo acepta el Estado, 
por una cultura de discriminación contra la mujer, la cual, según diversas fuentes probatorias, ha 
incidido tanto en los motivos como en la modalidad de los crímenes, así como en la respuesta de las 
autoridades frente a éstos. En este sentido, cabe destacar las respuestas ineficientes y las actitudes 
indiferentes documentadas en cuanto a la investigación de dichos crímenes, que parecen haber 
permitido que se haya perpetuado la violencia contra la mujer en Ciudad Juárez. La Corte constata 
que hasta el año 2005 la mayoría de los crímenes seguían sin ser esclarecidos, siendo los homicidios 
que presentan características de violencia sexual los que presentan mayores niveles de impunidad. 

231. Todo esto lleva a la Corte a concluir que las jóvenes González, Ramos y Herrera fueron víctimas 
de violencia contra la mujer según la Convención Americana y la Convención Belém do Pará. Por los 
mismos motivos, el Tribunal considera que los homicidios de las víctimas fueron por razones de 
género y están enmarcados dentro de un reconocido contexto de violencia contra la mujer en 
Ciudad Juárez. Corresponde ahora analizar si la violencia perpetrada contra las víctimas, que terminó 
con sus vidas, es atribuible al Estado. 

237. Corresponde entonces al Tribunal verificar si México cumplió con sus obligaciones de respetar y 
garantizar los derechos a la vida, la integridad personal y a la libertad personal de las jóvenes 
González, Ramos y Herrera. 

Deber de garantía 

243. La Corte reitera que no basta que los Estados se abstengan de violar los derechos, sino que es 
imperativa la adopción de medidas positivas, determinables en función de las particulares 
necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación 
específica en que se encuentre. 

244. Los derechos a la vida y a la integridad personal revisten un carácter esencial en la Convención. 
De conformidad con el artículo 27.2 del referido tratado, esos derechos forman parte del núcleo 
inderogable, pues no pueden ser suspendidos en casos de guerra, peligro público u otras amenazas. 

245. Asimismo, el Tribunal ha establecido que el derecho a la vida juega un papel fundamental en la 
Convención Americana, por ser el presupuesto esencial para el ejercicio de los demás derechos. Los 
Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que 
no se produzcan violaciones de ese derecho inalienable y, en particular, el deber de impedir que sus 
agentes atenten contra él. La observancia del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la 
Convención Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida 
arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que los Estados adopten todas las 
medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva), conforme al 
deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su 
jurisdicción. 

248. Corresponde ahora al Tribunal analizar si el Estado previno adecuadamente la desaparición, 
vejámenes y muerte sufridas por las tres víctimas y si investigó las mismas con debida diligencia. En 
otras palabras, si cumplió con el deber de garantía de los artículos 4, 5 y 7 de la Convención 
Americana, conforme al artículo 1.1 de la misma y al artículo 7 de la Convención Belém do Pará, que 
complementa el corpus juris internacional en materia de prevención y sanción de la violencia contra 
la mujer, y si permitió un acceso a la justicia a los familiares de las tres víctimas, conforme lo 
estipulan los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de 
la misma. 

389. Por lo expuesto, el Tribunal concluye que el Estado incumplió con su deber de investigar -y con 
ello su deber de garantizar- los derechos consagrados en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de la 
Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y con el artículo 7.b y 7.c de 
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la Convención Belém do Pará, en perjuicio de Claudia Ivette González, Laura Berenice Ramos 
Monárrez y Esmeralda Herrera Monreal. Por los mismos motivos, el Estado violó los derechos de 
acceso a la justicia y protección judicial, consagrados en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y 7.b y 7.c de la Convención Belém do 
Para, en perjuicio de los familiares de las tres víctimas identificados en el párrafo 9 supra. 

402. Por ello, el Tribunal considera que en el presente caso la violencia contra la mujer constituyó 
una forma de discriminación y declara que el Estado violó el deber de no discriminación contenido 
en el artículo 1.1 de la Convención, en relación con el deber de garantía de los derechos consagrados 
en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de la Convención Americana, en perjuicio de Laura Berenice Ramos 
Monárrez, Esmeralda Herrera Monreal y Claudia Ivette González; así como en relación con el acceso 
a la justicia consagrado en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención, en perjuicio de los familiares de 
las víctimas identificados en el párrafo 9 supra. 

X 

PUNTOS RESOLUTIVOS  

Por tanto,  

LA CORTE  

DECLARA,  

por unanimidad, que, 

3. No puede atribuir al Estado responsabilidad internacional por violaciones a los derechos 
sustantivos consagrados en los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal) y 
7 (Derecho a la Libertad Personal) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, derivadas 
del incumplimiento de la obligación de respeto contenida en el artículo 1.1 de la misma, de 
conformidad con los párrafos 238 a 242 de esta Sentencia. 

4. El Estado violó los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal reconocidos en los 
artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de la Convención Americana, en relación con la obligación general de 
garantía contemplada en el artículo 1.1 y la obligación de adoptar disposiciones de derecho interno 
contemplada en el artículo 2 de la misma, así como con las obligaciones contempladas en el artículo 
7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, en perjuicio de Claudia Ivette González, Laura Berenice 
Ramos Monárrez y Esmeralda Herrera Monreal, en los términos de los párrafos 243 a 286 de la 
presente Sentencia. 

8.4. Desaparición Forzada 

CONTEXTO EN QUE SE PRODUJO DESAPARICIÓN Y SIETE 

AÑOS SIN CONOCERSE PARADERO, SON SUFICIENTES 

PARA RAZONAR QUE VÍCTIMA FUE PRIVADA DE SU VIDA 

 

Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988.  

157. La práctica de desapariciones, en fin, ha implicado con frecuencia la ejecución de los detenidos, 

en secreto y sin fórmula de juicio, seguida del ocultamiento del cadáver con el objeto de borrar toda 

huella material del crimen y de procurar la impunidad de quienes lo cometieron, lo que significa una 

brutal violación del derecho a la vida, reconocido en el artículo 4 de la Convención cuyo inciso 

primero reza: 
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1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido 

por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado 

de la vida arbitrariamente.  

188. El razonamiento anterior es aplicable respecto del derecho a la vida consagrado en el artículo 4 

de la Convención [...] El contexto en que se produjo la desaparición y la circunstancia de que siete 

años después continúe ignorándose qué ha sido de él, son de por sí suficientes para concluir 

razonablemente que Manfredo Velásquez fue privado de su vida. Sin embargo, incluso manteniendo 

un mínimo margen de duda, debe tenerse presente que su suerte fue librada a manos de 

autoridades cuya práctica sistemática comprendía la ejecución sin fórmula de juicio de los detenidos 

y el ocultamiento del cadáver para asegurar su impunidad. Ese hecho, unido a la falta de 

investigación de lo ocurrido, representa una infracción de un deber jurídico, a cargo de Honduras, 

establecido en el artículo 1.1 de la Convención en relación al artículo 4.1 de la misma, como es el de 

garantizar a toda persona sujeta a su jurisdicción la inviolabilidad de la vida y el derecho a no ser 

privado de ella arbitrariamente, lo cual implica la prevención razonable de situaciones que puedan 

redundar en la supresión de ese derecho. 

INADMISIBLE ARGUMENTO ESTATAL EN EL SENTIDO DE 

QUE INDETERMINACIÓN DE PARADERO DE PERSONA NO 

IMPLICA QUE HUBIESE SIDO PRIVADA DE SU VIDA 

 

Caso Castillo Páez Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997.  

71. La Corte considera demostrada la violación del artículo 4 de la Convención que protege el 

derecho a la vida, ya que el señor Castillo Páez fue detenido arbitrariamente por agentes de la 

Policía del Perú; que dicha detención fue negada por las mismas autoridades, las cuales, por el 

contrario, lo ocultaron para que no fuese localizado, y que desde entonces se desconoce su 

paradero por lo que se puede concluir que, debido al tiempo transcurrido desde el 21 de octubre de 

1990 a la fecha, la víctima ha sido privada de la vida […].  

72. Este Tribunal ha señalado en fallos anteriores, que con la desaparición de personas se violan 

varios derechos establecidos en la Convención, entre ellos el de la vida, cuando hubiese 

transcurrido, como en este caso, un período de varios años sin que se conozca el paradero de la 

víctima. […]  

73. No puede admitirse el argumento del Estado en el sentido de que la situación misma de la 

indeterminación del paradero de una persona, no implica que hubiese sido privada de su vida, ya 

que “faltaría... el cuerpo del delito”, como lo exige, según él, la doctrina penal contemporánea. Es 

inaceptable este razonamiento puesto que bastaría que los autores de una desaparición forzada 

ocultasen o destruyesen el cadáver de la víctima, lo que es frecuente en estos casos, para que se 

produjera la impunidad absoluta de los infractores, quienes en estas situaciones pretenden borrar 

toda huella de la desaparición. 

SE VIOLÓ EL DERECHO A LA VIDA Y HAN TRANSCURRIDO 

MÁS DE DIECISÉIS AÑOS DE OCURRIDOS LOS HECHOS SIN 

LOCALIZACIÓN E IDENTIFICACIÓN DE RESTOS 

 

Caso de los 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 

de julio de 2004.  
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155. La Corte considera que en el presente caso se violó el derecho a la vida de los 19 comerciantes, 

ya que ha quedado probado, de conformidad con las sentencias emitidas en los procesos internos 

[…], que miembros del grupo “paramilitar” que operaba en Puerto Boyacá dieron muerte a las 

presuntas víctimas y posteriormente descuartizaron sus cuerpos y los lanzaron a las aguas del caño 

“El Ermitaño”, afluente del río Magdalena. Han transcurrido más de dieciséis años de ocurridos los 

hechos sin que se hayan localizado e identificado sus restos.  

183. La protección activa del derecho a la vida y de los demás derechos consagrados en la 

Convención Americana, se enmarca en el deber estatal de garantizar el libre y pleno ejercicio de los 

derechos de todas las personas bajo la jurisdicción de un Estado, y requiere que éste adopte las 

medidas necesarias para castigar la privación de la vida y otras violaciones a los derechos humanos, 

así como para prevenir que se vulnere alguno de estos derechos por parte de sus propias fuerzas de 

seguridad o de terceros que actúen con su aquiescencia. 

MIENTRAS NO SEAN UBICADOS E IDENTIFICADOS RESTOS 

DE VÍCTIMAS A QUIENES SE VIOLÓ DERECHO A LA VIDA, 

TRATAMIENTO LEGAL DEBE SER DESAPARICIÓN FORZADA 

 

Caso La Cantuta Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2006.  

114. En cuanto a la violación del derecho a la vida, también reconocida por el Estado, los hechos del 

caso fueron producto de una operación ejecutada en forma coordinada y encubierta por el Grupo 

Colina, con el conocimiento y órdenes superiores de los servicios de inteligencia y del mismo 

Presidente de la República de ese entonces […]. Esto es consistente con la práctica sistemática de 

detenciones ilegales y arbitrarias, torturas, ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzadas 

verificada en la época de los hechos […]. Sin perjuicio de ello, la Corte estima que, mientras no sea 

determinado el paradero de esas personas, o debidamente localizados e identificados sus restos, el 

tratamiento jurídico adecuado para la situación de esas cuatro personas es la de desaparición 

forzada de personas, al igual que en los casos de Dora Oyague Fierro, Marcelino Rosales Cárdenas, 

Felipe Flores Chipana y Hugo Muñoz Sánchez. 

FALTA DE INVESTIGACIÓN DE DESAPARICIÓN FORZADA 

REPRESENTA INFRACCIÓN DEL DEBER ESTABLECIDO EN 

ARTÍCULO 1.1 EN RELACIÓN CON EL DERECHO A LA VIDA 

 

Caso Ticona Estrada y otros Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 

noviembre de 2008.  

60. Además, la Corte observa que por la naturaleza misma de la desaparición forzada, la víctima se 

encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad, de la cual surge el riesgo de que se violen 

diversos derechos, entre ellos, el derecho a la vida, consagrado en el artículo 4 de la Convención. 

Esta situación se ve acentuada cuando se está frente a un patrón sistemático de violaciones de 

derechos humanos. Del mismo modo, la Corte ha establecido que la falta de investigación de lo 

ocurrido, representa una infracción de un deber jurídico establecido en el artículo 1.1 de la 

Convención en relación con el artículo 4.1 de la misma, como es el de garantizar a toda persona 

sujeta a su jurisdicción la inviolabilidad de la vida y el derecho a no ser privado de ella 

arbitrariamente, lo cual comprende la prevención razonable de situaciones que puedan redundar en 

la supresión de ese derecho. 
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ESTAR BAJO CONTROL DE CUERPO REPRESIVO QUE 

IMPUNEMENTE PRACTICA GRAVES VIOLACIONES DE DDHH, 

VULNERA DEBER DE PREVENCIÓN DEL DERECHO A LA VIDA 

 

Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011.  

95. Además, una vez detenida, ella estuvo bajo control de cuerpos represivos oficiales que 

impunemente practicaban la tortura, el asesinato y la desaparición forzada de personas, lo que 

representa, por sí mismo, una infracción al deber de prevención de violaciones a los derechos a la 

integridad personal y a la vida, reconocidos en los artículos 5 y 4 de la Convención Americana, aún 

en el supuesto de que no puedan demostrarse los hechos de torturas o de privación de la vida de la 

persona en el caso concreto. 

96. Si bien no hay información categórica acerca de lo ocurrido a María Claudia García con 

posterioridad a la sustracción de su hija, la práctica de desapariciones ha implicado con frecuencia la 

ejecución de los detenidos, en secreto y sin fórmula de juicio, seguida del ocultamiento del cadáver 

con el objeto de borrar toda huella material del crimen y de procurar la impunidad de quienes lo 

cometieron, lo que significa una brutal violación del derecho a la vida, reconocido en el artículo 4 de 

la Convención. 

POR SU “NATURALEZA” LA DESAPARICIÓN FORZADA 

LLEVA A SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD DE LA QUE 

SURGE RIESGO DE VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA VIDA 

 

Caso Contreras y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 

agosto de 2011.  

90. En lo que se refiere al artículo 4.1 de la Convención Americana, la Corte ha considerado que por 

la naturaleza misma de la desaparición forzada, la víctima se encuentra en una situación agravada de 

vulnerabilidad, de la cual surge el riesgo de que se violen diversos derechos, entre ellos, el derecho a 

la vida. Esta situación se ve acentuada cuando se está frente a un patrón sistemático de violaciones 

de derechos humanos y cuando se trata de niños o niñas, como en el presente caso, dado que la 

sustracción ilegal de sus padres biológicos también pone en riesgo la vida, supervivencia y desarrollo 

de los niños y niñas, este último entendido de una manera amplia abarcando aquellos aspectos 

relacionados con lo físico, mental, espiritual, moral, psicológico y social. Del mismo modo, la Corte 

ha establecido que la falta de investigación de lo ocurrido representa una infracción al deber de 

garantizar a toda persona sujeta a su jurisdicción la inviolabilidad de la vida y el derecho a no ser 

privado de ella arbitrariamente, lo cual comprende la prevención razonable de situaciones que 

puedan redundar en la supresión de ese derecho. 

DESAPARICIÓN FORZADA CON FRECUENCIA HA INCLUIDO 

EJECUCIONES EN SECRETO, SEGUIDAS DE OCULTAMIENTO 

DE CADÁVER EN VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA VIDA 

 

Caso González Medina y Familiares Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012.  

185. En lo que se refiere al artículo 4 de la Convención Americana, la Corte ha considerado que por 

la naturaleza misma de la desaparición forzada, la víctima se encuentra en una situación agravada de 
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vulnerabilidad, de la cual surge el riesgo de que se violen diversos derechos, entre ellos, el derecho a 

la vida. Además, el Tribunal ha establecido que la desaparición forzada ha incluido con frecuencia la 

ejecución de los detenidos, en secreto y sin fórmula de juicio, seguida del ocultamiento del cadáver 

con el objeto de borrar toda huella material del crimen y procurar la impunidad de quienes lo 

cometieron, lo que significa una violación del derecho a la vida, reconocido en el artículo 4 de la 

Convención. 

CRITERIOS SOBRE EL DERECHO A LA VIDA EN CASO 

DONDE, LUEGO DE MÁS DE 22 AÑOS DE INICIADA LA 

DESAPARICIÓN, NO SE CONOCE PARADERO DE VÍCTIMA 

 

Corte IDH. Caso Vásquez Durand y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 332. 

136. Respecto del artículo 4 de la Convención Americana, la Corte ha considerado que, por la 

naturaleza misma de la desaparición forzada, la víctima se encuentra en una situación agravada de 

vulnerabilidad, de la cual surge el riesgo de que se violen diversos derechos, entre ellos, el derecho a 

la vida. Además, el Tribunal ha establecido que la desaparición forzada ha incluido con frecuencia la 

ejecución de los detenidos, en secreto y sin fórmula de juicio, seguida del ocultamiento del cadáver 

con el objeto de borrar toda huella material del crimen y procurar la impunidad de quienes lo 

cometieron, lo que significa una violación del derecho a la vida, reconocido en el artículo 4 de la 

Convención. La Corte resalta que, a la fecha, luego de más de 22 años de iniciada la desaparición, no 

se conoce el paradero del señor Vásquez Durand.  

9. Reparaciones 

En este último apartado se tratan algunas medidas de reparación que ha dispuesto la Corte 

específicamente en el tema de derecho a la vida. 

EL ESTADO DEBE REMOVER, EN UN PLAZO RAZONABLE, 

LOS OBSTÁCULOS Y MECANISMOS DE HECHO Y DERECHO 

QUE MANTIENEN LA IMPUNIDAD EN EL PRESENTE CASO 

 

Corte IDH. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150  

a) Obligación de investigar los hechos que generaron las violaciones del presente caso e identificar, 

juzgar y sancionar a los responsables 

137. El Tribunal ha establecido que prevalece después de trece años la impunidad respecto de los 

hechos del presente caso. La Corte ha definido la impunidad como la falta en su conjunto de 

investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones 

de los derechos protegidos por la Convención Americana. El Estado está obligado a combatir esta 

situación por todos los medios disponibles, ya que ésta propicia la repetición crónica de las 

violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares.  

138. En tal sentido, el Estado debe remover, en un plazo razonable, todos los obstáculos y 

mecanismos de hecho y derecho que mantienen la impunidad en el presente caso; otorgar garantías 

de seguridad suficientes a las autoridades judiciales, fiscales, testigos, operadores de justicia y a las 

víctimas, y utilizar todas las medidas a su alcance para diligenciar el proceso, con el fin de identificar, 
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juzgar y sancionar a los responsables de los hechos de violencia y atender situaciones de emergencia 

en el Retén; del uso excesivo de la fuerza, y de la ejecución extrajudicial de varios internos. 

LA CORTE DISPONE QUE EL ESTADO REABRA LA 

INVESTIGACIÓN, DE OFICIO, A FIN DE ESTABLECER LOS 

HECHOS Y LA DETERMINACIÓN DE RESPONSABILIDADES 

 

Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C 

No. 281 

B. Obligación de investigar los hechos que generaron las violaciones e identificar, juzgar y, en su 

caso, sancionar a los responsables 

[…] 

299. En virtud de lo señalado por el Estado respecto a la posibilidad recursiva del proceso en el caso 

de Igmar Landaeta, y tomando en cuenta las falencias y omisiones en la investigación y en el 

proceso, las cuales derivaron en las violaciones establecidas en el fondo de la presente Sentencia 

(supra párrs. 250 y 275), la Corte dispone que, el Estado reabra, de oficio, la investigación, a fin de 

esclarecer los hechos y, en su caso, establecer la determinación de responsabilidades por la 

privación arbitraria de la vida de Igmar Landaeta, dentro de un plazo razonable. 

SE DEBE REFORZAR CAPACIDAD EN LA IMPLEMENTACIÓN 

DEL MONITOREO DE AGENTES POLICIALES INVOLUCRADOS 

EN EPISODIOS DE USO DE LA FUERZA 

 

Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C 

No. 281 

C. Medidas de rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición 

 […] 

C.3 Garantías de no repetición 

C.3.1 Medidas para uso de la fuerza y rendición de cuentas 

[…] 

312. Con fundamento en lo anterior, la Corte valora los esfuerzos progresivos realizados por el 

Estado. No obstante, siendo que en el presente caso determinó la responsabilidad estatal por la 

violación del artículo 2 de la Convención por la falta de legislación adecuada y capacitación sobre uso 

de la fuerza al momento de los hechos, y en consideración de lo ya ordenado en sus Sentencias 

previas al respecto, la Corte reitera la necesidad de dar cumplimiento a los puntos pendientes 

ordenados en sus Fallos. En particular, considera importante que el Estado refuerce sus capacidades 

en la implementación del monitoreo y rendición de cuentas de agentes policiales involucrados en 

episodios de uso de la fuerza, de conformidad con los estándares internacionales reflejados en el 

presente fallo. 
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ESTADO DEBE IMPLEMENTAR, EN UN PLAZO RAZONABLE, 

UNA POLÍTICA PÚBLICA PARA LA PROTECCIÓN DE LAS 

DEFENSORAS Y DEFENSORES DE DDHH 

 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C 

No. 283  

263. Con relación a la adopción de medidas para la disminución del riesgo de las defensoras y 

defensores de derechos humanos, esta Corte estableció que el Estado ha planificado y/o 

implementado diversas medidas dirigidas a enfrentar dichos riesgos (supra nota 74). Sin embargo, 

Guatemala no aportó información a la Corte sobre la efectividad de las mismas. En virtud de lo 

anterior, el Estado debe implementar, en un plazo razonable, una política pública para la protección 

de las defensoras y los defensores de derechos humanos, tomando en cuenta, al menos, los 

siguientes requisitos:  

a) la participación de defensores de derechos humanos, organizaciones de la sociedad civil y 

expertos en la elaboración de las normas que puedan regular un programa de protección al 

colectivo en cuestión;  

b) el programa de protección debe abordar de forma integral e interinstitucional la 

problemática de acuerdo con el riesgo de cada situación y adoptar medidas de atención 

inmediata frente a denuncias de defensores y defensoras;  

c) la creación de un modelo de análisis de riesgo que permita determinar adecuadamente el 

riesgo y las necesidades de protección de cada defensor o grupo;  

d) la creación de un sistema de gestión de la información sobre la situación de prevención y 

protección de los defensores de derechos humanos;  

e) el diseño de planes de protección que respondan al riesgo particular de cada defensor y 

defensora y a las características de su trabajo;  

f) la promoción de una cultura de legitimación y protección de la labor de las defensoras y 

los defensores de derechos humanos, y  

g) la dotación de los recursos humanos y financieros suficientes que responda a las 

necesidades reales de protección de las defensoras y los defensores de derechos humanos.  

264. Asimismo, el Estado debe presentar informes anuales en el plazo de un año sobre las acciones 

que se han realizado para la implementación de dicha política.  

EL ESTADO DEBE ABSTENERSE DE RECURRIR A FIGURAS 

COMO LA AMNISTÍA, LA PRESCRIPCIÓN O CUALQUIER 

EXIMENTE SIMILAR DE RESPONSABILIDAD 

 

Corte IDH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292  

460. En virtud de lo anterior, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente la 

investigación y/o el proceso penal en curso sobre los hechos relacionados con la ejecución 
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extrajudicial de Eduardo Nicolás Cruz Sánchez con la debida diligencia y en un plazo razonable para 

identificar, procesar y, en su caso, sancionar a los responsables. La debida diligencia en la 

investigación implica que todas las autoridades estatales correspondientes están obligadas a 

colaborar en la recolección de la prueba, por lo que deberán brindar al juez, fiscal u otra autoridad 

judicial toda la información que requiera y abstenerse de actos que impliquen la obstrucción para la 

marcha del proceso investigativo. En particular, el Estado debe:  

a) asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de los familiares en todas las etapas de 

estas investigaciones, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención 

Americana; 

b) por tratarse de una violación grave de derechos humanos y en consideración de las 

particularidades y el contexto en que ocurrieron los hechos, el Estado debe abstenerse de 

recurrir a figuras como la amnistía en beneficio de los autores, así como ninguna otra 

disposición análoga, la prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ne bis in 

idem o cualquier eximente similar de responsabilidad, para excusarse de esta obligación;  

c) garantizar que las investigaciones y procesos por los hechos constitutivos de la ejecución 

extrajudicial del presente caso se mantengan, en todo momento, bajo conocimiento de la 

jurisdicción ordinaria, y  

d) divulgar públicamente los resultados de los procesos para que la sociedad peruana 

conozca la determinación judicial de los hechos objeto del presente caso.  

474. La Corte ha ordenado en otros casos adecuar, teniendo en cuenta los estándares 

internacionales, los parámetros para investigar las ejecuciones extrajudiciales y las torturas, así 

como realizar el análisis forense. En el presente caso, el Tribunal considera necesario que el Estado 

continúe con el proceso de implementación de protocolos eficaces para la investigación de 

violaciones relacionadas con el derecho a la vida que contemplen las normas internacionales 

pertinentes en la materia, tales como las previstas en el Manual sobre la prevención e investigación 

eficaces de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias de las Naciones Unidas. Asimismo, 

habrá de dotar a las entidades encargadas de la prevención e investigación de las ejecuciones 

extrajudiciales de suficientes recursos humanos, económicos, logísticos y científicos para que 

puedan realizar el procesamiento adecuado de toda prueba, científica y de otra índole, con la 

finalidad de esclarecer los hechos delictivos. Lo anterior no será supervisado por el Tribunal.  

ESTADO DEBE EMPRENDER “CON SERIEDAD” LAS 

ACCIONES NECESARIAS A FIN DE INDIVIDUALIZAR, 

JUZGAR Y SANCIONAR PARTÍCIPES DE LOS HECHOS 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros Vs. Honduras. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de octubre de 

2015. Serie C No. 304. 

F. Obligación de investigar los hechos e identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los 

responsables 

[…] 
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353. En razón de lo anterior, teniendo en cuenta la jurisprudencia de este Tribunal y que los distintos 

procesos judiciales analizados aún se encuentran pendientes de sentencia, la Corte dispone que el 

Estado debe continuar eficazmente y conducir con la mayor diligencia y dentro del plazo razonable 

las investigaciones penales por los hechos analizados en el presente Fallo. Para ello, el Estado debe 

emprender con seriedad todas las acciones necesarias con el fin de individualizar, juzgar, y en su 

caso sancionar a los autores y partícipes de los mismos. No obstante, la Corte determina que la 

supervisión de la presente medida de reparación se realizará únicamente respecto del proceso penal 

relativo a la muerte del señor Félix Ordóñez Suazo. 

DEBIDA DILIGENCIA EN LA INVESTIGACIÓN IMPLICA QUE 

LAS AUTORIDADES CORRESPONDIENTES SE OBLIGAN A 

COLABORAR EN LA RECOLECCIÓN DE LA PRUEBA 

 

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333  

292. En virtud de lo anterior, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente la 

investigación en curso sobre los hechos relacionados con las muertes ocurridas en la redada de 

1994, con la debida diligencia y en un plazo razonable para identificar, procesar y, en su caso, 

sancionar a los responsables. Respecto a las muertes ocurridas en la redada de 1995, el Estado debe 

iniciar o reactivar una investigación eficaz respecto a estos hechos. La debida diligencia en la 

investigación implica que todas las autoridades estatales correspondientes están obligadas a 

colaborar en la recolección de la prueba, por lo que deberán brindar al juez, fiscal u otra autoridad 

judicial toda la información que requiera y abstenerse de actos que impliquen la obstrucción para la 

marcha del proceso investigativo. Asimismo, a partir de las conclusiones establecidas en la presente 

Sentencia respecto a las violaciones a los derechos a la protección judicial y a las garantías judiciales, 

el Estado, a través del Procurador General de la República del Ministerio Público Federal, debe 

evaluar si los hechos referentes a las redadas de 1994 y 1995 deben ser objeto de solicitud de 

Incidente de Traslado de Competencia. En particular, el Estado también debe:  

a) asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de los familiares en todas las etapas de 

estas investigaciones, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención 

Americana, y  

b) por tratarse de probables ejecuciones extrajudiciales y actos de tortura, el Estado debe 

abstenerse de recurrir a cualquier obstáculo procesal para excusarse de esta obligación.  

ESTADO DEBERÁ ESTABLECER EL TIPO DE MUNICIONES A 

UTILIZARSE Y JUSTIFICAR LA NECESIDAD MILITAR DE 

UTILIZAR BALAS REALES EN UN EJERCICIO CONCRETO 

 

Corte IDH. Caso Ortiz Hernández y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 22 de agosto de 2017. Serie C No. 338 

B. Obligación de investigar los hechos e identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los 

responsables 

[…] 
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192. Teniendo en cuenta que actualmente se encuentra abierto un proceso penal por la muerte de 

Johan Alexis Ortiz Hernández y, con base en la jurisprudencia de este Tribunal, la Corte dispone que 

el Estado debe continuar eficazmente y con la mayor diligencia las investigaciones y el proceso penal 

en curso, así como abrir las investigaciones que sean necesarias con el fin de identificar, juzgar y, en 

su caso, sancionar a todos los responsables de la muerte de Johan Alexis Ortiz Hernández en un 

plazo razonable, a los efectos de establecer toda la verdad de los hechos y removiendo todos los 

obstáculos que mantienen la impunidad en este caso.  

C.3 Garantías de no repetición 

a) Adopción de medidas de seguridad necesarias para proteger el derecho a la vida e 

integridad personal de los estudiantes de la Escuela de Formación de Guardias 

Nacionales 

[…] 

217. Sin perjuicio de lo anterior, conforme a lo resuelto en esta Sentencia (supra párrs. 112 a 115) y 

habida cuenta de la obligación del Estado de prevenir la recurrencia de violaciones a los derechos 

humanos como las ocurridas en el presente caso, el Estado deberá, de acuerdo a la naturaleza y 

finalidad de cada ejercicio en el ámbito de la instrucción militar de los estudiantes de la Escuela de 

Formación de Guardias Nacionales, establecer de forma expresa el tipo de municiones a utilizarse y, 

en su caso, justificar de forma estricta la necesidad militar de utilizar balas reales en un ejercicio en 

concreto.  

ANTE PEDIDO DE FORTALECER LA UNIDAD DE DERECHOS 

HUMANOS DE MINISTERIO PÚBLICO, LA CORTE IDH 

RESPONDE INSTANDO A LA OBLIGACIÓN DE INVESTIGAR 

 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356  

B. Obligación de investigar los hechos del caso y, en su caso, juzgar y sancionar a los responsables  

[…] 

151. La Corte advierte que los representantes no han solicitado, en forma autónoma, la 

investigación de los hechos como medida de reparación. Han formulado su pedido como parte de 

otra medida requerida, el “fortalecimiento” de la Unidad de Derechos Humanos del Ministerio 

Público. No obstante, este Tribunal considera adecuado separar ambos aspectos y abordar en forma 

independiente la investigación de los hechos. Al respecto, la Corte recuerda que, en relación con 

violaciones a derechos humanos como las determinadas en el presente caso, las autoridades 

estatales deben realizar una investigación seria, imparcial y efectiva por todos los medios legales 

disponibles y orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y 

eventual castigo de los autores de los hechos, siendo esto especialmente relevante cuando están 

involucrados agentes estatales.  

152. En el caso, se ha determinado que el Estado, a través de sus autoridades judiciales, condenó a 

14 personas y entendió que respecto de otras 11 era necesario realizar acciones para determinar su 

posible responsabilidad penal. Guatemala señaló que existen órdenes de aprehensión vigentes 

respecto a las 11 personas referidas, quienes están “prófugas” (supra párrs. 66 y 76). Dado que en 
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un periodo mayor a 18 años no constan acciones concretas para hacer efectiva la medida de 

aprehensión determinada por las propias autoridades estatales, este Tribunal determinó la 

responsabilidad del Estado (supra párrs. 88 a 92 y 98). Por ello, la Corte ordena al Estado que, de 

conformidad con el derecho interno, continué, en un plazo razonable, las acciones nacionales e 

internacionales pertinentes para concluir la investigación sobre los hechos ocurridos el 5 de octubre 

de 1995 en la finca Xamán, respecto a las 11 personas que Guatemala señaló que están prófugas y 

que cuentan con órdenes de captura vigentes en su perjuicio, como también, de ser el caso, 

respecto de otros elementos que resultaren pertinentes.  

ESTADO DEBE DISEÑAR MECANISMO PARA GARANTIZAR 

LA ACCESIBILIDAD, DISPONIBILIDAD Y CALIDAD DE 

ANTIRRETROVIRALES PARA POBLACIÓN CON VIH 

 

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359 

B.3. Garantías de no repetición 

226. El Estado debe diseñar un mecanismo para garantizar la accesibilidad, disponibilidad y calidad 

de los antrirretrovirales, los exámenes diagnósticos y las prestaciones en salud para la población con 

el VIH. Este mecanismo debe cumplir los siguientes objetivos mínimos, los cuales deberán ser 

cumplidos por medio de las acciones que establezcan las entidades estatales, y cuyas metas serán 

medidas de acuerdo con los indicadores que se establezcan en el marco de una política pública 

participativa: i) aumentar la disponibilidad, accesibilidad y calidad de medicamentos 

antirretrovirales, de pruebas diagnósticas para la detección del VIH y para el diagnóstico y 

tratamiento de enfermedades oportunistas, ii) mejorar los programas de atención a la población que 

vive con el VIH y aumentar la cobertura de atención, iii) aumentar y mejorar las medidas inmediatas 

y urgentes en materia de atención en salud a la población con VIH, iv) mejorar la información 

disponible para la toma de decisiones por todas las autoridades competentes. Asimismo, para que el 

diseño e implementación de este mecanismo sea efectivo, el Estado deberá convocar la 

participación de la comunidad médica, de personas que viven con el VIH que sean usuarios del 

sistema de salud, y de organizaciones que los representen, y de la Procuraduría de los Derechos 

Humanos de Guatemala en lo que respecta a la fijación de prioridades de atención, la adopción de 

decisiones, la planificación y la evaluación de estrategias para la mejor atención de la salud. 


